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Ciudad de México, a quince de junio de dos mil veintidós. 

El Tribunal Electoral de la Ciudad de México2 resuelve en esta 

fecha la demanda promovida por el Instituto Electoral de la 

Ciudad de México3, mediante la cual, reclama la modificación, 

reducción y aprobación de su Presupuesto de Egresos para su 

Ejercicio Fiscal 2022 y las consecuencias jurídicas derivadas de 

ello; así como, la violación a las leyes del procedimiento regulador 

del Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el 

Ejercicio Fiscal 20224. 

 
1 Con la colaboración del Licenciado Francisco Hernández Hernández. 
2 En adelante Tribunal Electoral u órgano jurisdiccional. 
3 En adelante parte actora o Instituto Electoral. 
4 Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el veintisiete de diciembre de dos 
mil veintiuno. 
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De la narración efectuada por la parte actora en su demanda, de 

los hechos notorios invocados conforme al artículo 52 de la Ley 

Procesal Electoral de la Ciudad de México5, así como, de los 

autos que obran en el expediente, se advierten los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

I. Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el 

Ejercicio Fiscal 20226. 

1. Aprobación del Proyecto de Presupuesto de Egresos del 

Instituto Electoral 2022. El veintinueve de octubre de dos mil 

veintiuno, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó, 

mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-344/2021, sus proyectos de 

Programa Operativo Anual y de Presupuesto de Egresos para el 

ejercicio fiscal 2022, por un monto total de $1,955,020,834.00 (Un 

mil novecientos cincuenta y cinco millones, veinte mil ochocientos 

treinta y cuatro pesos 00/100 M.N.). 

2. Envío del proyecto de Presupuesto de Egresos del 

Instituto Electoral 2022. El uno y dos de noviembre de dos mil 

veintiuno, la parte actora envío a la Jefa de Gobierno de la Ciudad 

de México7 y a la Secretaría de Administración y Finanzas de la 

Ciudad de México8, respectivamente, su Programa Operativo 

Anual y el proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral para el ejercicio fiscal 2022, a fin de que éste se 

 
5 En adelante Ley Procesal. 
6 En adelante Presupuesto de Egresos 2022 o acto impugnado. 
7 En adelante Jefa de Gobierno o Jefatura de Gobierno. 
8 En adelante Secretaría de Finanzas. 
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incluyera en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

de México 2022. 

3. Presentación del Proyecto de Presupuesto de Egresos 

2022. El treinta de noviembre de dos mil veintiuno, la Jefa de 

Gobierno presentó ante el Congreso de la Ciudad de México9 el 

“Paquete Financiero 2022”, consistente en el proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para ejercicio 

fiscal 2022, en el que le señaló al Congreso Local como 

propuesta de presupuesto de egresos del Instituto Electoral10 la 

cantidad de $1,201,084,647.00 (un mil doscientos un millones, 

ochenta y cuatro mil seiscientos  cuarenta y siete pesos 00/100 

M.N.), y se incluyó11 la propuesta original de la parte actora por la 

cantidad de $1,955,020,834.00 (un mil novecientos cincuenta y 

cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro pesos 

00/100 M.N.). 

4. Aprobación y publicación del Presupuesto de Egresos 

2022. El veintisiete de diciembre de dos mil veintiuno, se publicó 

en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el Decreto por el que 

se aprueba el Presupuesto de Egresos 2022, en el que el 

Congreso Local asignó al Instituto Electoral como presupuesto de 

 
9 En adelante el Congreso Local. 
10 Concretamente dentro del Proyecto de Decreto y su Exposición de Motivos; así como, en 
el Tomo II, “Banco de Información”, Apartado “A” denominado “Análisis 
Programático/Clasificación Funcional”, Apartado “B” denominado “Clasificación 
Administrativa”; en el Anexo III “Formatos en cumplimiento a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental”, Apartado “B” denominado “Clasificación Administrativa” y Apartado “D” 
denominado “Clasificación Funcional del Gasto”, todos emitidos por la Secretaría de 
Finanzas, visibles en https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-
contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022. 
11 Como Anexo I “Órganos Autónomos y de Gobierno” 24A000 Instituto Electoral de la 
Ciudad de México, visible en https://cdmxassets.s3.amazonaws.com/media/files-
pdf/paquete_economico_2022/presupuesto_egresos_2022/anexo_I/4_Instituto_Electoral_
de_la_CDMX.pdf.  

https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022
https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022
https://cdmxassets.s3.amazonaws.com/media/files-pdf/paquete_economico_2022/presupuesto_egresos_2022/anexo_I/4_Instituto_Electoral_de_la_CDMX.pdf
https://cdmxassets.s3.amazonaws.com/media/files-pdf/paquete_economico_2022/presupuesto_egresos_2022/anexo_I/4_Instituto_Electoral_de_la_CDMX.pdf
https://cdmxassets.s3.amazonaws.com/media/files-pdf/paquete_economico_2022/presupuesto_egresos_2022/anexo_I/4_Instituto_Electoral_de_la_CDMX.pdf
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egresos para el ejercicio fiscal 2022, la cantidad de 

$1,201,084,647 (un mil doscientos un millones, ochenta y cuatro 

mil seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.), conforme al 

proyecto consolidado presentado por la Secretaría de Finanzas. 

II. Juicio Electoral. 

1. Demanda. Inconforme con lo anterior, el treinta de diciembre 

de dos mil veintiuno, la parte actora presentó ante la Oficialía de 

Partes de este Tribunal Electoral, demanda de Juicio Electoral a 

fin de combatir: 

A. En lo general: 

a). La modificación, reducción y aprobación del Presupuesto 

de Egresos del Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022 

y sus consecuencias jurídicas, por violación de la autonomía 

presupuestaria, técnica y de gestión de la que constitucional 

y legalmente goza la parte actora. 

b). La violación a las leyes del procedimiento de donde deriva 

el Presupuesto de Egresos 2022. 

B. En lo particular: 

a). De la Secretaría de Finanzas, la ilegal elaboración del 

dictamen que se remitió a la Comisión de Presupuesto y 

Cuenta Pública del Congreso Local, en el cual se redujo el 

Presupuesto de Egresos del Instituto Electoral para el 

ejercicio fiscal 2022. 
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b). De la Jefatura de Gobierno, la presentación al Congreso 

Local, a través de la Secretaría de Finanzas, del “Paquete 

Financiero 2022”, en el que se incluye como propuesta de 

Presupuesto de Egresos de la parte actora para el año fiscal 

2022 un monto menor al aprobado por el Consejo General 

del Instituto Electoral. 

c). Del Congreso Local, el Decreto por el que se expide el 

Presupuesto de Egresos 2022, en el cual dicha legislatura 

asignó un presupuesto menor al aprobado por el Consejo 

General del Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022, 

con lo cual se violenta la garantía de irreductibilidad 

presupuestal prevista en la Ley. 

2. Recepción y turno. El treinta y uno de diciembre de dos mil 

veintiuno, el Magistrado Presidente Interino de este Tribunal 

Electoral determinó integrar el expediente TECDMX-JEL-

387/2021 y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada Martha 

Alejandra Chávez Camarena, para su debida instrucción y, en 

su momento, presentar el proyecto de sentencia correspondiente. 

Lo anterior se cumplimentó en esa misma fecha mediante oficio 

TECDMX/SG/3739/2021, signado por el Secretario Técnico en 

funciones de Secretario General de este Órgano Jurisdiccional. 

3. Requerimiento de publicitación del medio de impugnación 

y rendición de informes circunstanciados. El treinta y uno de 

diciembre de dos mil veintiuno, mediante oficios 

TECDMX/SG/3736/2021, TECDMX/SG/3737/2021 y 

TECDMX/SG/3738/2021, el Secretario Técnico en funciones de 
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Secretario General de este Tribunal Electoral requirió a la 

Jefatura de Gobierno, a la Secretaría de Finanzas y al Congreso 

local, la publicitación del medio de impugnación, así como, la 

rendición de sus informes circunstanciados. 

4. Incidente de Recusación. El cuatro de enero de dos mil 

veintidós12, la Secretaría de Finanzas, presentó Incidente de 

Recusación a fin de recusar a todas y cada una de las 

Magistraturas integrantes del Pleno de este Tribunal Electoral, 

para que se abstuviera de conocer de la demanda promovida por 

la parte actora y a su vez se suspenda y se remita el juicio al rubro 

indicado a la autoridad que le corresponda tramitarlo y resolverlo.  

5. Rendición de los informes circunstanciados. El seis y siete 

de enero, la Jefa de Gobierno, la Secretaría de Finanzas y el 

Congreso local remitieron AD CAUTELAM a este Tribunal 

Electoral, sus informes circunstanciados, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 77 y 78 de la Ley Procesal. 

6. Recursos de Apelación en contra de la “admisión de la 

demanda”. El seis de enero, la Secretaría de Finanzas y la Jefa 

de Gobierno promovieron dos recursos de apelación en contra de 

la “admisión de la demanda” promovida por la parte actora, a los 

que les fue asignados los números de expediente SUP-AG-

11/2022 y SUP-AG-12/2022, respectivamente. 

Finalmente, el veintiséis de enero, la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación13 desechó dichos 

 
12 En adelante todas las fechas harán alusión al año dos mil veintidós, salvo precisión en 
contrario. 
13 En adelante Sala Superior. 
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medios de impugnación derivado de que el acto que se combatió 

es inexistente. 

7. Devolución de la demanda por la Secretaría de Finanzas. 

Por escrito de siete de enero, la parte actora informó a este 

Tribunal Electoral que la Secretaría de Finanzas le devolvió su 

escrito de demanda y anexos, debido a que, en su consideración, 

dicha autoridad no puede ser considerada autoridad responsable 

pues no es una autoridad electoral, órgano de partido o coalición 

en términos del artículo 47 de la Ley Procesal. 

8. Radicación, inspección y requerimiento. El dieciocho de 

enero, la Magistrada Instructora radicó en su Ponencia el juicio 

electoral de mérito, ordenó el desahogo de los dos CD14 que 

adjuntó la parte actora en su demanda, y requirió a la Jefatura de 

Gobierno, a la Secretaría de Finanzas y al Congreso local para 

que remitieran diversa información relacionada con la tramitación 

del medio de impugnación. 

Asimismo, toda vez que la Secretaría de Finanzas devolvió a la 

parte actora el escrito de demanda que fue interpuesto ante dicha 

autoridad, sin que ésta llevara a cabo el trámite y publicitación del 

medio de impugnación tal y como lo mandata los artículos 77 y 

78 de la Ley Procesal, se informó a dicha autoridad responsable 

que sería el Pleno de este órgano jurisdiccional quien determinará 

la sanción aplicable por el incumplimiento a lo mandatado en la 

referida Ley adjetiva. 

 
14 Compact Disc, por sus siglas en inglés. 
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9. Solicitud de ampliación presupuestal. El veinticuatro de 

enero, la parte actora remitió a este Tribunal Electoral copia 

certificada del acuse correspondiente al oficio 

IECM/PCG/053/2022, en el que consta la solicitud formulada a la 

Jefatura de Gobierno respecto a la ampliación del presupuesto 

del Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022 por un monto de 

$198,510,902.08 (Ciento noventa y ocho millones quinientos diez 

mil novecientos dos pesos 08/100 M.N.). 

Lo anterior, a fin de que complementar el financiamiento público 

a partidos políticos, contratación de personal eventual, servicios 

de seguridad y limpieza, estudio y análisis para la reestructura 

orgánica del Instituto Electoral, proyectos de mejora a la red de 

comunicación institucional, estudio diagnóstico sobre la 

participación ciudadana en la Ciudad de México, proyectos de 

innovación tecnológica, entre otros. 

10. Remisión de la Recusación. Por acuerdo de veinticuatro de 

enero, la Magistrada Instructora ordenó la remisión de la 

recusación planteada por la Secretaría de Finanzas al Magistrado 

Presidente Interino, a fin de que se procediera en términos de la 

normativa que rige las funciones de este órgano jurisdiccional.15 

11. Respuesta de la Presidencia sobre la Recusación. El 

veinticinco de enero, el Magistrado Presidente Interino dictó la 

respuesta correspondiente al acuerdo anterior, en donde precisó 

que, dadas las circunstancias narradas en el incidente de 

 
15 Conforme lo señala el artículo 21 del Reglamento Interior de este Tribunal Electoral.  
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recusación, debía ser el Pleno quien emita la resolución que 

corresponda. 

12. Recursos de Apelación en contra de la Radicación. El 

veinticinco de enero, la Secretaría de Finanzas presentó dos 

recursos de apelación en contra del acuerdo de radicación 

dictado por la Magistrada Instructora el dieciocho de enero, de los 

cuales conoció la Sala Superior y a los que les fueron asignados 

los expediente SUP-AG-34/2022 y SUP-AG-35/2022. 

Finalmente, el nueve de febrero, la Sala Superior desechó dichos 

recursos derivado de que el acuerdo de radicación materia de 

impugnación carece de definitividad y firmeza, al ser un acto de 

carácter intraprocesal. 

13. Acuerdo Plenario sobre la Recusación. Mediante Acuerdo 

Plenario de veintiséis de enero, el Pleno de este Tribunal 

Electoral resolvió el Incidente de Recusación planteado por la 

Secretaría de Finanzas en el sentido de desestimar dicha 

solicitud ya que, los hechos alegados motivo del incidente no 

guardaron relación con alguna causa de recusación, y en el caso 

no se expresó por parte del incidentista ningún argumento sólido 

a partir del cual se pueda desconocer, con pruebas objetivas, el 

actuar imparcial de este órgano jurisdiccional. 

Finalmente, dado que del escrito de recusación promovido por la 

Secretaría de Finanzas se evidenció la necesidad de emitir una 

resolución incidental respecto de la posible incompetencia de 

este Tribunal Electoral para conocer y resolver el fondo del 

asunto, el Pleno ordenó a la Magistrada Instructora la elaboración 
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del proyecto de resolución correspondiente, a efecto de ponerlo 

a su consideración. 

14. Recurso de Apelación en contra de la Recusación. El 

primero de febrero, la Secretaría de Finanzas presentó un recurso 

de apelación en contra del Acuerdo Plenario de Recusación 

señalado en el punto anterior, del que conoció la Sala Superior y 

al que se le asignó el número de expediente SUP-AG-39/2022. 

Finalmente, el dieciséis de febrero, la Sala Superior desechó el 

medio de impugnación en comento ante la falta de legitimación 

activa de la autoridad responsable para controvertir una 

decisión de este Tribunal Electoral. 

15. Orden de inspección a los CDs y links. Por acuerdo de 

catorce de febrero, la Magistrada Instructora ordenó el desahogo 

del contenido de los dos CDs que adjuntó la Secretaría de 

Finanzas a su escrito de ocho de febrero, así como, diversos links 

señalados por la parte actora en su escrito de demanda, a fin de 

verificar su contenido y, en su caso, proceder a su valoración y 

análisis en el dictado de la sentencia respectiva. 

16. Diligencias de inspección a los cuatro CDs y links. 

Mediante diversas diligencias, la Magistrada Instructora llevó a 

cabo la inspección y desahogo de la información almacenada en 

los cuatro dispositivos CDs que fueron aportados por las partes, 

así como, de las ligas de internet que fueron señaladas por la 

parte actora en su escrito de demanda. 

17. Resolución sobre el Incidente de Incompetencia. Este 

Tribunal Electoral resolvió el Incidente de Incompetencia 
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ordenado en el Acuerdo Plenario de Recusación de veintiséis de 

enero, en el sentido de declararlo infundado y, en consecuencia, 

declarar la competencia de este órgano jurisdiccional para 

conocer de la presente controversia. 

18. Requerimiento de información. La Magistrada Instructora 

requirió a la Secretaría de Finanzas y al Congreso Local diversa 

información necesaria para la resolución de la presente 

controversia. 

19. Desahogo de requerimiento. La Secretaría de Finanzas y el 

Congreso Local desahogaron el requerimiento formulado en el 

acuerdo anterior, remitiendo para ello la información requerida 

por la Magistrada Instructora mediante un dispositivo electrónico 

USB.16 

20. Desahogo de USB. La Magistrada Instructora ordenó el 

desahogo del contenido del dispositivo electrónico USB, a fin de 

verificar su contenido y, en su caso, proceder a su valoración y 

análisis en el dictado de la sentencia respectiva. 

21. Diligencia de inspección del dispositivo USB. Mediante 

diligencia ordenada por la Magistrada Instructora, se llevó a cabo 

la inspección y desahogo de la información almacenada en el 

dispositivo USB. 

22. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad la 

Magistrada Instructora admitió a trámite el presente juicio, ordenó 

el cierre de instrucción y al no existir mayores diligencias por 

 
16 Universal Serial Bus, por sus siglas en inglés, o toma de conexión universal de uso 
frecuente en las computadoras y otros dispositivos electrónicos. 
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desahogar ordenó la elaboración del proyecto de sentencia 

respectivo a fin de someterlo a la aprobación del Pleno. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

PRIMERA. Competencia. Este Tribunal Electoral es 

competente para conocer y resolver el presente asunto, toda vez 

que, en su carácter de máximo órgano jurisdiccional electoral en 

la Ciudad de México, es garante de la constitucionalidad, 

convencionalidad y legalidad de los actos y resoluciones en la 

materia, por lo que le corresponde resolver en forma definitiva e 

inatacable las controversias surgidas en el ámbito territorial de la 

Ciudad de México. 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 1, 17, 122 Apartado 

A fracciones VII y IX, en relación con el 116 párrafo segundo 

fracción IV inciso l) de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos17; 38 y 46 apartado A inciso g) de la 

Constitución Política de la Ciudad de México18; 1, 2, 30, 165, 171, 

178, 179 fracción VIII, 182 y 185, fracciones III, IV y XVI del 

Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para esta 

Ciudad19; 1, 28, 30, 31, 32, 37 fracción I, 43 fracciones I y II, 85, 

91 fracción VI,102 y 103 de la Ley Procesal. 

Por otro lado, la competencia material para conocer y resolver 

el presente asunto se actualiza en favor de este órgano 

jurisdiccional ya que ha sido criterio firme20 de la Suprema Corte 

 
17 En adelante Constitución Federal. 
18 En adelante Constitución Local. 
19 En adelante Código Electoral. 
20 Contenido en la Controversia Constitucional 97/2008, aprobada por el Alto Tribunal el 
trece de mayo de dos mil nueve. 
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de Justicia de la Nación21 que una controversia concreta, aun y 

cuando se pretendan sostener en aspectos presupuestarios, de 

gasto público o de ingresos del Estado, no puede desvincularse 

de la materia electoral, en tanto que se trata del Presupuesto 

asignado al Instituto Electoral para la organización de los 

procesos electorales locales, el cumplimiento de sus propias 

funciones y, por ende, el financiamiento a los partidos 

políticos. 

Por lo que, si bien es cierto que el presupuesto asignado a un 

órgano del Estado constituye un acto materialmente 

administrativo, a través del cual se fijan los recursos o partidas 

que le corresponderán en un determinado ejercicio fiscal, así 

como, que el Poder Ejecutivo por sus funciones tiene relación con 

tales actos, resulta innegable también que al tratarse de 

aspectos relacionados estrechamente con los procesos 

electorales, su impugnación corresponde a la jurisdicción 

especializada en materia electoral. 

Asimismo, este Tribunal Electoral tiene competencia para 

conocer y resolver el presente Juicio Electoral ya que el 

pronunciamiento sobre la presunta reducción del Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral 2022 por parte de la Jefa de 

Gobierno, de la Secretaría de Finanzas y del Congreso Local, se 

relaciona con la presunta afectación a la autonomía 

presupuestaria, técnica y de gestión de la que constitucional 

y legalmente goza una autoridad electoral local, 

concretamente la parte actora, lo que actualiza también la 

 
21 En adelante Suprema Corte. 
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competencia de este órgano jurisdiccional para resolver la 

controversia22. 

Aunado a ello, la competencia se actualiza en el presente caso 

ya que este Tribunal Electoral ya había conocido de un conflicto 

similar vinculado con la misma temática en el que las partes 

fueron las mismas,23 además de que ha sido criterio de la Sala 

Superior que cuando en un asunto se aduzca la posible 

vulneración de los principios de autonomía e independencia 

de las autoridades electorales locales, será la instancia 

jurisdiccional local quien conozca de él cuando se refiera a la 

autoridad administrativa electoral24. 

Finalmente, la competencia se actualiza ya que este órgano 

jurisdiccional, al resolver el Incidente de Incompetencia, 

determinó que este Tribunal Electoral es competente para 

conocer y pronunciarse respecto del presente juicio. 

SEGUNDA. Causales de Improcedencia. En virtud de que las 

causales de improcedencia están relacionadas con aspectos 

necesarios para la válida instauración del proceso, su análisis es 

oficioso y preferente por tratarse de una cuestión de orden 

público. 

Lo anterior, en términos de lo establecido en el artículo 1, párrafo 

primero del Código Electoral y en la Jurisprudencia TEDF1EL 

J001/1999 de rubro: “IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. SU 

 
22 Criterio que ha sido reconocido por la Sala Superior en diversos asuntos vinculados con 
la misma temática, por ejemplo, SUP-JE-92/2020, SUP-JE-47/2017, SUP-JE-111/2021, 
SUP-JE-256/2021, SUP-JE-273/2021, entre otros. 
23 Concretamente el TECDMX-JEL-045/2021. 
24 Contenido en los expedientes SUP-JE-2/2019; SUP-JE-97/2020; SUP-JE-1/2021, 
acumulados, y SUP-JE-064/2021. 
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ESTUDIO ES PREFERENTE Y DE OFICIO EN LOS MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN PREVISTOS POR EL CÓDIGO ELECTORAL 

DEL DISTRITO FEDERAL”25. 

Al respecto, al rendir sus informes circunstanciados, la Jefa de 

Gobierno, la Secretaría de Finanzas y el Congreso Local26 

hicieron valer las siguientes causales de improcedencia previstas 

en el artículo 49 en relación con los diversos 47 y 80, fracción V, 

de la Ley Procesal en los siguientes términos. 

I. Incompetencia de este Tribunal Electoral para conocer y 

resolver la controversia. 

a) Jefa de Gobierno. 

Al rendir su informe circunstanciado la Jefa de Gobierno, a través 

de la Dirección General de Servicios Legales de la Consejería 

Jurídica y de Servicios Legales, argumenta que este órgano 

jurisdiccional no tiene jurisdicción, ni competencia para conocer 

del presente asunto, ya que su naturaleza es electoral y no 

presupuestaria y/o económica. 

Asimismo, considera la Jefa de Gobierno, que el acto que el 

Instituto Electoral impugna es materialmente administrativo y 

estrictamente de naturaleza puramente presupuestal, materias 

sobre la cual este Tribunal Electoral carece de competencia para 

conocer, por ser garante únicamente del control constitucional en 

materia electoral. 

 
25 Consultable en www.tecdmx.org.mx.  
26 En adelante las autoridades responsables. 

http://www.tecdmx.org.mx/
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Argumenta la citada responsable, que el presupuesto de egresos 

es un plan de acción de gasto, que abarca un ejercicio fiscal, a 

partir de los ingresos disponibles, expresado en términos 

monetarios, por lo que, el presupuesto es un acto emitido por un 

órgano legislativo, por tanto, no se encuentra dentro del ámbito 

de competencia de este órgano jurisdiccional. 

De igual forma, considera que este Tribunal Electoral no tiene 

competencia para conocer de la demanda promovida por el 

Instituto Electoral, ya que se trata de un asunto promovido por un 

órgano autónomo de la Ciudad de México en contra de la 

actuación de los Poderes Ejecutivo y Legislativo locales, lo cual 

es materia de una controversia constitucional local que debe 

seguirse ante la jurisdicción de la Sala Constitucional del Poder 

Judicial de la Ciudad de México, esto con la finalidad de que sea 

dicho ente constitucional quien dirima la legalidad de las normas 

y actos que se impugnan y la supuesta intromisión de las 

facultades del Instituto accionante. 

De manera que, este Tribunal Electoral debe inhibirse de conocer 

el asunto y remitirlo en su momento a la Sala Constitucional, al 

haber asumido indebidamente jurisdicción para conocer de un 

asunto completamente ajeno a la materia electoral. 

b) Secretaría de Finanzas. 

Por otra parte, la Secretaría de Finanzas al rendir su informe 

circunstanciado aduce que la vía intentada por el Instituto 

Electoral es improcedente, ya que el acto que reclama tiene una 
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naturaleza meramente presupuestal y no transgrede cuestiones 

electorales o políticas. 

Precisa que la competencia otorgada a este órgano jurisdiccional 

por la Constitución Local, el Código Electoral y la Ley Procesal 

fue únicamente para conocer sobre los medios de impugnación 

en materia electoral, pero no se advierte que pueda conocer de 

cuestiones ajenas, como en el caso acontece, con un asunto que 

considera es de naturaleza presupuestal, máxime que el 

presupuesto impugnado es un acto administrativo emitido por un 

órgano legislativo. 

Así, considera la Secretaría de Finanzas que la vía en la que se 

resuelve el presente medio de impugnación no es la idónea para 

controvertir el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, 

pues no se afectan de alguna forma cuestiones electorales y 

muchos menos la autonomía del sistema electoral mexicano 

respecto de los órganos autónomos y, en consecuencia, tampoco 

se transgreden los principios rectores de la función electoral. 

c) Congreso Local. 

El Congreso Local argumenta que este órgano jurisdiccional 

carece de competencia para resolver el presente juicio, ya que la 

naturaleza de la materia planteada por el Instituto Electoral no es 

de naturaleza electoral sino presupuestal y ello implica todo el 

desarrollo de la función pública de la Ciudad de México, que 

escapa al alcance de las resoluciones de este Tribunal Electoral. 

Asimismo, sostiene que, en el caso, este órgano jurisdiccional 

sólo tiene competencia para analizar disposiciones electorales y, 
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en su caso, inaplicarlas pero para conocer de actos y 

disposiciones ajenos a la materia electoral, como en el caso lo es 

el decreto de Presupuesto de Egresos que se constituye como un 

acto en materia económica y presupuestaria. 

Finalmente, sostiene que al tratarse de un asunto presupuestario 

que a consideración de la parte actora se traduce en una violación 

a su régimen jurídico, y una invasión de su competencia y 

autonomía, el único órgano encargado para dirimir conflictos de 

esa naturaleza es la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 

Ciudad de México. 

Caso concreto. 

Las autoridades responsables son coincidentes en argumentar 

que este Tribunal Electoral no tiene competencia para conocer 

del presente medio de impugnación ya que los actos que se 

controvierten no pertenecen a la materia electoral, sino que se 

tratan de actos formal y materialmente presupuestarios, cuya 

jurisdicción no se encuentra atribuida a este órgano jurisdiccional, 

sino a la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de 

México. 

En el caso, la causal de improcedencia formulada por la 

Secretaría de Finanzas resulta inatendible, pues este órgano 

jurisdiccional ya se pronunció sobre dicho tópico, al resolver el 

Incidente de Incompetencia planteado por dicha autoridad 

responsable, de ahí que, al resultar vinculante dicha resolución 

incidental para la referida autoridad responsable, no es viable que 

este Tribunal Electoral se vuelva a pronunciar al respecto. 
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No obstante, dado que en el referido incidente de incompetencia, 

la Jefa de Gobierno y el Congreso Local no fueron parte al haber 

sido planteado únicamente por la Secretaría de Finanzas, este 

Tribunal Electoral estima necesario pronunciarse respecto a la 

causal de improcedencia planteada por dichas autoridades 

responsables, en los siguientes términos. 

La competencia es un presupuesto fundamental y de validez para 

que se pueda constituir y desarrollar el proceso, su estudio es 

preferente y de orden público, debe hacer de oficio y cuando se 

alegue a petición de parte, a fin de dictar la resolución que 

corresponda. 

La competencia se entiende como la satisfacción de 

determinados requisitos de admisibilidad y condiciones previas 

para que se pueda constituir y desarrollar válidamente una 

relación jurídico procesal; por tanto, un órgano que es 

incompetente no puede realizar pronunciamiento alguno sobre 

aspectos de fondo propuestos por la persona accionante, por lo 

que su estudio es de carácter preferencial sobre cualquier otra 

cuestión. 

De esta manera, cuando se controvierta la competencia de un 

órgano jurisdiccional para conocer de determinados asuntos, 

debe existir un pronunciamiento cierto y directo sobre las 

alegaciones, a efecto de que no quede lugar a dudas el por qué 

ese órgano jurisdiccional se considera competente o determina 

que corresponde a una autoridad diversa el conocimiento del 

fondo de la litis. 
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En el caso que nos atañe, este Tribunal Electoral considera que 

la causal de improcedencia formulada por la Jefa de Gobierno y 

por el Congreso Local, es infundada, ya que este órgano 

jurisdiccional sí cuenta con competencia material para conocer 

y resolver la cuestión de fondo planteada por la parte actora, 

relativa a la presunta modificación, reducción y aprobación de su 

presupuesto de egresos para su ejercicio fiscal 2022, y las 

consecuencias jurídicas derivadas de ello, así como, la violación 

a las leyes del procedimiento regulador del Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México para el ejercicio fiscal 2022. 

Lo anterior, pues tanto la Suprema Corte, como la Sala Superior 

han sentado un sistema de precedentes judiciales en los que se 

ha definido que, cuando una controversia concreta versa sobre 

aspectos presupuestarios de los Organismos Públicos Locales 

Electorales27, su impugnación corresponderá a la jurisdicción 

especializada en materia electoral, pues en el caso se 

encuentra en litigio la posible vulneración a los principios de 

autonomía e independencia que rigen las funciones de este tipo 

de organismos especializados y por ende puede ponerse en 

riesgo su operatividad y funcionamiento. 

En efecto, la Suprema Corte al resolver la Controversia 

Constitucional 97/2008, determinó que un conflicto que versa 

sobre aspectos presupuestarios, de gasto público o de ingresos 

del Estado relacionado con los OPLES, si bien en principio podría 

encuadrarse en la jurisdicción administrativa, lo cierto es que no 

puede desvincularse de la materia electoral, en tanto que se 

 
27 En adelante OPLES. 



 
 

 
TECDMX-JEL-387/2021 

 

21 

trata del Presupuesto asignado a un instituto electoral para 

la organización de los procesos electorales locales, el 

cumplimiento de sus propias funciones y, por ende, el 

financiamiento a los partidos políticos. 

Por lo que, si bien el presupuesto asignado a un órgano del 

Estado constituye un acto materialmente administrativo, resulta 

innegable también que cuando se trate de aspectos 

relacionados estrechamente con los procesos electorales, 

su impugnación corresponderá a la jurisdicción 

especializada en materia electoral. 

Por su parte, la Sala Superior se ha pronunciado en los juicios 

electorales federales SUP-JE-002/2019, SUP-JE-025/2021 y 

SUP-JE-64/2021, así como en los medios de impugnación 

federales SUP-JE-6/2018, SUP-JE-66/2018, SUP-JE-097/2020 y 

SUP-JE-001/2021 acumulados, SUP-JE-2/2019, SUP-JE-

10/2019, SUP-JE-47/2020, SUP-JE-124/2020, entre otros, en el 

sentido de que el conocimiento y resolución de los asuntos 

vinculados con los presupuestos de egresos de los OPLES 

corresponde a la jurisdicción especializada en materia 

electoral. 

Lo anterior, cuando la materia de análisis (el presupuesto de 

egresos de los OPLES) este directamente relacionada con la 

observancia de las garantías de autonomía e independencia que 

la Constitución Federal reconoce a las autoridades 

administrativas electorales de las entidades federativas. 

De ahí que, cuando la controversia implique aspectos vinculados 

con el funcionamiento y operatividad de un organismo público 
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local electoral y, por tanto, la posible vulneración a los principios 

constitucionales que deben observar todas las autoridades en 

relación con su función, sean los tribunales electorales locales los 

encargados de dirimir las controversias28. 

Ahora bien, dado que en el caso concreto la parte actora se 

encuentra combatiendo la presunta modificación, reducción y 

aprobación de su presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 

2022, aduciendo para ello como agravios que con dichos actos 

se violentó la autonomía presupuestaria, técnica y de gestión de 

la que constitucional y legalmente goza la parte actora, se 

acredita la competencia material de este Tribunal Electoral para 

conocer del presente juicio electoral. 

Ello es así, ya que la litis del fondo coincide, en identidad de 

circunstancias, con la que fue materia de impugnación por los 

OPLES de diversas entidades federativas que acudieron ante la 

Sala Superior a controvertir cuestiones derivadas de los 

Presupuestos de Egresos locales, y en las que el máximo tribunal 

en la materia otorgó competencia a los Tribunales Electorales 

locales para conocer de dichos asuntos. 

Sin que pase desapercibido para este Tribunal Electoral que, 

como lo señalan la Jefa de Gobierno y el Congreso Local. los 

artículos 38, párrafo 1, de la Constitución Local y 165 del Código 

Electoral, establezcan que este Tribunal Electoral: 

• Es el órgano jurisdiccional especializado en materia 

electoral y procesos de participación democráticos, que 

 
28 Lo que sostuvo también en los expedientes SUP-JE-41/2021; SUP-JE-14/2021; SUP-JE-
97/2020 y su acumulado. 
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tiene a su cargo garantizar que todos los actos y 

resoluciones electorales locales y de los procedimientos de 

participación ciudadana en la Ciudad de México, así como 

los procesos democráticos, que sean de su competencia, 

se sujeten al principio de constitucionalidad, 

convencionalidad y legalidad. 

• Goza de autonomía técnica y de gestión en su 

funcionamiento e independencia en sus decisiones, 

debiendo cumplir sus funciones bajo los principios de 

certeza, imparcialidad, objetividad, legalidad y probidad. 

• Es competente para conocer y resolver de forma definitiva: 

I. De los medios de impugnación en materia electoral y de 

participación ciudadana sometida a su competencia, 

relacionada con probables irregularidades en el desarrollo 

de estos procesos; II. De las violaciones a los derechos 

político-electorales de las personas; III. De los conflictos 

entre órganos de representación ciudadana o sus 

integrantes; IV. De los conflictos laborales entre el Tribunal 

Electoral y sus personas servidoras, o el Instituto Electoral 

y sus personas servidoras públicas; y, V. Verificar que los 

actos y resoluciones de las autoridades electorales y de 

participación ciudadana se ajusten a la Constitución Local, 

el Código Electoral y la Ley Procesal. 

Sumado a que, los numerales 102 y 103 de la Ley Procesal 

establecen que el juicio electoral tiene por objeto garantizar la 

constitucionalidad, convencionalidad y legalidad de todos los 
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actos y resoluciones que dicten las autoridades electorales 

locales. 

Pues si bien en dichos numerales no se contempla la 

competencia legal para conocer de asuntos vinculados con los 

presupuestos de egresos de las autoridades electorales locales, 

lo cierto es que, como ha sido interpretado tanto por la Suprema 

Corte como por la Sala Superior en los precedentes citados, la 

competencia material y especializada de los tribunales 

electorales locales deriva del artículo 116 fracción IV, inciso c) de 

la Constitución Federal, al estar en juego la posible vulneración a 

las garantías de autonomía e independencia que la Norma 

Suprema le reconoce a las autoridades electorales de las 

entidades federativas, y por ende, no sea posible escindir los 

aspectos presupuestarios de los OPLES de la materia electoral, 

al impactar éstos en el correcto funcionamiento de dichos 

organismos especializados del Estado. 

Finalmente, resultan infundadas las alegaciones de 

improcedencia del medio de impugnación planteadas por las 

autoridades responsables, dado que, a consideración de este 

Tribunal Electoral, no se actualiza la competencia de la Sala 

Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México para 

conocer y resolver del presente asunto. 

Lo anterior, ya que la litis del presente asunto no versa sobre la 

posible invasión de competencias entre el Instituto Electoral y las 

autoridades responsables, sino sobre el presunto incumplimiento 

de las normas en materia presupuestal que pudieran impactar en 

el normal desarrollo, funcionamiento y operatividad de un órgano 
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electoral local, como lo es el Instituto Electoral y, por ende, se 

podría actualizar una posible vulneración a los principios de 

autonomía e independencia reconocidos constitucionalmente. 

En efecto, de la lectura a los artículos 2º fracción I, 10 y 11 de la 

Ley Orgánica de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 

Ciudad de México, se aprecia que la referida Sala Constitucional 

conocerá de las controversias constitucionales que se presenten 

entre un organismo constitucional autónomo de la ciudad y el 

Poder Ejecutivo o Legislativo de la Ciudad, cuando tengan por 

objeto resolver si una disposición local de carácter general, un 

acto o actos impugnados son conformes o contrarios a la 

Constitución Local o si existe invasión de competencias. 

En el caso, como ha sido señalado, la litis del presente asunto no 

versa sobre el control de la regularidad constitucional de un acto 

emitido por los órganos ejecutivo y legislativo locales a la luz de 

las disposiciones de la Constitución Local, sino sobre el 

control de la regularidad constitucional de dichos actos a la luz 

del artículo 116 fracción IV inciso c) de la Constitución 

Federal que, acorde al sistema especial de competencias 

deducido desde la Norma Suprema, corresponde a los órganos 

jurisdiccionales especializados en materia electoral. 

Cabe resultar que tampoco se está ante un tema vinculado con 

la posible invasión de competencias de las autoridades 

responsables frente al Instituto Electoral pues en su demanda la 

parte actora no señala que se haya invadido su esfera de 

competencias por parte de la Jefatura de Gobierno o del 

Congreso Local, de ahí que en ninguno de los dos casos se 
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actualice la competencia de la Sala Constitucional del Poder 

Judicial de la Ciudad de México para conocer de la presente 

controversia. 

Máxime si se toma en consideración que, conforme a lo 

establecido en el artículo 31 fracción II de la Ley de la Sala 

Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, los 

medios de impugnación que son competencia de la referida Sala 

Constitucional son improcedentes cuando se enderezan en 

contra de actos vinculados con la materia electoral. 

De ahí que, aun en el supuesto de que se estimará que la referida 

Sala Constitucional tuviera competencia para conocer del 

presente asunto, éste eventualmente sería desechado de plano 

por improcedente al versar la litis del presente asunto sobre 

un tema de derecho electoral vinculado con la protección de los 

principios de autonomía e independencia de los OPLES, 

deducido desde la Constitución Federal. 

Pensar lo contrario implicaría que este asunto no sea susceptible 

de ser resuelto por alguna autoridad jurisdiccional, generando 

con ello una afectación en el derecho de acceso a la tutela judicial 

efectiva prevista en el artículo 17 constitucional. 

II. Legitimación y personería. 

Sostiene la Secretaría de Finanzas que la parte actora carece de 

legitimación y personería para demandar a las autoridades 

responsables ya que: 

a) La Jefa de Gobierno no tiene la calidad de autoridad electoral 

conforme lo señalado en el artículo 47 de la Ley Procesal. 
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b) La parte actora no se encuentra dentro del catálogo de 

personas autorizadas por el artículo 46 de la Ley Procesal para 

promover un medio de impugnación ante este Tribunal Electoral, 

y  

c) El Encargado de Despacho de la Secretaría Ejecutiva del 

Instituto Electoral no acredita su legitimación y personería para 

deducir acciones en contra de los poderes Ejecutivo y Legislativo 

de esta Ciudad, pues no basta un acuerdo de nombramiento para 

ello, de ahí que debió contar con la autorización y orden del 

Consejo General del Instituto Electoral. 

La causal en estudio es infundada, ya que la Secretaría de 

Finanzas parte de la premisa errónea de que el Instituto Electoral 

carece de legitimación y personería, al estimar que la Jefatura de 

Gobierno no es una autoridad electoral a la luz de lo dispuesto en 

la Ley Procesal. 

Lo infundado de la causal radica en el hecho de que el catálogo 

de autoridades que pueden ser sujetas de la jurisdicción 

especializada en materia electoral local contenido en el artículo 

47 fracción I de la Ley Procesal no es cerrado sino abierto, dada 

la multiplicidad de autoridades que despliegan actos de autoridad 

y que puedan atentar contra los derechos político-electorales de 

la ciudadanía, o como en el caso que nos ocupa, en contra de las 

garantías institucionales de autonomía e independencia de que 

goza el Instituto Electoral a nivel constitucional. 

De ahí que, si bien no se encuentra señalada expresamente en 

la normatividad adjetiva a la Jefatura de Gobierno, a la Secretaría 
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de Finanzas o al Congreso Local como autoridades 

responsables, ello no puede estimarse como un obstáculo para 

no considerarlos como tales, ya que la calidad de autoridades 

responsables nace de la imputación de los actos combatidos, y 

de que éstos hayan sido suscritos y emitidos por las autoridades 

que son demandadas. 

Por otro lado, contrario a lo sostenido por la Secretaría de 

Finanzas, la legitimación de la parte actora para interponer el 

presente medio de impugnación no nace del hecho de que se 

encuentre o no dentro del catálogo de personas autorizadas para 

promover un medio de impugnación conforme a lo establecido en 

el artículo 46 de la Ley Procesal, sino que dicho derecho de 

acción deriva directamente del artículo 116 fracción IV, inciso c) 

de la Constitución Federal, que contempla como garantías 

institucionales la autonomía e independencia del Instituto 

Electoral. 

Es decir, la legitimación no deriva de una norma legal sino de una 

norma constitucional de rango superior, relacionada con la 

defensa de los principios constitucionales de la función electoral 

que tiene encomendada la parte actora, la cual considera 

afectada porque se aprobó una cantidad menor de recursos 

públicos a la que solicitó para el ejercicio fiscal dos mil veintidós; 

de ahí que la causal en análisis se desestime. 

Finalmente, es igualmente infundado el argumento de la 

Secretaría de Finanzas respecto a que la persona que promueve 

en representación de la parte actora carece de legitimación y 

personería para deducir acciones en contra de los poderes 
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Ejecutivo y Legislativo de esta Ciudad por no contar con 

autorización del Consejo General del Instituto Electoral para tal 

efecto. 

Lo anterior, ya que de conformidad con el artículo 86 fracción I 

del Código Electoral la facultad de representar legalmente al 

Instituto Electoral y otorgar poderes a nombre de éste para ser 

representado ante cualquier autoridad administrativa o judicial, o 

ante particulares en ejercicio de sus atribuciones, le corresponde 

a la Secretaría Ejecutiva. 

En consecuencia, si en el caso la demanda de la parte actora fue 

interpuesta por el Encargado de Despacho de la Secretaría 

Ejecutiva, resulta inconcuso que ésta fue firmada por la persona 

que conforme a la normativa electoral cuenta con todas las 

facultades legales de representación de los intereses del Instituto 

Electoral. 

Sin que pase inadvertido el argumento de la responsable en el 

sentido de que se requería autorización del Consejo General del 

Instituto Electoral para interponer la demanda en comento, ya que 

acorde a lo señalado en la última parte del artículo 86 fracción I 

del Código Electoral, únicamente tratándose de actos de dominio 

sobre inmuebles destinados al Instituto Electoral o para otorgar 

poderes para los mismos efectos, se requerirá autorización del 

Consejo General. 

Sin embargo, la representación en juicio de los intereses de la 

parte actora no encuadra en el caso de excepción previsto en la 

norma en comento pues no estamos frente a un acción en la que 

se deducen actos de dominio sobre inmuebles, de ahí que en el 
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presente caso no se requiera autorización del órgano máximo de 

dirección del Instituto Electoral para promover la demanda, pues 

acorde con lo establecido en el Código Electoral basta que quien 

signe la demanda cuente con las facultades legales para 

representar a la parte actora en juicio. 

III. Extemporaneidad. 

Señala la Secretaría de Finanzas en su informe circunstanciado 

que en el caso se actualiza la causal de improcedencia prevista 

en el artículo 49 fracciones III y IV de la Ley Procesal, en virtud 

de que la demanda fue presentada fuera del plazo de cuatro días 

establecido en la Ley, tomando en consideración que la parte 

actora tuvo conocimiento del acto que se le atribuye desde el 

catorce de diciembre de dos mil veintiuno, mediante la sesión 

ordinaria pública sobre la discusión del Paquete Económico 2022, 

misma que tuvo verificativo en el Portal Digital del Canal del 

Congreso Local. 

Por lo que, si la aprobación del paquete económico se llevó a 

cabo desde la fecha referida, la parte actora tuvo conocimiento 

de la modificación y/o reducción de su presupuesto desde ese 

momento, ya que dichas sesiones son públicas y abiertas a todos 

los espectadores del Canal del Congreso Local. 

Asimismo señala que, desde la emisión del oficio SAF/408/2021 

de diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, recibido por el 

Instituto Electoral el veinticinco de octubre de la misma anualidad, 

la Secretaría de Finanzas le informó a la parte actora que, 

conforme a lo establecido en el artículo 7º fracción I de la Ley de 
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Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y 

Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México29, para el ejercicio 

fiscal 2022 únicamente contaban con una asignación de recursos 

por la cantidad de $1,201,084,647.00 (un mil doscientos un 

millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 

00/100 M.N.). 

Por ende, si desde el veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, 

la parte actora tuvo conocimiento pleno de la asignación de 

recursos con la que contaba para la realización de su 

presupuesto, y consideraba que dicha asignación le causaba 

perjuicio debió impugnarlo desde ese momento, de ahí que 

considere la Secretaría de Finanzas que la demanda es 

extemporánea. 

Caso concreto. 

La causal de improcedencia invocada por la Secretaría de 

Finanzas es infundada, ya que, a diferencia de lo señalado en 

su informe circunstanciado, el acto reclamado en forma 

destacada por la parte actora es el Decreto por el que se expide 

el Presupuesto de Egresos 2022, en la parte correspondiente a 

la partida que le fue asignada al Instituto Electoral, no así el oficio 

SAF/408/2021 de diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, de 

ahí que el cómputo del plazo para la interposición del medio de 

impugnación no puede correr a partir de la notificación del referido 

oficio, pues éste no forma parte de los actos impugnados. 

 
29 En adelante Ley de Austeridad. 
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Aunado a ello, el oficio SAF/408/2021 y la sesión ordinaria pública 

sobre la discusión del Paquete Económico 2022 donde 

compareció la Consejera Presidenta del Instituto Electoral ante el 

Congreso Local forman parte del proceso legislativo de 

aprobación del presupuesto impugnado dada su naturaleza de 

acto legislativo, respecto del cual no resulta factible su 

impugnación por cada una de dichas etapas, al tratarse de un 

acto complejo que sólo adquiere definitividad en el momento de 

aprobación y publicación del presupuesto de egresos por el 

Congreso Local. 

Sobre el tema, la Suprema Corte ha establecido30 que el 

Presupuesto de Egresos constituye un acto legislativo que prevé 

y autoriza las erogaciones necesarias para la realización de las 

actividades, obras y servicios públicos durante un periodo de 

tiempo determinado. 

Es decir, es un acto legislativo que tiene la calidad de norma 

general, en virtud de que sus artículos tienen las características 

de generalidad, abstracción e impersonalidad, lo que se explica 

en principio, porque existe una interdependencia entre la 

recaudación, esto es, la Ley de Ingresos respectiva y la aplicación 

de éstos, la cual se lleva a cabo conforme a las hipótesis que se 

contienen el propio Presupuesto de Egresos, entre otros, las 

distintas definiciones que se plasman para su instrumentación; 

los alcances fijados respecto de cada uno de sus rubros de cuya 

redacción evidencia que se está ante supuestos que explican la 

 
30 Al resolver, entre otras, las Acciones de Inconstitucionalidad 12/2018, 31/2019 y 
11/2021. 
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forma en la que deben actuar las autoridades a quienes 

corresponde ejecutar el gasto. 

Asimismo, el Alto Tribunal del país ha determinado31 que los 

actos del procedimiento legislativo constituyen una unidad 

indisoluble, de tal suerte que no es posible jurídicamente 

impugnar cada acto del procedimiento legislativo en forma 

individual, sino que su impugnación sólo puede realizarse a 

partir de que es publicada la norma producto del 

procedimiento relativo, porque es desde ese momento 

cuando todos los actos del procedimiento legislativo que 

dieron lugar a ella adquieren definitividad. 

Lo que encuentra también sustento en la Tesis P./J. 129/2001, 

de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS VICIOS 

DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO SOLO PUEDEN 

IMPUGNARSE A PARTIR DE QUE ES PUBLICADA LA 

NORMA GENERAL.”32 

Criterio que resulta aplicable al procedimiento legislativo de 

aprobación del Presupuesto de Egresos, en cuanto que éste 

constituye un acto formal y materialmente legislativo por 

encontrarse sujeto al procedimiento establecido para la creación 

de las normas generales. 

En el caso que nos atañe, se llevaron a cabo las siguientes 

etapas del procedimiento legislativo de aprobación del Decreto 

por el que se expide el Presupuesto de Egresos 2022: 

 
31 Al resolver la Controversia Constitucional 15/2021, párrafo 32, página 12. 
32 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre 
de 2001, página 804. 
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1.  Mediante oficio SAF/408/2021 de diecinueve de octubre de 

dos mil veintiuno, la Secretaría de Finanzas requirió al 

Instituto Electoral la remisión de su proyecto de 

presupuesto, a fin de que dicha autoridad responsable 

pudiera consolidarlo y formular el Proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México, debiendo observar 

para ello las previsiones de ingresos que mediante 

dicho oficio se le comunicaron. 

En dicho oficio, la Secretaría de Finanzas le indicó a la parte 

actora que, como previsión de sus ingresos para el 

ejercicio fiscal dos mil veintidós, contaba con un monto 

total de $1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un millones, 

ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 

00/100 M.N.). 

Asimismo, le indicó que el Proyecto de Presupuesto del 

Instituto Electoral deberá atender las obligaciones 

contenidas en la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios, así como, lo 

establecido en el artículo 61 fracción II de la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental, en lo relativo a la “Norma 

para Armonizar la presentación de la Información Adicional 

del Proyecto de Presupuesto de Egresos”. 

Finalmente, la Secretaría de Finanzas le indicó al Instituto 

Electoral que la determinación de los montos definitivos que 

se presenten al Congreso Local a través del proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el 

ejercicio fiscal dos mil veintidós, mantendrá en todo 
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momento imparcialidad, sin la gestión de ninguna persona 

o instancia externa a la Secretaría de Finanzas y en apego 

a los criterios de legalidad, honestidad, austeridad y 

racionalidad. 

2. Mediante oficios IECM/PCG/092/2021 y 

IECM/PCG/093/2021, ambos de veintinueve de octubre de 

dos mil veintiuno, la Consejera Presidenta del Instituto 

Electoral presentó ante la Jefa de Gobierno y la Secretaría 

de Finanzas el proyecto de presupuesto de egresos de la 

parte actora correspondiente al ejercicio fiscal dos mil 

veintidós por la cantidad de $1,955,020,834.00 (un mil 

novecientos cincuenta y cinco millones, veinte mil 

ochocientos treinta y cuatro pesos 00/100 M.N.),a fin de que 

fuera integrado al Proyecto de Presupuesto de Egresos de 

la Ciudad de México. 

3. Mediante oficio SG/204/2021 de veinticinco de noviembre 

de dos mil veintiuno, el Secretario de Gobierno de la Ciudad 

de México presentó ante el Congreso Local el Proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el 

Ejercicio Fiscal dos mil veintidós, al cual se agregó el 

anteproyecto de presupuesto formulado por la parte actora, 

y en el punto III.2. Asignaciones Presupuestales de los 

Órganos Autónomos de ese proyecto33 se hizo una 

 
33 Así como, en su Exposición de Motivos, en el Tomo II, “Banco de Información”, Apartado 
“A” denominado “Análisis Programático/Clasificación Funcional”, Apartado “B” denominado 
“Clasificación Administrativa”; en el Anexo III “Formatos en cumplimiento a la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental”, Apartado “B” denominado “Clasificación Administrativa” y 
Apartado “D” denominado “Clasificación Funcional del Gasto”, todos emitidos por la 
Secretaría de Finanzas, visibles en https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-
contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022. 

https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022
https://www.finanzas.cdmx.gob.mx/servicios-al-contribuyente/presupuesto-de-egresos-2022
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asignación presupuestal para el Instituto Electoral por la 

cantidad de $1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un 

millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete 

pesos 00/100 M.N.). 

4. En atención a los oficios CCDMX/IIIL/CPyCP/01/2021 y 

CCDMX/IIIL/CPyCP/03/2021, el uno de diciembre de dos 

mil veintiuno, se llevó a cabo una mesa de trabajo con la 

Consejera Presidenta del Instituto Electoral, en la cual se 

expusieron las razones que justifican el proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la parte actora para el ejercicio 

fiscal dos mil veintidós. 

5. El catorce de diciembre de dos mil veintiuno, la Comisión 

de Presupuesto y Cuenta Pública del Congreso Local 

aprobó el Dictamen en sentido positivo con modificaciones 

relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se 

expide el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

para el Ejercicio Fiscal dos mil veintidós, presentada por la 

Jefa de Gobierno el treinta de noviembre de dos mil 

veintiuno, en el que se redujo la cantidad de 

$753,936,187.00 (Setecientos cincuenta y tres millones 

novecientos treinta y seis mil ciento ochenta y siete pesos 

00/100 M.N.), al presupuesto de egresos solicitado por el 

Instituto Electoral, razón por la cual el presupuesto de 

egresos de la parte actora para el ejercicio fiscal indicado 

quedó en definitiva en la cantidad de $1,201,084,647.00 

(Un mil doscientos un millones, ochenta y cuatro mil 

seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.). 
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6. El Presupuesto de Egresos 2022 (en el cual está incluido el 

asignado al Instituto Electoral) se publicó en la Gaceta 

Oficial de la Ciudad de México el veintisiete de diciembre 

de dos mil veintiuno.  

La anterior relación de las etapas del procedimiento legislativo de 

aprobación del Presupuesto de Egresos 2022 pone de relieve que 

éste se inició, según lo precisado en el punto 1, con la solicitud 

que envío la Secretaría de Finanzas al Instituto Electoral para que 

le remitiera su proyecto de presupuesto de egresos en términos 

de lo señalado en el oficio SAF/408/2021, lo cual provocó que se 

desarrollaran las subsecuentes etapas de ese procedimiento 

(señaladas en los puntos 2 a 6) que culminaron con la aprobación 

del Presupuesto de Egresos 2022, en el cual quedó incluida la 

asignación presupuestal que le fue otorgada a la parte actora por 

el Congreso Local. 

En ese orden de ideas, se considera que los actos impugnados 

en general señalados en la demanda de la parte actora como: 

a) Modificación, reducción y aprobación del Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022 y 

sus consecuencias jurídicas; 

b) La violación a las leyes del procedimiento de donde deriva 

el Presupuesto de Egresos 2022. 

Y los señalados en particular, consistentes en: 

a) La ilegal elaboración del dictamen que se remitió a la 

Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública del Congreso 
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Local, en el cual se redujo el Presupuesto de Egresos del 

Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022, imputados a la 

Secretaría de Finanzas. 

b) La presentación al Congreso Local del “Paquete 

Financiero 2022”, en el que se incluye como propuesta de 

Presupuesto de Egresos de la parte actora para el año fiscal 

2022 un monto menor al aprobado por el Consejo General 

del Instituto Electoral, imputado a la Jefatura de Gobierno. 

c) El Decreto por el que se expide el Presupuesto de Egresos 

2022, en el cual dicha legislatura asignó un presupuesto 

menor al aprobado por el Consejo General del Instituto 

Electoral para el ejercicio fiscal 2022, adjudicado al 

Congreso Local. 

Ocurrieron dentro del procedimiento legislativo de donde derivó 

la aprobación del Decreto de Presupuesto de Egresos 2022, 

razón por la cual se estima que dichos actos en lo individual 

forman parte de dicho procedimiento y, por ende, constituyen 

una unidad indisoluble con el presupuesto emanado del 

mismo, de tal manera que no es posible jurídicamente impugnar 

por separado cada parte de dicho procedimiento (en el caso el 

oficio SAF/408/2021 y la sesión ordinaria pública sobre la 

discusión del Paquete Económico 2022 donde compareció la 

Consejera Presidenta del Instituto Electoral ante el Congreso 

Local). 

Pues no debe perderse de vista que la impugnación de los actos 

integrantes del procedimiento de mérito, únicamente puede 
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realizarse a partir de que se publica el respectivo Presupuesto de 

Egresos aprobado por el Congreso Local en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México, al ser dicho acto el que da definitividad al 

procedimiento respectivo. 

En consecuencia, contrario a lo sostenido por la Secretaría de 

Finanzas, no resulta procedente computar el plazo para la 

interposición de la demanda de la parte actora desde la 

notificación del oficio SAF/408/2021 o desde la fecha en que se 

llevó a cabo la comparecencia de la Consejera Presidenta del 

Instituto Electoral ante el Congreso Local para discutir su 

presupuesto de egresos, pues se insiste, es a partir de la 

publicación del decreto de Presupuesto de Egresos 2022 que los 

actos derivados del procedimiento legislativo adquieren 

definitividad para efectos de sui impugnación. 

Máxime si se toma en consideración que, como se ha adelantado, 

ni el oficio SAF/408/2021 ni la comparecencia de la Consejera 

Presidenta del Instituto Electoral ante el Congreso Local forman 

parte de los actos impugnados en el presente juicio, de ahí que 

el cómputo del plazo no pueda tomarse a partir de su notificación 

o de cuando la parte actora tuvo conocimiento de ellos. 

Sentado lo anterior, lo procedente ahora es verificar si el medio 

de impugnación interpuesto por la parte actora en contra del acto 

impugnado es oportuno, acorde a las siguientes consideraciones. 

El artículo 42 de la Ley Procesal dispone que todos los medios 

de impugnación deberán interponerse dentro del plazo de 

cuatro días, contados a partir del día siguiente a aquel en que la 
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parte promovente haya tenido conocimiento del acto o resolución 

impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con lo 

dispuesto en la normatividad aplicable. 

Por su parte, el artículo 41 de la Ley Procesal señala que durante 

los procesos electorales todos los días y horas son hábiles, por 

lo que los términos procesales para la interposición de los medios 

de impugnación se computarán de momento a momento y, si 

éstos están señalados en días, se considerarán de veinticuatro 

horas. 

Como caso de excepción, la norma adjetiva señala que durante 

el tiempo que transcurra entre los procesos el cómputo de los 

términos se hará contando solamente los días hábiles 

debiendo entenderse por tales todos los días a excepción de 

los sábados, domingos y los inhábiles que determinen las 

leyes. 

Finalmente, el artículo 67 de la Ley Procesal establece que las 

notificaciones por medio de la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México surtirán sus efectos al día siguiente de su publicación. 

Así, de la interpretación armónica de dichos artículos se concluye 

que, en el caso concreto, el plazo al que debe sujetarse la 

oportunidad en la presentación de la demanda es de cuatro días 

hábiles, pues el Presupuesto de Egresos 2022 impugnado no 

encuentra vinculación con los actos derivados de algún proceso 

electoral local en curso, actualizándose en consecuencia la 

excepción a la regla general prevista en el artículo 41 de la Ley 

Procesal. 
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Ahora bien, en su demanda la parte actora señala que tuvo 

conocimiento del Presupuesto de Egresos 2022 impugnado el 

veintisiete de diciembre de dos mil veintiuno, fecha que coincide 

la publicación del referido decreto en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México,34 de ahí que no exista controversia alguna 

respecto de la fecha en que fue publicado el acto impugnado. 

Sentado lo anterior, y tomando en consideración que el 

Presupuesto de Egresos 2022 se publicó en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México el veintisiete de diciembre de dos mil 

veintiuno, y conforme a lo previsto en el artículo 67 último párrafo 

de la Ley Procesal la notificación de este tipo de actos surte sus 

efectos al día hábil siguiente de su publicación, es decir, el 

veintiocho de diciembre del mismo año; y el plazo para combatir 

el acto impugnado es de cuatro días hábiles, el mismo 

transcurrió del veintinueve de diciembre de dos mil veintiuno, 

al tres de enero. 

De esta forma, si la demanda de la parte actora se presentó ante 

este Tribunal Electoral el treinta de diciembre de dos mil 

veintiuno, como se advierte del sello de recepción 

correspondiente, resulta evidente que su interposición fue 

oportuna, tal como se evidencia en el siguiente cuadro: 

Fecha de 
publicación del 
acto impugnado 

Surtimiento de efectos 

(Art. 67 de la Ley 
Procesal) 

Plazo para impugnar 

(Art. 41 y 42 de la Ley 
Procesal) 

Presentación de la 
demanda 

27 de diciembre de 

2021 

28 de diciembre de 2021 Del 29 de diciembre de 2021 al 

3 de enero de 2022 
30 de diciembre de 2021 

 
34 Lo que constituye un hecho notorio en términos del artículo 52 de la Ley Procesal según 
se advierte del siguiente link https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/index.php/gaceta.  

https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/index.php/gaceta
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Sin que pase desapercibido para este órgano colegiado que la 

demanda de la parte actora haya sido interpuesta directamente 

ante este órgano jurisdiccional y no así ante las autoridades 

responsables como lo señala el artículo 47 fracción I de la Ley 

Procesal, ya que: 

• La demanda presentada por el Instituto Electoral ante el 

Congreso Local fue desechada de plano, derivado de su 

agotamiento por preclusión, conforme a la sentencia 

dictada el veinticuatro de febrero, en el expediente 

TECDMX-JEL-010/2022. 

• La demanda y sus anexos presentados ante la Secretaría 

de Finanzas fue devuelta al Instituto Electoral mediante 

oficio SAF/PF/SACPR/4683/2021 bajo el argumento de que 

dicha Secretaría no puede ser considerada autoridad 

responsable en términos del artículo 47 de la Ley Procesal. 

En consecuencia, dado que dichos aspectos extraordinarios no 

pueden ser imputables a la parte actora para el cumplimiento a lo 

establecido en el artículo 47 fracción I de la Ley Procesal, aunado 

a la conducta procesal de la Secretaría de Finanzas respecto al 

trámite y recepción de la demanda (al devolver a la parte actora 

su demanda sin proveer sobre su recepción tal como lo ordenan 

los artículos 77 y 78 de la Ley Procesal), basta para cumplir con 

el requisito que el medio de impugnación se presente 

directamente ante este Tribunal Electoral, pues es en este órgano 

jurisdiccional en quien recae la competencia final para resolver el 

presente medio de impugnación. 
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Apoya lo anterior la Jurisprudencia 25/2014, sentada por la Sala 

Superior, de rubro: “PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE 

LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. LAS CIRCUNSTANCIAS 

EXTRAORDINARIAS IMPUTABLES A LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE, NO DEBEN GENERAR EL 

DESECHAMIENTO POR EXTEMPORANEIDAD DE LA 

DEMANDA (LEGISLACIÓN DE BAJA CALIFORNIA Y 

SIMILARES)”. 

Del que se desprende, en lo que interesa, que para efectos de 

computar la oportunidad en la presentación de una demanda 

cualquier circunstancia extraordinaria que impida cumplir 

con esos plazos, imputable a la autoridad encargada de 

recibir el medio de impugnación, no genera la 

extemporaneidad en su presentación, siempre que existan 

elementos objetivos que permitan concluir que la parte actora, 

con la oportunidad debida, procuró presentar su escrito inicial en 

el plazo ordinario y, por causas imputables a la autoridad, no se 

le recibió dentro del término legal. 

Y mutatis mutandis la diversa Jurisprudencia 11/2021, también 

de la Sala Superior, de rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. EL 

ESCRITO DE DEMANDA DEBE PRESENTARSE ANTE LA 

AUTORIDAD COMPETENTE PARA RESOLVERLO 

(LEGISLACIÓN ELECTORAL PARA EL ESTADO DE NUEVO 

LEÓN).” 

De la que se advierte que es razonable que los recursos o medios 

de impugnación se presentan ante el órgano encargado de 

resolver la controversia, debido a que la propia ley reconoce que 
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éstos son los encargados de realizar el trámite necesario (integrar 

el expediente y requerir el informe circunstanciado) para su 

posterior substanciación y resolución. 

En tales condiciones, dado que la demanda de la parte actora 

resultó oportuna al haberse presentado dentro del plazo legal 

señalado para ello, y haberse interpuesto directamente ante este 

Tribunal Electoral, se desestima la causal de improcedencia 

invocada por la Secretaría de Finanzas. 

IV. Imposibilidad para ejecutar la sentencia. 

a) Secretaría de Finanzas. 

Indica la Secretaría de Finanzas que en el caso resulta 

improcedente el medio de impugnación intentado por el Instituto 

Electoral, ya que, ante una eventual sentencia que le sea 

favorable no se podría obligar a una asignación de presupuesto 

distinta a la ya aprobada por el Congreso Local, ya que ello 

implicaría una violación directa a lo dispuesto en los artículos 29, 

D, inciso g) en relación con el 1º numeral 3, ambos de la 

Constitución Local, al incurrir en invasión de atribuciones que 

conforme a la norma suprema local corresponde sólo al Congreso 

Local. 

Abunda en lo anterior al indicar que la eventual sentencia que se 

dictará en beneficio del Instituto Electoral no podría obligar a la 

Secretaría de Finanzas a otorgar un presupuesto mayor al ya 

aprobado, pues corresponde únicamente a la legislatura local 

aprobar el presupuesto de la Ciudad de México, y en caso de no 
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ser así se estaría sustituyendo de facto el proceso legislativo que 

implicó la aprobación del presupuesto. 

b) Congreso Local. 

Indica el Congreso Local que resulta improcedente el medio de 

impugnación interpuesto por la parte actora, ya que, ante una 

eventual sentencia que le sea favorable no se podría obligar a 

dicho órgano legislativo a realizar una asignación de presupuesto 

distinta a la ya aprobada, pues ello implicaría una violación directa 

a lo dispuesto en los artículos 29, D, inciso g) en relación con el 

1º numeral 3, ambos de la Constitución Local, al incurrir en 

invasión de atribuciones que conforme a la norma suprema local 

corresponde sólo al Congreso Local. 

Caso concreto. 

Las causales de improcedencia hechas valer por la Secretaría de 

Finanzas y el Congreso Local resultan infundadas pues los 

aspectos vinculados con el cumplimiento de una eventual 

sentencia condenatoria en el presente juicio no pueden ser objeto 

de análisis mediante la figura de la causal de improcedencia, al 

tener vinculación con un aspecto que atañe al fondo del asunto, 

de ahí que deban ser desestimadas. 

Lo anterior es así, ya que ha sido criterio firme de la Suprema 

Corte35 que las causales de improcedencia propuestas en los 

 
35 Contenido en la Tesis P./J. 36/2004, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL 
ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”; en la Tesis P./J. 135/2001, de rubro: 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”; y 
Tesis P./J. 92/99, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER 
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juicios deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende 

que si en un juicio se hace valer una causal que involucra una 

argumentación íntimamente relacionada con el fondo del 

negocio, ésta debe desestimarse y, de no operar otro motivo de 

improcedencia, estudiar los motivos de agravio formulados. 

Aunado a ello, debe recordarse que, conforme a lo señalado en 

el artículo 38 de la Constitución Local y 165 del Código Electoral, 

este Tribunal Electoral es la máxima autoridad jurisdiccional 

electoral en la Ciudad de México, órgano especializado en 

materia electoral y procesos democráticos dotado de plena 

jurisdicción, que tiene a su cargo garantizar que todos los actos 

y resoluciones electorales locales y de los procedimientos de 

participación ciudadana en la Ciudad de México, así como los 

procesos democráticos, que sean de su competencia, se sujeten 

al principio de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad. 

A su vez, el artículo 28 de la Ley Procesal establece que el 

sistema de medios de impugnación regulado en la ley tendrá por 

objeto que los actos y resoluciones electorales locales se sujeten 

a los principios de constitucionalidad, convencionalidad y 

legalidad; así como, el control sobre la regularidad constitucional, 

convencional y legal de los actos, acuerdos o resoluciones de la 

Jefatura de Gobierno, del Congreso Local, de las Alcaldías, del 

Instituto Electoral, de las autoridades tradicionales o de 

cualquier otra autoridad local, para salvaguardar los resultados 

vinculantes de los procesos electorales, electivos y democráticos. 

 
UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, 
DEBERÁ DESESTIMARSE.” 
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De lo anterior, se desprende que la normatividad constitucional y 

legal local prevén que este Tribunal Electoral sea la máxima 

autoridad jurisdiccional electoral en la Ciudad; y que sus 

determinaciones tienen por objeto controlar la constitucionalidad, 

convencionalidad y legalidad de los actos vinculados con la 

materia electoral que sean desplegados por la Jefa de Gobierno, 

el Congreso Local y la Secretaría de Finanzas, al formar parte 

ésta última del cumulo de autoridades que pueden ser sujetas a 

su jurisdicción, de ahí que resulte infundado el argumento de las 

autoridades responsables respecto a la posible invasión de 

competencia del Congreso Local con el dictado de la presente 

sentencia. 

Ello es así, ya que por disposición constitucional y legal el 

ejercicio de las facultades jurisdiccionales y de control 

constitucional, convencional y legal desplegadas por este órgano 

jurisdiccional no puede traducirse en una invasión de las 

competencias del Congreso Local al no tener dicho órgano 

legislativo facultades de control sobre la regularidad de los actos 

en materia electoral. 

Tampoco puede estimarse que con el dictado de una sentencia 

condenatoria se invadiría eventualmente las facultades del 

Congreso Local en materia presupuestal, pues de dictarse 

resolución favorable a los intereses del Instituto Electoral el 

cumplimiento de la sentencia correspondería al Congreso Local 

como órgano encargado de la aprobación del Presupuesto de 

Egresos 2022, a la Jefa de Gobierno así como, a la Secretaría de 

Finanzas como autoridades responsables y coadyuvantes del 

procedimiento legislativo de aprobación, no así a este Tribunal 
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Electoral quien no podría sustituirse a las autoridades 

responsables en el cumplimiento de sus sentencias. 

Lo anterior no implica en forma alguna que las autoridades 

responsables no se encuentren compelidas al cumplimiento de 

las determinaciones, resoluciones y sentencias dictadas por este 

Tribunal Electoral, ya que el artículo 93 de la Ley Procesal 

establece claramente que las resoluciones o sentencias que dicte 

este órgano jurisdiccional deberán ser cabal y puntualmente 

cumplidas por las autoridades responsables, y respetadas por las 

partes. 

Lo anterior, bajo apercibimiento que, de no hacerlo así, sin causa 

justificada, se les impondrán los medios de apremio y 

correcciones disciplinarias más efectivos y, además, la actitud de 

incumplimiento por parte de las autoridades responsables, en su 

caso, puede dar lugar a las sanciones que correspondan 

conforme a las disposiciones aplicables. 

Asimismo, debe recordarse que el artículo 95 de la Ley Procesal 

señala expresamente que todas las autoridades que tengan o 

deban tener intervención en el cumplimiento de las resoluciones 

o sentencias dictadas por este Tribunal Electoral, estarán 

obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los 

actos necesarios para su eficaz cumplimiento y estarán sujetas a 

las mismas responsabilidades y procedimientos previstos en la 

normativa electoral para el caso de las autoridades responsables. 

De ahí que la Jefa de Gobierno, el Congreso Local, la Secretaría 

de Finanzas y cualquier otra autoridad de la Ciudad de México 
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que, en el ámbito de sus competencias tuviera que cumplir con lo 

ordenado en la presente sentencia, se encuentran obligadas y 

vinculadas al cumplimiento de las determinaciones que emita 

este Tribunal Electoral aun en el caso de que no hayan sido 

partes en el juicio. 

Apoya lo anterior la Jurisprudencia 31/2002, sentada por la Sala 

Superior, de rubro: “SALA SUPERIOR. EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS ELECTORALES. LAS AUTORIDADES ESTÁN 

OBLIGADAS A ACATARLAS, INDEPENDIENTEMENTE DE 

QUE NO TENGAN EL CARÁCTER DE RESPONSABLES, 

CUANDO POR SUS FUNCIONES DEBAN DESPLEGAR 

ACTOS PARA SU CUMPLIMIENTO.” 

De lo hasta aquí expuesto, es posible advertir que el tema sobre 

el cumplimiento de las sentencias que dicta este Tribunal 

Electoral es una cuestión que atañe al fondo de la controversia, 

porque depende de que, en su caso, la parte actora obtenga una 

sentencia favorable a sus intereses, cuestión que no puede ser 

analizada por la vía de las causales de improcedencia, acorde al 

criterio establecido por la Suprema Corete. 

Además, debe señalarse, respecto al cumplimiento de las 

sentencias en materia electoral, que la Sala Superior ha sido 

prolija en que su acatamiento es una cuestión de orden público, 

ya que con ello se tutela el derecho de acceso a la justicia, por lo 

que, su cumplimiento no puede quedar al arbitrio o a la libre 

voluntad de las autoridades responsables, pues de permitirse 

esta situación, se haría nugatorio el derecho de las personas 

justiciables a acceder a una justicia completa y expedita, 
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constituyendo letra muerta el sistema de medios de impugnación 

en la materia. 

En tales condiciones, los temas vinculados con el cumplimiento y 

ejecución de la presente sentencia corresponderá única y 

exclusivamente determinarlos a este Tribunal Electoral y a las 

autoridades responsables su irrestricto cumplimiento, bajo pena 

de imponerles todas las medidas de apremio que se prevén en la 

Ley Procesal para lograr la efectividad de las sentencias. 

Lo anterior, conforme a lo señalado en la Jurisprudencia 

19/2004, sentada por la Sala Superior, de rubro: “SENTENCIAS 

DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, SÓLO ÉSTE ESTÁ FACULTADO PARA 

DETERMINAR QUE SON INEJECUTABLES.” 

De las que se desprende, en lo que interesa, que una vez dictada 

una sentencia por parte del Tribunal Electoral sus fallos, conforme 

al principio de cosa juzgada, no puede ser objeto de 

cuestionamiento alguno, pues ello equivaldría a desconocerle las 

calidades que expresamente le confiere la ley fundamental, por 

lo que el actuar de cualquier autoridad distinta del Tribunal 

Electoral o de cualquiera otra persona, encaminado a impedir el 

cumplimiento o a determinar la inejecutabilidad de sus 

resoluciones, infringiría la calidad que desde el texto 

constitucional se le confieren a sus determinaciones. 

V. Aprobación del Presupuesto de Egresos es un acto 

soberano, discrecional y exclusivo del Congreso Local. 

a) Secretaría de Finanzas. 
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Sostiene la Secretaría de Finanzas que el medio de impugnación 

hecho valer por la parte actora es improcedente, ya que la 

aprobación del presupuesto de egresos para la Ciudad de México 

constituye una facultad constitucional, soberana, discrecional y 

exclusiva del Congreso Local respecto del cual resulta 

improcedente cualquier medio de defensa, al tratarse de un acto 

de colaboración y economía de administración general del gasto 

público conforme a lo señalado en la Constitución Local que es 

exclusiva y soberana. 

b) Congreso Local. 

Aduce el Congreso Local que el medio de impugnación es 

improcedente, ya que no se podría obligar al órgano legislativo 

local a realizar la asignación de un presupuesto distinto al 

aprobado, pues ello implicaría una violación a los artículos 122, 

apartado A, fracción V, párrafo tercero de la Constitución Federal, 

y 29 apartado D, inciso f) de la Constitución Local, que facultan al 

Congreso Local a aprobar de manera soberana el presupuesto 

de egresos, en ejercicio de una facultad que le es exclusiva. 

Caso concreto. 

Las causales de improcedencia hechas valer por la Secretaría de 

Finanzas y el Congreso Local resultan infundadas pues a 

diferencia de lo sostenido por dichas autoridades, el 

procedimiento para la aprobación del Presupuesto de Egresos 

2022 y concretamente para la aprobación y asignación del 

presupuesto del Instituto Electoral no constituye una facultad 
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soberana y discrecional del Congreso Local, tal como se 

explica a continuación. 

El artículo 116 fracción IV, inciso c) de la Constitución Federal, 

así como, los diversos 98 y 99 de la Ley General de Instituciones 

y Procedimientos Electorales36, establecen diversos principios 

que deben observar las autoridades electorales y a los cuales 

deberán sujetarse las entidades federativas, como formas para 

garantizar que las autoridades que tengan a su cargo la 

organización de las elecciones y las jurisdiccionales que 

resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía 

en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones; a 

saber, los siguientes: 

a) En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las 

autoridades electorales, serán principios rectores los de 

certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, 

máxima publicidad y objetividad; 

b) El patrimonio de los OPLES se integra con los bienes 

muebles e inmuebles que se destinen al cumplimiento de su 

objeto y las partidas que anualmente se les señalen en el 

presupuesto de egresos de cada entidad federativa, para 

la organización de los procesos electorales locales y 

para el financiamiento de los partidos políticos. 

c) Las y los consejeros electorales integrantes de los OPLES 

tendrán un período de desempeño de siete años y no podrán 

ser reelectos; percibirán una remuneración acorde con 

 
36 En adelante LEGIPE. 
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sus funciones y podrán ser removidos por el Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral37, por las causas 

graves que establezca la ley; 

d) Se establecerá un sistema de medios de impugnación 

para que todos los actos y resoluciones electorales se 

sujeten invariablemente al principio de legalidad. 

Estos principios deben garantizarse por las Constituciones y 

leyes locales para lograr una plena independencia y autonomía 

de las autoridades electorales, sin que el hecho de que no se 

encuentren establecidos en aquéllas signifique que los OPLES 

no cuenta con ellos, ya que son de observancia obligatoria dado 

el carácter supremo de lo establecido en la Constitución Federal. 

Ahora bien, los artículos 46 y 50 de la Constitución Local, así 

como, 30, 31, 32, 33 y 36 del Código Electoral desarrollan los 

principios anotados, al indicar que: 

a) El Instituto Electoral es un órgano autónomo de carácter 

especializado e imparcial, con plena autonomía técnica y 

de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de 

su presupuesto y para determinar su organización interna 

de conformidad con lo previsto en las leyes 

correspondientes; 

b) El Instituto Electoral tiene personalidad jurídica y 

patrimonio propio. Su patrimonio es inembargable y se 

integra con los bienes muebles e inmuebles que se destinen 

 
37 En adelante INE. 
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al cumplimiento de su objeto, las partidas del presupuesto 

que anualmente apruebe el Congreso Local y demás 

ingresos que reciba de acuerdo con las disposiciones de la 

Ley de Austeridad.38 

c) Los recursos presupuestarios destinados al 

financiamiento público de los partidos políticos no 

formarán parte del patrimonio del Instituto Electoral, por 

lo que éste no podrá alterar el cálculo para su determinación 

ni los montos que del mismo resulten conforme al Código 

Electoral. 

d) El Instituto Electoral es, junto con el INE, la autoridad 

electoral depositaria de la función estatal de organizar 

las elecciones locales en la Ciudad de México. 

e) En el ejercicio de su función, serán principios rectores 

los de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 

objetividad y máxima publicidad. 

f) El Instituto Electoral ajustará también sus actuaciones a 

los principios reconocidos en el derecho a la buena 

administración, será independiente en sus decisiones y 

funcionamiento, profesional en su desempeño e imparcial 

en sus actuaciones.  

g) El Congreso Local asignará al Instituto Electoral el 

presupuesto necesario para garantizar el ejercicio de 

 
38 Cabe mencionar que, si bien el Código Electoral habla de la Ley de Presupuesto y Gasto 
Eficiente de la Ciudad de México, lo cierto es que, por disposición del artículo Sexto 
Transitorio de la Ley de Austeridad dicha ley fue abrogada, determinándose al efecto que a 
partir de su entrada en vigor las referencias a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente de 
la Ciudad de México se deberán entender realizadas a la Ley de Austeridad. 
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sus atribuciones a partir de la propuesta que le presente 

en los plazos y términos previstos en la legislación de la 

materia.  

h) Dichas asignaciones deberán garantizar suficiencia 

presupuestal para el oportuno y eficaz cumplimiento de 

las obligaciones constitucionales conferidas al Instituto 

Electoral, sujeto a las previsiones de ingreso de la 

hacienda pública local. 

i) El Instituto Electoral se regirá para su organización, 

funcionamiento y control, por las disposiciones contenidas en 

la Constitución Federal, las leyes generales de la materia, la 

Constitución Local, el Código Electoral y la Ley Procesal.  

j) Asimismo, sin vulnerar su autonomía, les serán 

aplicables las disposiciones relativas de la Ley de 

Austeridad.39 

Por su parte, los artículos 122 apartado A de la Constitución 

Federal, 21, 29 y 32 de la Constitución Local señalan como 

requisitos en materia presupuestal y facultades asignadas a la 

Jefatura de Gobierno y al Congreso Local las siguientes: 

a) Corresponde a la Legislatura local la aprobación anual 

del presupuesto de egresos correspondiente; 

b) El Presupuesto de Egresos de los Poderes, las alcaldías 

y de todo organismo autónomo; se sujetará a las 

previsiones de ingresos de la hacienda pública de la 

 
39 Por disposición del artículo Sexto Transitorio de la Ley de Austeridad. 
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Ciudad en los términos de la Constitución Federal, de la 

Constitución Local, la normatividad general y local aplicable 

y los lineamientos propios que deriven de su autonomía, en 

materia de disciplina financiera, ejercicio y control 

presupuestario; 

c) El Congreso Local es la autoridad competente para 

examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de 

Ingresos y el Presupuesto de Egresos, aprobando primero 

las contribuciones, así como otros ingresos necesarios para 

financiar el gasto; 

d) A la Jefatura de Gobierno le compete presentar al 

Congreso Local la iniciativa de Ley de Ingresos y el 

Proyecto de Presupuesto de Egresos en los términos 

previstos por la Constitución Local. 

Los aspectos hasta aquí esbozados, reflejan no sólo la forma en 

que, a nivel local, se desarrollaran los principios constitucionales 

que protegen y guían el ejercicio de las funciones de la parte 

actora, sino también la distribución de competencias entre el 

Congreso Local y la Jefa de Gobierno, así como, las pautas que 

habrán de seguirse al aprobar el presupuesto de egresos del 

Instituto Electoral, conforme a los términos y plazos establecidos 

en la Ley de Austeridad, en cuya aplicación debe buscarse no 

vulnerar su autonomía e independencia, garantizando suficiencia 

presupuestal para el oportuno y eficaz cumplimiento de sus 

obligaciones constitucionales. 
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De esta manera, los artículos 7 fracción I, 19, 20, 44, 47, 48 y 90 

de la Ley de Austeridad señalan que la aprobación del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México (en el que se 

incluye el correspondiente al Instituto Electoral) se sujetara al 

cumplimiento de los requisitos y procedimiento siguientes: 

a) La autonomía presupuestaria y de gestión otorgada a los 

órganos autónomos (entre ellos el Instituto Electoral) 

comprende, entre otros, la de aprobar su proyecto de 

presupuesto y enviarlo a la Secretaría de Finanzas para 

su integración al proyecto de Presupuesto de Egresos 

de la Ciudad de México, observando las previsiones de 

ingresos que le comunique la Secretaría de Finanzas y 

los criterios generales en los cuales se fundamente el 

Decreto respectivo. 

b) Los órganos autónomos presentarán a la Secretaría 

Finanzas sus proyectos de presupuesto, a efecto de 

integrarlos al proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México a más tardar diez días naturales antes 

de la fecha de presentación. Su proyecto de presupuesto 

deberá incorporar perspectiva de derechos humanos. 

c) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

de México será presentado anualmente por la Jefatura de 

Gobierno al Congreso Local para su análisis y aprobación, a 

más tardar el treinta de noviembre o hasta el veinte de 

diciembre, cuando se trate del año en que inicie su encargo. 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

58 
 

d) El Congreso Local deberá aprobar el Presupuesto de 

Egresos a más tardar el quince de diciembre. 

e) El Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

será el que apruebe el Congreso Local con base anual cuya 

vigencia comenzará a partir del primero de enero del año que 

corresponda. 

f) El proyecto de Presupuesto de Egresos para cada 

ejercicio fiscal se elaborará con base en los resultados 

que se pretendan alcanzar conforme al avance y 

cumplimiento del Programa General de Desarrollo de la 

Ciudad de México, al análisis del desempeño económico de 

la Ciudad de México y las perspectivas económicas para el 

año que se presupuesta. 

g) El gasto propuesto por la Jefatura de Gobierno en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos, aprobado por el 

Congreso Local y que se ejerza en el año fiscal por las 

Unidades Responsables del Gasto40, deberá guardar el 

equilibrio presupuestario. 

h) El proyecto de Presupuesto de Egresos para la Ciudad 

de México se integrará con los siguientes elementos:  

• Exposición de Motivos, en la que se señalen los 

efectos económicos y sociales que se pretenden 

lograr;  

 
40 Entendiéndose como tales, conforme lo señalado en el artículo 2º fracción LXXVIII de la 
Ley de Austeridad, a los Órganos Autónomos y de Gobierno, Dependencias, Órganos 
Desconcentrados, Alcaldías y Entidades y cualquier otro órgano o unidad que realicen 
erogaciones con cargo al Presupuesto de Egresos. 
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• El gasto neto total que en éste se especifique, así 

como, la clasificación administrativa, clasificación 

funcional, la clasificación por tipo de gasto y el 

desglose de las actividades, obras y servicios públicos 

previstos en los programas a cargo de las Unidades 

Responsables de Gasto que el propio presupuesto 

señale;  

• Descripción clara de las funciones y subfunciones 

que sean base del proyecto en los que se señalen 

objetivos, metas y prioridades, así como las Unidades 

responsables de su ejecución;  

• Descripción del presupuesto con enfoque de 

equidad de género, derechos humanos, atención de 

niñas, niños y adolescentes y sustentabilidad; este 

último se contendrá en un Anexo específico de las 

actividades institucionales del Resultado 

correspondiente que realicen las Unidades 

Responsables del Gasto;  

• Descripción y explicación del presupuesto que se 

asignará a las Alcaldías para la preservación, 

protección, conservación, revalorización, restauración, 

investigación y difusión del patrimonio histórico, 

cultural, inmaterial y material, natural, rural, urbano, 

territorial y otros bienes declarados como 

monumentos, zonas, paisajes y rutas culturales y 

conjuntos arqueológicos, artísticos, históricos y 

paleontológicos en sus demarcaciones;  

• Explicación y comentarios de las funciones 

consideradas como prioritarias, así como las obras 
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y adquisiciones cuya ejecución abarque dos o más 

ejercicios fiscales;  

• Estimación de los ingresos y de los gastos del 

ejercicio fiscal para el que se propone;  

• Estimación de los ingresos y gastos del ejercicio 

fiscal en curso;  

• Los montos de endeudamiento propuestos al 

Congreso de la Unión;  

• Los proyectos de Presupuesto de Egresos de los 

Órganos Autónomos especificando los montos de 

los recursos públicos que sometan a 

consideración del Congreso Local;  

• Los montos de los recursos públicos que 

correspondan a los Órganos de Gobierno;  

• Analítico de Claves Presupuestales;  

• La propuesta de monto para el Fondo Adicional de 

Financiamiento de las Alcaldías mandatado en la 

Constitución Local, así como su propuesta de 

distribución entre las Alcaldías, conforme a los criterios 

de población, marginación, infraestructura y 

equipamiento urbano;  

• Catálogo de Unidades Responsables, y  

• En general, toda la información presupuestal que se 

considere útil para sustentar el proyecto en forma 

clara y completa. La Secretaría de Finanzas podrá 

solicitar a las Unidades Responsables del Gasto toda 

la información que considere necesaria para la 

elaboración del Presupuesto de Egresos de la 
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Ciudad de México, respetando la autonomía 

presupuestaria y de gestión de los Órganos 

Autónomos. 

De todo lo anterior, es posible advertir que, en efecto, la 

Constitución Federal, la Constitución Local, y la Ley de 

Austeridad confieren expresamente al Congreso Local la facultad 

de examinar, discutir, analizar y aprobar anualmente el 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México y, por ende, 

el presupuesto correspondiente al Instituto Electoral.  

Sin embargo, para el ejercicio de esa facultad la normatividad 

señalada exige el cumplimiento de determinados requisitos 

esenciales, para que la Legislatura, con base en ellos, decida lo 

conducente sobre el presupuesto de egresos de la parte actora, 

a saber: 

a) El proyecto de presupuesto del Instituto Electoral 

deberá enviarse a la Secretaría de Finanzas para su 

integración al proyecto de Presupuesto de Egresos de 

la Ciudad de México a más tardar diez días naturales 

antes de su envío al Congreso Local.  

b) El proyecto de Presupuesto de Egresos se sujetará a 

las previsiones de ingresos de la Hacienda Pública de 

la Ciudad que le comunique la Secretaría de Finanzas. 

c) La Secretaría de Finanzas deberá incluir en el proyecto 

de Presupuesto de Egresos de la Ciudad el proyecto 

de presupuesto correspondiente del Instituto Electoral. 
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d) La Jefatura de Gobierno deberá enviar al Congreso 

Local, a más tardar el treinta de noviembre, el proyecto 

de Presupuesto de Egresos de la Ciudad. 

e) El gasto propuesto por la Jefatura de Gobierno en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

deberá guardar equilibrio presupuestario. 

f) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

se deberá elaborar con base en los resultados que se 

pretendan alcanzar conforme al avance y cumplimiento 

del Programa General de Desarrollo de la Ciudad de 

México. 

g) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

que envíe la Jefatura de Gobierno deberá contemplar, 

entre otros requisitos, la estimación de los ingresos y 

de los gastos del ejercicio fiscal para el que se 

propone, así como, el proyecto de Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral, especificando los 

montos de los recursos públicos que dicho órgano 

autónomo somete a consideración del Congreso Local. 

h) El Congreso Local deberá aprobar el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad a más tardar el quince de 

diciembre. 

i) El Congreso Local deberá asignar al Instituto Electoral 

el presupuesto necesario para garantizar el ejercicio de 

sus atribuciones. 
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j) El Congreso Local deberá aprobar en el Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad las asignaciones suficientes 

que garanticen suficiencia presupuestal al Instituto 

Electoral para el oportuno y eficaz cumplimiento de sus 

obligaciones. 

En tales condiciones, si la facultad otorgada al Congreso Local 

para aprobar el Presupuesto de Egresos 2022 está sujeta al 

cumplimiento de las reglas y procedimiento anteriores, 

deducidos desde la Constitución Federal, la Constitución Local y 

la Ley de Austeridad, en consecuencia, no es posible 

considerarla como una facultad soberana y discrecional. 

Lo anterior, ya que ha sido criterio firme de la Suprema Corte que 

el término soberano y discrecional debe entenderse como el 

poder, atribución o derecho otorgado a una autoridad por una 

norma de derecho positivo vigente, para decidir acerca de algo 

sin sujetarse a reglas específicas41 y, en el caso que nos atañe, 

la aprobación del Presupuesto de Egresos 2022 se encuentra 

indefectiblemente sujeto al cumplimiento de reglas específicas 

establecidas en la normatividad constitucional y legal señaladas. 

Cabe destacar que las decisiones del Congreso Local 

relacionadas con la aprobación del Presupuesto de Egresos 2022 

no podrían considerarse discrecionales y soberanas toda vez 

 
41 Contenido en la Jurisprudencia 2a./J. 136/2009, de rubro: “MAGISTRADOS DEL 
SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE JALISCO. LOS 
PROCEDIMIENTOS PARA SU ELECCIÓN, RATIFICACIÓN O CESE EN FUNCIONES 
POR TÉRMINO DEL ENCARGO, NO SON ACTOS SOBERANOS Y DISCRECIONALES 
DEL CONGRESO LOCAL, POR LO QUE SU RECLAMO EN EL JUICIO DE GARANTÍAS 
NO ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VIII 
DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO.”, visible en Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXX, septiembre de 2009, página 616. 
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que no pueden emitirse sin contar con una fundamentación y 

motivación reforzada, según lo establecido por la Suprema Corte 

en diversos precedentes.42  

Pensar lo contrario, implicaría una colisión con la naturaleza 

misma del proceso decisorio sobre el presupuesto de la Ciudad, 

dado que no podrían considerarse, por un lado, fundadas y 

motivadas las determinaciones sobre el presupuesto de 

egresos, esto es, sujetas al control racional del derecho conforme 

a las pautas y procedimientos establecidos en la Constitución 

Federal, la Constitución Local y la Ley de Austeridad, y al mismo 

tiempo estimarse discrecionales y soberanas, es decir, 

absolutamente libres e independientes de cualquier 

consideración legal, pues ello iría en contra del principio lógico 

de no contradicción, consistente en que algo no puede ser y no 

ser al mismo tiempo y dentro de la misma relación. 

De ahí que la causal de improcedencia formulada por la 

Secretaría de Finanzas y el Congreso Local sea infundada. 

VI. Aprobación del Presupuesto de Egresos es un acto 

consumado en forma irreparable. 

Aduce la Secretaría de Finanzas que la demanda interpuesta por 

la parte actora es improcedente, ya que, en su consideración, la 

aprobación del Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

constituye un acto consumado en modo irreparable, al tratarse de 

un acto previo al proceso legislativo el cual no es susceptible de 

 
42 Entre otros, en las Controversias Constitucionales 10/2005, 14/2004 y 14/2005. 
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analizarse toda vez que la sentencia que eventualmente se dicte 

no tiene el alcance de dejar sin efectos el proceso legislativo. 

Abunda en lo anterior señalando que la erogación de recursos 

presupuestarios se encuentra sujeta a un destino y monto en el 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México y debe ser 

aplicado en su gasto en la forma prevista en el presupuesto sin 

que exista sentencia alguna que pueda modificarlo, dado que del 

artículo 29 de la Constitución Local se desprende un principio de 

no modificación y no flexibilidad del presupuesto. 

Caso concreto. 

El motivo de improcedencia planteado por la Secretaría de 

Finanzas es infundado ya que, como fue abordado 

previamente43, el dictado de una eventual sentencia que sea 

favorable a los intereses del Instituto Electoral y que 

presuntamente no pueda ser susceptible de modificar el proceso 

legislativo de aprobación del presupuesto constituye un aspecto 

del fondo del asunto que no resulta jurídicamente procedente 

analizarla mediante una causal de improcedencia, de ahí que lo 

procedente sea desestimar todo planteamiento tendiente a 

cuestionar la posibilidad de la ejecución y cumplimiento de la 

sentencia, al ser un aspecto que impacta en el fondo del asunto. 

Finalmente, respecto al motivo de improcedencia consistente en 

que el acto impugnado se ha consumado en forma irreparable, 

dado que el artículo 29 de la Constitución Local prevé un principio 

 
43 Al analizar la causal de improcedencia denominada: III. Imposibilidad para ejecutar la 
sentencia. 
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de no modificación y no flexibilidad del presupuesto, el mismo 

resulta igualmente infundado, como se explica a continuación. 

Primeramente, debe recordarse que en materia electoral, la 

exigencia –como requisito de procedibilidad de los medios de 

impugnación en materia electoral– que los actos o resoluciones 

controvertidos no se hayan consumado de un modo irreparable 

tiene su razón de ser en que, de otra forma, este Tribunal 

Electoral conocería del fondo de una controversia respecto de la 

cual el dictado de una eventual sentencia dentro de los plazos 

electorales no sea idóneo para restituir a la persona justiciable 

en el goce del derecho que alega transgredido. 

Lo anterior, es congruente con lo sostenido por la Sala Superior 

en la Jurisprudencia 10/200444 y en la diversa 8/201145, en las 

que se sostuvo que los actos consumados de forma 

irreparable son aquellos que, al realizarse en todos y cada uno 

de sus efectos y consecuencias, jurídica y materialmente no es 

posible restituir a la parte promovente al estado que guardaban 

las cosas antes de la violación reclamada dentro de los plazos 

electorales previstos para ello. 

Así, el presupuesto procesal relativo a que la reparación 

solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 

 
44 De rubro: “INSTALACIÓN DE LOS ÓRGANOS Y TOMA DE POSESIÓN DE LOS 
FUNCIONARIOS ELEGIDOS. SOLO SI SON DEFINITIVAS DETERMINAN LA 
IMPROCEDENCIA DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL”, 
publicada en Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, páginas 150 a 152. 
45 De rubro: “IRREPARABILIDAD. ELECCIÓN DE AUTORIDADES MUNICIPALES. SE 
ACTUALIZA CUANDO EL PLAZO FIJADO EN LA CONVOCATORIA, ENTRE LA 
CALIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN Y LA TOMA DE POSESIÓN PERMITE EL ACCESO 
PLENO A LA JURISDICCIÓN”, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 
material electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 4, Número 9, 
2011, páginas 26 y 26. 
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plazos electorales posibilita constituir una relación jurídica 

procesal válida, a fin de que se pueda emitir en tiempo un 

pronunciamiento por parte de los órganos jurisdiccionales. 

Ahora bien, en el caso que nos atañe no nos encontramos frente 

a un acto que se haya consumado en forma irreparable ya que el 

procedimiento de aprobación del Presupuesto de Egresos 2022 

no se encuentra sujeto a los plazos y etapas de algún proceso 

electoral en curso, de ahí que no exista imposibilidad material 

para conocer de la impugnación ni irreparabilidad alguna, pues 

no existen plazos perentorios específicos para que el acto 

impugnado pueda ser objeto de control constitucional y legal por 

parte de este Tribunal Electoral. 

Aunado a lo anterior, tampoco podría estimarse que es un acto 

consumado en modo irreparable ya que el proceso legislativo 

mediante el cual se aprobó el Presupuesto de Egresos 2022 y el 

propio presupuesto no han surtido todos sus efectos jurídicos y 

materiales, pues de conformidad con el artículo 7º fracción II, 51 

y 54 de la Ley de Austeridad el ejercicio del presupuesto se 

sujetará a los calendarios presupuestales autorizados a lo largo 

del año fiscal, y su vigencia material se proyecta a lo largo del año 

calendario. 

De ahí que los actos vinculados con la aprobación del 

Presupuesto de Egresos 2022 sí puedan ser objeto de escrutinio 

constitucional y legal por parte de este órgano jurisdiccional al no 

haberse concretado todas sus consecuencias jurídicas con su 

sola emisión, y sus efectos jurídicos desplegarse a lo largo del 

año fiscal en curso.  
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Pensar lo contrario implicaría que basta con la sola emisión y 

aprobación del acto impugnado para considerarlo consumado en 

forma irreparable en sus efectos jurídicos y materiales, 

impidiendo que sea susceptible de control jurisdiccional con su 

sola entrada en vigor, lo que sería contrario a los principios 

constitucionales de acceso a la justicia, fundamentación y 

motivación, certeza y seguridad jurídica, ya que se impediría 

analizar la legalidad y constitucionalidad del acto impugnado por 

el simple hecho de haber sido aprobado. 

Por otro lado, resulta infundada la causal invocada ya que, a 

diferencia de lo sostenido por la Secretaría de Finanzas, de la 

lectura al artículo 29 de la Constitución Local este Tribunal 

Electoral no advierte la existencia de una regla o principio de no 

modificación y no flexibilidad del presupuesto de egresos. 

Por el contrario, de su lectura únicamente se aprecia que el 

Congreso Local tendrá competencia en materia presupuestaria 

para: 

a) Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad, aprobando primero las 

contribuciones, así como otros ingresos necesarios para 

financiar el gasto; y 

b) Aprobar su presupuesto sujetándose a las disposiciones 

de austeridad y políticas de racionalidad del gasto público 

que establezca la ley.  

Sin que se advierta, como ha sido señalado, la existencia del 

referido principio invocado por la Secretaría de Finanzas, por 
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ende, no es posible apoyar la actualización de la causa de 

improcedencia en un principio que no se encuentra regulado en 

el artículo 29 de la Constitución Local y en ninguna otra norma, 

púes ello iría en contra del principio de legalidad y de acceso a la 

justicia previstos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 

Federal al apoyar el desechamiento de una demanda en un 

supuesto normativo inexistente. 

Finalmente, resulta indispensable aclarar que, tratándose de los 

actos vinculados con la aprobación del presupuesto de egresos, 

únicamente podría actualizarse la irreparabilidad sostenida 

por la Secretaría de Finanzas si al momento del dictado de la 

sentencia o durante la sustanciación del juicio el presupuesto de 

egresos combatido perdió su vigencia, pues éste se encuentra 

sujeto al principio de anualidad fiscal. 

De ahí que, si el presupuesto de egresos tiene vigencia anual y 

ésta concluye, resulta indudable que en este caso no sería 

posible realizar pronunciamiento alguno por parte de este 

Tribunal Electoral, pues al ser de vigencia anual la materia de 

impugnación, y concluir aquélla, no podría producir efectos 

posteriores, en atención a su propia naturaleza. 

Apoya lo anterior, mutatis mutandis, la Jurisprudencia P./ J. 

9/2004, sentada por la Suprema Corte, de rubro: “ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD. PROCEDE SOBRESEER EN EL 

JUICIO SI CONCLUYÓ LA VIGENCIA ANUAL DE LA LEY DE 

INGRESOS Y DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA 

FEDERACIÓN IMPUGNADOS Y, POR ENDE, CESARON SUS 

EFECTOS.” 
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En tales condiciones, dado que el Presupuesto de Egresos 2022 

-al momento en que se interpuso la demanda y en el dictado de 

la presente sentencia- aún se encuentra vigente, no es posible 

admitir que éste se haya consumado en modo irreparable, de ahí 

la infundado de la causal en comento. 

 

VII. La aprobación del Presupuesto de Egresos no afecta el 

interés jurídico de la parte actora. 

Señala el Congreso Local que la demanda interpuesta por la 

parte actora resulta improcedente, ya que el acto impugnado no 

afecta su autonomía presupuestaría, técnica y de gestión, ya que 

el Congreso Local al emitir el presupuesto ponderó que el 

presupuesto de todo organismo autónomo se sujetara a las 

previsiones de ingresos de la hacienda pública, conforme al techo 

presupuestal que le fue comunicado por la Secretaría de 

Finanzas. 

Por ende, conforme a la Ley de Disciplina Financiera, la Ley de 

Austeridad, y demás normativa tanto federal como local, las 

Unidades Responsables de Gasto -entre las que se encuentra la 

parte actora- deben ajustar su presupuesto a las previsiones de 

ingresos que le comuniquen la Secretaría de Finanzas en un 

marco de austeridad sin obviar el correcto desempeño de sus 

funciones, de ahí que la asignación presupuestaria hecha en el 

decreto impugnado no afecta su interés jurídico. 
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Caso concreto. 

La causal de improcedencia es infundada, pues en el caso el 

Presupuesto de Egresos 2022 sí afecta el interés jurídico de la 

parte actora, tal como se explica a continuación. 

El interés jurídico es aquél que le asiste a quien es titular de un 

derecho subjetivo —público, privado o social— que resulta 

lesionado por un determinado acto de autoridad que es 

reclamado por la vía jurisdiccional. 

Por regla general, el interés jurídico se advierte si, en la demanda, 

se aduce la vulneración de algún derecho sustancial de la 

persona enjuiciante y éste argumenta que la intervención del 

órgano jurisdiccional es necesaria y útil para lograr la reparación 

de esa conculcación, mediante la formulación de algún 

planteamiento tendente a obtener el dictado de una sentencia 

favorable a sus intereses, que tenga por efecto revocar o 

modificar el acto o resolución reclamado, lo cual debe producir la 

consecuente restitución en el goce del derecho que se aduzca 

violentado. 

El criterio anterior encuentra sustento en la Jurisprudencia 

7/2002, sentada por la Sala Superior, de rubro: “INTERÉS 

JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO”.46 

Por tanto, si en el caso concreto, el Instituto Electoral controvierte 

la reducción de los recursos financieros que propuso su Consejo 

 
46 Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Suplemento 6, año 2003, página 39. 
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General y considera que la Jefatura de Gobierno, la Secretaría 

de Finanzas y el Congreso Local llevaron a cabo diversos actos 

que pusieron en riesgo su autonomía e independencia 

consagrados en la Constitución Federal, en consecuencia, la 

parte actora sí cuenta con interés jurídico para combatir los actos 

que les imputan a las autoridades responsables, pues su 

pretensión es que -derivado de las garantías constitucionales de 

autonomía e independencia- este Tribunal Electoral le pueda 

resarcir en el derecho constitucional violado. 

Máxime si se toma en consideración que de conformidad con los 

artículos 99 párrafo 2 de la LEGIPE y 32 Código Electoral las 

partidas presupuestales asignadas al Instituto Electoral forman 

parte de su patrimonio, de ahí que cualquier acto que tienda a 

su afectación o disminución actualiza el interés jurídico del OPLE 

para su impugnación. 

 

VIII. Principio de definitividad. 

Sostiene el Congreso Local que en el caso resulta improcedente 

el medio de impugnación intentado por la parte actora, ya que 

previo a acudir a este órgano jurisdiccional debió agotarse el 

principio de definitividad en la instancia local, mediante la 

interposición de la controversia constitucional a que se refiere el 

artículo 36 letra e, numeral 2 inciso e) de la Constitución Local 

que es competencia de la Sala Constitucional del Poder Judicial 

de la Ciudad de México. 
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Caso concreto. 

La causal de improcedencia es infundada, toda vez que, 

contrario a lo sostenido por el Congreso Local, el Instituto 

Electoral no se encontraba obligado a promover, previo a la 

interposición del presente juicio, controversia constitucional local 

ante la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de 

México pues, como fue precisado al analizar la diversa causal 

denominada “Incompetencia de este Tribunal Electoral para 

conocer y resolver la controversia”, la litis del caso concreto 

está vinculada con la posible vulneración de los principios 

constitucionales de autonomía e independencia que en materia 

electoral consagra el artículo 116 fracción IV inciso c) de la 

Constitución Federal. 

Lo anterior es así, ya que la parte actora reclama que el 

presupuesto autorizado por el Congreso Local afecta los 

principios constitucionales de autonomía e independencia, 

afectando con ello su operatividad y atribuciones consagradas en 

la Norma Suprema, dada la insuficiencia de los recursos 

asignados por el legislativo local para el cumplimiento de sus 

obligaciones constitucionales. 

Por ende, a juicio de este Tribunal Electoral, la controversia 

constitucional local ante la Sala Constitucional del Poder Judicial 

de la Ciudad de México, no es la vía idónea para analizar el fondo 

de la presente controversia, porque, como se refirió, en el 

presente asunto se analizará si los actos u omisiones alegadas 

vulneran los principios constitucionales electorales del Instituto 

Electoral y su funcionamiento que pudiera impactar el ejercicio de 
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sus funciones ordinarias, en el desarrollo de los procesos de 

participación ciudadana, de revocación de mandato y, en general, 

de todos los rubros que fueron presupuestados para el ejercicio 

fiscal que corre; de ahí que, se insista en la naturaleza electoral 

de la presente controversia. 

Máxime si se toma en consideración que, la interposición 

eventual de una controversia constitucional local ante la Sala 

Constitucional daría pie al desechamiento de plano de la 

demanda, ya que acorde a lo establecido en el artículo 31 fracción 

II de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 

Ciudad de México, los medios de impugnación que son 

competencia de la referida Sala Constitucional son 

improcedentes cuando se enderezan en contra de actos 

vinculados con la materia electoral. 

Por ende, en el caso se estima que no se actualiza la causal de 

improcedencia invocada ya que, la controversia constitucional 

local no es apta para modificar o revocar el acto impugnado en 

los términos reclamados por el Instituto Electoral, de ahí que no 

resulte procedente el medio de impugnación que refiere el 

Congreso Local.47 

TERCERA. Requisitos de procedencia de las demandas. La 

demanda cumple con los supuestos de procedencia previstos en 

los artículos 47 y 49 de la Ley Procesal, en los términos 

siguientes. 

 
47 Similar criterio sostuvo la Sala Superior al resolver el SUP-JE-92/2020, el SUP-JE-
79/2021, y el SUP-JE-283/2021. 
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1. Forma. Se colma este requisito, dado que la demanda se 

presentó por escrito ante este Tribunal Electoral48; en ella se hace 

constar el nombre y firma de la persona representante de la parte 

actora; se advierte un domicilio y correos electrónicos para oír y 

recibir notificaciones; se identifica claramente en ellos el acto 

impugnado; se enuncian los hechos y los agravios en los que 

basa su impugnación, así como los preceptos legales y 

constitucionales presuntamente violados. 

2. Finalmente, los requisitos consistentes en la oportunidad, 

interés jurídico, legitimación y personería, definitividad y 

reparabilidad se tienen por cumplidos en términos de lo 

analizado en el considerando precedente. 

CUARTA. Agravios, litis, pretensión y metodología de 

análisis. 

A. Agravios. En ejercicio de las facultades previstas en los 

artículos 89 y 90 de la Ley Procesal, este Tribunal Electoral 

identificará los agravios que hace valer la parte actora, supliendo 

en su caso, la deficiencia en su expresión para lo cual se 

analizará integralmente la demanda, a fin de desprender el 

perjuicio que, en su concepto, le ocasiona el acto impugnado, con 

independencia de que los motivos de inconformidad puedan 

encontrarse en un apartado o capitulo distinto a aquel que 

dispuso para tal efecto. 

 
48 Cumpliéndose con ello el requisito previsto en el artículo 47 fracción I de la Ley Procesal 
en los términos analizados previamente al resolver la causal de improcedencia 
Extemporaneidad. 
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Lo anterior, encuentra sustento en la jurisprudencia J.015/2002, 

aprobada por este órgano jurisdiccional, de rubro: “SUPLENCIA 

DE LA DEFICIENCIA EN LA ARGUMENTACIÓN DE LOS 

AGRAVIOS. PROCEDE EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

CUYA RESOLUCIÓN CORRESPONDA AL TRIBUNAL 

ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL.49 

En consecuencia, se procede a identificar y analizar los agravios 

que se desprenden del escrito de demanda, para lo cual sirve de 

apoyo la Jurisprudencia 4/99 de la Sala Superior publicada bajo 

el rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA 

ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL 

OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DE LA ACTORA.”50 

Del análisis al escrito de demanda, este Tribunal Electoral 

advierte que la parte actora hace valer los siguientes agravios: 

A) En contra de la Jefa de Gobierno y de la Secretaría de 

Finanzas por la modificación al presupuesto del Instituto 

Electoral. 

1. Indebida modificación del presupuesto por la Jefa de 

Gobierno y la Secretaría de Finanzas. 

Señala la parte actora que el Presupuesto de Egresos 2022 

deriva de un procedimiento ilegal, toda vez que la Jefa de 

Gobierno por conducto de la Secretaría de Finanzas envió al 

Congreso Local un proyecto de Decreto en el que se modificó 

 
49 Consultable en www.tedf.org.mx  
50 Consultable en http://sitios.te.gob.mx/ius_electoral/  

http://www.tedf.org.mx/
http://sitios.te.gob.mx/ius_electoral/
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unilateralmente, de manera arbitraria, sin razón y sin 

facultades para ello, el Presupuesto de Egresos aprobado el 

veintinueve de octubre de dos mil veintiuno, por el Consejo 

General del Instituto Electoral, mediante Acuerdo IECM/ACU-

CG-344/2021. 

Con lo cual se violentó la autonomía presupuestaria con la que 

cuenta la parte actora, transgrediéndose lo dispuesto en los 

artículos 14, párrafo segundo, 16, primer párrafo y 116, fracción 

IV, inciso c) de la Constitución Federal; 46, apartado A, inciso e), 

apartado B, numeral 1 y 50 de la Constitución Local, 4 de la 

LGIPE, 50 fracción VIII y 77 fracción IX del Código Electoral, así 

como los artículos 5, 6, 7, 19, 27, 44, 47 y 48 de la Ley de 

Austeridad.  

Lo anterior, ya que en el proyecto de presupuesto que presentó 

la Jefa de Gobierno al Congreso Local se redujo de forma 

considerable lo solicitado por la parte actora, sin fundamentar y 

sin motivar dicha circunstancia, en franca violación a la 

autonomía presupuestal y al principio de legalidad contemplado 

en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

Sostiene también que la Jefa de Gobierno infringió la disposición 

normativa prevista en el artículo 50, fracción VIII del Código 

Electoral y lo dispuesto en los artículos 47, fracción X y 48 de la 

Ley de Austeridad, toda vez que en dichos numerales se 

establece que, el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México se integrará, entre otros, con los proyectos de 

Presupuesto de Egresos de los Órganos Autónomos, 

especificando los montos de los recursos públicos que 
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sometan a consideración del Congreso Local; y si bien se 

establece la obligación que tienen estos órganos autónomos de 

presentar a la Secretaría de Finanzas sus proyectos de 

presupuesto, era obligación de la referida autoridad responsable 

integrarlos al proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

sin modificar dichos montos. 

Asimismo, aduce que en la exposición de motivos del 

Presupuesto de Egresos 2022 en el apartado 111.2 

Asignaciones Presupuestales de los Órganos Autónomos, 

no se incluyeron las razones y fundamentos que se hubieran 

tenido en consideración para llevar a cabo la reducción en el 

Presupuesto de Egresos del Instituto Electoral, lo que demuestra 

que, de manera unilateral e indebida, sin existir sustento legal 

alguno, la Jefatura de Gobierno y la Secretaría de Finanzas 

hicieron dicha reducción, soslayando las actividades que el 

Instituto Electoral tiene que ejecutar en el año fiscal 2022, como 

son: 

• La Consulta sobre Presupuesto Participativo 2022; 

• Los actos preparatorios para la Consulta sobre 

Presupuesto Participativo 2023 y 2024; 

• El procedimiento para la Revocación de Mandato de la Jefa 

de Gobierno prevista en el artículo 61 de la Ley de 

Participación Ciudadana de la Ciudad de México.51 

Entre otras importantes acciones como el gasto ordinario y el 

gasto para el financiamiento público de los partido políticos, lo 

que afecta la función constitucional y legal que tiene conferidas la 

 
51 En adelante Ley de Participación. 
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parte actora, poniendo con ello en riesgo los próximos ejercicios 

de participación ciudadana. 

Finalmente, argumenta que el principio de autonomía otorgado 

desde la Constitución Federal al Instituto Electoral comprende, 

entre otros aspectos, la potestad de elaborar anualmente su 

propio proyecto de presupuesto de egresos y remitirlo a la Jefa 

de Gobierno para que ésta, en los mismo términos en que le 

fue presentado, lo incorpore al proyecto de Presupuesto de 

Egresos de la entidad. 

Garantía que tiende a asegurar que la obtención de los recursos 

necesarios para el funcionamiento del órgano electoral no esté 

sujeta a limitaciones impuestas desde los otros poderes de la 

Ciudad de México, sino únicamente a los mecanismos que el 

propio marco normativo establece, asegurando así que este 

factor no sea susceptible de generar presiones o se constituya 

como un indebido control o presión hacia los órganos autónomos. 

2. Violación a la autonomía presupuestaria del Instituto 

Electoral. 

Señala la parte actora que la indebida modificación y envió al 

Congreso Local del proyecto original del presupuesto de egresos 

del Instituto Electoral por parte de la Jefa de Gobierno y la 

Secretaría de Finanzas materializó una afectación y menoscabo 

al principio de autonomía presupuestal del que goza la parte 

actora, al aprobarse el Presupuesto de Egresos 2022 e incluirse 

en éste las modificaciones propuestas por las autoridades 

responsables. 
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Abunda lo anterior al señalar que la autonomía presupuestaria de 

la que goza el Instituto Electoral no solo es aplicable a los órganos 

autónomos, sino que también a los poderes ejecutivo, legislativo 

y judicial, lo que significa que ninguno de los otros poderes, o 

algún otro órgano del Estado cuenta con facultades para 

revisar su presupuesto, cuestionarlo y, mucho menos, 

modificarlo o reducirlo, pues ello, conforme a lo resuelto por la 

Suprema Corte en la Acción de Inconstitucionalidad 138/2007, 

se traduciría en una indebida intromisión y afectación a su 

autonomía e independencia. 

Finalmente sostiene que la reducción injustificada, unilateral, 

arbitraria e ilegal del Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral violenta el principio de autonomía presupuestaria 

del que goza constitucionalmente, pues de éste se destacan tres 

aspectos que se desprenden también de la aplicación de la Ley 

de Austeridad: 

a. La autonomía presupuestaria de los órganos autónomos de 

la Ciudad de México (como el Instituto Electoral), es la 

misma de la que gozan los Poderes Legislativo y Judicial 

locales (órganos de gobierno) respecto del Poder Ejecutivo 

local. 

b. Tanto los poderes Legislativo y Judicial, como los órganos 

autónomos de la Ciudad, envían sus proyectos de 

presupuesto de egresos para su integración al Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México. Ese presupuesto no es 

revisable o modificable por la Jefatura de Gobierno o por la 

Secretaria de Finanzas. 
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c. En el ejercicio del gasto los poderes Legislativo y Judicial, 

así como, los órganos autónomos, no se sujetan a las 

disposiciones generales emitidas por la Jefa de Gobierno, 

a través de la Secretaría de Finanzas en materia de 

finanzas y control del gasto público a lo largo del ejercicio 

fiscal; pues ambas autoridades únicamente pueden emitir 

disposiciones en el ámbito de sus respectivas 

competencias que son aplicables sólo a las dependencias 

y entidades de la Administración  Pública, pero no a la parte 

actora pues el Instituto Electoral tiene autonomía 

presupuestaria plena en el ejercicio de su presupuesto. 

3. La Jefa de Gobierno y la Secretaría de Finanzas carecen 

de facultades para modificar el proyecto de Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral enviado al Congreso Local. 

Aduce la parte actora que la asignación de su presupuesto 

contenida en el Presupuesto de Egresos 2022, contraviene la 

autonomía presupuestaria y funcional del Instituto Electoral, 

así como, la garantía de legalidad ya que dicho acto no está 

debidamente fundado y motivado, en virtud de que la Jefa de 

Gobierno y la Secretaría de Finanzas carecen de facultades 

legales para presentar al Congreso Local una propuesta de 

presupuesto de egresos del Instituto Electoral distinta a la 

aprobada por su Consejo General, pues no existe una norma 

legal que le otorgue facultades a ambas autoridades 

responsables para modificar o alterar el monto presupuestado por 

la parte actora, afectando con ello no solo la autonomía del 

órgano electoral local, sino también su capacidad funcional y 

operativa. 
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4. Indebida interpretación del artículo 7º de la Ley de 

Austeridad. 

Argumenta la parte actora que las autoridades responsables 

llevaron a cabo una interpretación errónea del artículo 7 de la Ley 

de Austeridad, en el sentido de que los órganos autónomos 

deben de realizar su proyecto de presupuesto de egresos con 

base en el techo presupuestal que fije la Secretaría de Finanzas, 

ya que tal interpretación es contraria al principio de 

autonomía presupuestaria. 

Por ende, solicita a este Tribunal Electoral declare la 

inaplicación de dicha disposición normativa al caso 

concreto, o bien, sea interpretada de manera sistemática con los 

artículos 46 apartado B párrafo 2 de la Constitución Local, y 50 

fracción VIII del Código Electoral, junto con los diversos 5, 6, 7, 

19, 27 fracción III, 32, 44, 47 fracción X y 48 todos de la Ley de 

Austeridad. 

B) En contra del Congreso Local por violación a las leyes del 

procedimiento para la asignación del Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022. 

1. Indebida fundamentación y motivación en la reducción del 

presupuesto de egresos asignado al Instituto Electoral. 

Sostiene la parte actora que el Congreso Local, sin 

fundamentación y sin motivación alguna y vulnerando las normas 

que rigen el procedimiento legislativo, así como, el principio de 

irreductibilidad presupuestal de la que gozan los órganos 

autónomos y los derechos políticos electorales de la ciudadanía, 
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avaló con el emisión del Presupuesto de Egresos 2022 la 

reducción al presupuesto del Instituto Electoral planteada por la 

Jefa de Gobierno a través de la Secretaría de Finanzas; con lo 

que impide el ejercicio real de las atribuciones constitucionales 

encomendadas a dicho órgano administrativo electoral, en 

perjuicio de los derechos políticos de la ciudadanía.  

Aduce que en el “DICTAMEN EN SENTIDO POSITIVO CON 

MODIFICACIONES RELATIVO A LA INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE EXPIDE EL 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, PRESENTADA POR LA 

JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO DOCTORA 

CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, EL 30 DE NOVIEMBRE DE 

2021”52, que presentaron las Comisiones Unidas de Presupuesto 

y Cuenta Pública y de la Hacienda del Congreso Local, el catorce 

de diciembre de dos mil veintiuno, no existe fundamentación, ni 

tampoco una motivación que justifique la reducción de 

presupuesto del Instituto Electoral. 

Lo que violentó lo establecido en el artículo 80 de su Ley Orgánica 

del Congreso de la Ciudad de México53, que establece las 

características para la elaboración de los dictámenes que emiten 

las Comisiones, destacando que éstos deberán estar 

debidamente fundados y motivados. 

Lo anterior sucedió en el caso concreto, ya que dicho órgano 

legislativo local se limitó a aprobar el proyecto de Decreto de 

 
52 En adelante Dictamen Positivo. 
53 En adelante Ley Orgánica del Congreso. 
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Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México presentado por 

la Jefa de Gobierno, sin examinar ni discutir el proyecto de 

Presupuesto de Egresos del Instituto Electoral, donde se 

proyectaron los montos que le permitirían a la parte actora cumplir 

con las atribuciones constitucionales y legales que tiene 

conferidas, bajo los principios de racionalidad, eficiencia y 

austeridad presupuestales, en el marco de su autonomía 

presupuestaria. 

Abunda al indicar que si bien las Comisiones Unidas del 

Congreso Local, invitaron a la Consejera Presidenta del Instituto 

Electoral para que participara en una mesa de trabajo donde se 

expuso el anteproyecto de su Presupuesto de Egresos para el 

ejercicio fiscal 2022, dicha comparecencia no impidió que el 

Congreso Local, en detrimento de la autonomía presupuestaria 

del Instituto Electoral, aprobara un presupuesto reducido, sin 

sustento jurídico o fáctico. 

Ello, ya que del análisis al Dictamen que presentaron las 

Comisiones Unidas en comento, así como, del propio 

Presupuesto de Egresos 2022, se advierte que tomaron como 

base para la asignación presupuestaria de la parte actora la 

cantidad de $1,201,084, 647 (Mil doscientos un millones, 

ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 

00/100 M.N.), es decir, se tomó la propuesta hecha por la Jefa de 

Gobierno y la Secretaría de Finanzas, sin examinar, ni discutir el 

presupuesto propuesto por el Instituto Electoral. 

Por lo que el Congreso Local, al emitir el acto impugnado no 

fundamentó ni motivó la reducción del presupuesto de egresos 
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que originalmente fue presentado por el Instituto Electoral, 

violando con ello su autonomía presupuestal, pues 

indebidamente se aprobó el presupuesto propuesto por la Jefa de 

Gobierno y no el de la parte actora. 

Finaliza indicando que el Congreso Local, de manera injustificada 

e infundada, aprobó un criterio de reducción presupuestal 

sistemática anual en contra del Instituto Electoral, a pesar de que 

el Gobierno de la Ciudad de México se le incrementó su 

presupuesto público para el ejercicio fiscal 2022, con lo cual se 

atenta contra el efectivo ejercicio de los derechos político-

electorales y de participación ciudadana, así como, el eficaz 

desempeño de la función estatal de organizar elecciones y 

procesos de participación ciudadana conferidos al Instituto 

Electoral, así como, los principios de progresividad y suficiencia 

presupuestaria establecidos en la Constitución Local y en el 

artículo Décimo Transitorio del Código Electoral. 

2. Violación a la garantía de Suficiencia Presupuestal. 

Argumenta el Instituto Electoral que el Congreso Local, al emitir 

el Presupuesto de Egresos 2022 pasó por alto lo dispuesto en el 

artículo Décimo Transitorio del Código Electoral, el cual 

establece que el Congreso Local tiene la obligación de aprobar 

los recursos suficientes y necesarios para que a la parte actora 

se le garantice el ejercicio de sus atribuciones, y que el 

presupuesto que se le asigne cada año debe incrementarse 

según el índice inflacionario, pero no podrá ser menor al del año 

inmediato anterior, esto último siempre y cuando no se trate 

de un año electoral. 
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Por ende, sostiene la parte actora, con fundamento en dicho 

artículo transitorio, para el otorgamiento y aprobación de su 

presupuesto el Congreso Local debió tomar como base el 

autorizado para el ejercicio fiscal 2019 que ascendió a 

$1,425,469,792.29 (Mil cuatrocientos veinticinco millones, 

cuatrocientos sesenta y nueve mil setecientos noventa y dos 

pesos 29/100M.N.), toda vez que para dicho ejercicio el Instituto 

Electoral presupuestó, además de los gastos de operación del 

programa ordinario y del gasto de financiamiento público 

ordinario de los partidos políticos, el gasto de operación para la 

organización del procedimiento de Consulta Ciudadana de 

Presupuesto Participativo 2020 y el gasto para la organización de 

la elección de Comités Ciudadanos y los Consejos de los 

Pueblos. 

Abunda en lo anterior al sostener que el Congreso Local, con el 

acto impugnado, aprobó un presupuesto que no es suficiente 

para cubrir los gastos de operación del programa ordinario 2022 

y los gastos para el financiamiento público ordinario de los 

partidos políticos, que en su conjunto ascienden a 

$1,501,537,305 (Un mil quinientos un millones, quinientos 

treinta y siete mil trescientos cinco pesos 00/100M.N.). 

En este sentido sostiene que, del proyecto de presupuesto de 

egresos propuesto por el Instituto Electoral se desprende que, tan 

solo el presupuesto necesario para el pago de los servicios 

personales (Capitulo 1000) asciende a la cantidad de 

$848,876,045 (Ochocientos cuarenta y ocho millones 

ochocientos setenta y seis mil cuarenta y cinco pesos 00/100 

M.N.) y el pago de la prerrogativas a los partidos políticos 
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asciende a $472,545,300.00 (Cuatrocientos setenta y dos 

millones quinientos cuarenta y cinco mil trescientos pesos 

00/100 M.N.), por lo que la cantidad finalmente aprobada en el 

Presupuesto de Egresos 2022 se traduce en un déficit de nómina 

de $120,341,345 (Ciento veinte millones, trescientos cuarenta 

y un mil trescientos cuarenta y cinco pesos 00/100M.N.). 

Finalmente indica, de lo previamente señalado, que el Congreso 

Local tenía el deber de examinar y discutir las necesidades 

presupuestales del Instituto Electoral a efecto de garantizar los 

recursos financieros suficientes y necesarios para la realización 

de las funciones que constitucional y legalmente tiene 

encomendadas, así como, para la ejecución de los 

procedimientos de participación política y ciudadana indicados 

donde que incrementan considerablemente las cargas de trabajo 

de la autoridad administrativa electoral local. 

De ahí que, en su consideración, la reducción que hizo el 

Congreso Local al presupuesto solicitado por el Instituto 

Electoral no puede considerarse un ajuste razonable, 

objetivo y legal, pues no existe un contexto de limitaciones 

presupuestaria generalizado en los demás órganos autónomos, 

violando con ello el principio de suficiencia presupuestaria. 

3. Violación a las garantías de legalidad y de autonomía 

presupuestaria del Instituto Electoral. 

Argumenta la parte actora que el Congreso Local, al momento de 

emitir el Presupuesto de Egresos 2022, no examino ni discutió el 

presupuesto aprobado por el Instituto Electoral, y que Congreso 
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Local dejó de ponderar de manera cuidadosa y atenta todos 

aquellos elementos que le fueron aportados en el presupuesto de 

egresos enviado a la Secretaría de Finanzas, lo que constituyó 

una franca trasgresión a la garantía de legalidad y, en 

consecuencia, a la autonomía presupuestaria del Instituto 

Electoral, la cual le vincula de manera nítida a respetar la 

garantía constitucional de fundamentación y motivación en 

sentido reforzado al momento de aprobar el presupuesto de 

egresos de un órgano autónomo. 

Abunda al sostener que el recorte de $757,936,187 (Setecientos 

cincuenta y siete millones, novecientos treinta y seis mil 

ciento ochenta y siete pesos 00/100M.N.) llevado a cabo por el 

Congreso Local sin especificar el rubro afectado, provocaría que 

el Instituto Electoral guíe su actuación en términos del único 

supuesto establecido en la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria previsto en el artículo 21 fracción III 

inciso a), en el sentido de que los ajustes presupuestales 

derivados de un caso extremo, como lo es en el caso la falta de 

ingresos, no posibilita a los entes públicos a afectar servicios 

personales, por lo cual el Instituto Electoral estaría impedido para 

efectuar ajustes en los sueldos y salarios de sus personas 

servidoras públicas. 

Aunado a lo anterior, arguye que el Congreso Local, al momento 

de aprobar el presupuesto del Instituto Electoral, dejó de tomar 

en consideración que conforme a lo establecido en el artículo 32 

párrafo segundo del Código Electoral los presupuestos 

destinados al financiamiento público de los partidos 

políticos no formarán parte del patrimonio del Instituto 
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Electoral, por lo que, derivado del presupuesto reducido, el 

Instituto Electoral no puede alterar su cálculo o determinación, ni 

los montos que del mismo resulten conforme a dicho 

ordenamiento, el cual asciende a la cantidad de $472,545,300 

(Cuatrocientos setenta y dos millones quinientos cuarenta y cinco 

mil trescientos pesos 00/100 M.N.). 

Asimismo, aduce que con el presupuesto aprobado el Instituto 

Electoral no podrá garantizar a las personas servidoras públicas 

un ambiente laboral seguro, cómodo, limpio y saludable, pues con 

la insuficiencia presupuestal aprobada por el Congreso Local se 

pone en riesgo el pago de servicios básicos como electricidad, 

internet, teléfono, seguridad, combustible, agua, mantenimiento 

al parque vehicular y limpieza. 

Aunado a ello, indica que las veintisiete Direcciones Distritales 

tienen como sede bienes que no son propiedad del Instituto 

Electoral, por lo que la disminución en el presupuesto propuesto 

provocaría que se tuvieran que desocupar los inmuebles 

arrendados, generando dos escenarios: el litigio de demandas de 

arrendamiento inmobiliario o el pago de las penas 

convencionales pactadas en cada contrato celebrado. 

Finalmente sostiene que la insuficiencia presupuestal provocada 

por el Congreso Local propicia que, ante el escenario planteado 

con anterioridad, el Instituto Electoral este imposibilitado 

materialmente para cumplir con sus atribuciones y funciones 

constitucionales y legales, lo que implica el incumplimiento de 

los derechos político-electorales y de participación ciudadana, y 
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la cancelación de muchas actividades que derivan de sus 

atribuciones normativas se ven afectadas. 

4. Vulneración al derecho constitucional de participar en las 

Consultas Populares y en la Revocación de Mandato. 

La parte actora sostiene que con el recorte presupuestal hecho 

en el Presupuesto de Egresos 2022, el Congreso Local vulnera 

el derecho constitucional de la ciudadanía a participar en las 

consultas populares y en la revocación de mandato, pues la falta 

de recursos impacta de manera directa en el desarrollo de ambos 

procesos comiciales, pues debido a la insuficiencia 

presupuestaria éstos no se podrían llevar a cabo. 

Lo que significa una afectación al derecho humano de 

participación política, pues por la falta de presupuesto se tendría 

que suprimir el derecho de la ciudadanía a la participación 

democrática que tendría que desarrollarse en el año dos mil 

veintidós, lo cual permite advertir que esa supresión no sería 

consonante con el principio ni con la idea de progresividad de los 

derechos humanos, en tanto que implicaría la privación de un 

derecho que ya había visualizado y proyectado.  

5. Violación a los principios de irreductibilidad y suficiencia 

presupuestal. 

Aduce la parte actora que el Presupuesto de Egresos 2022 

aprobado por el Congreso Local viola en su perjuicio los 

principios de irreductibilidad y suficiencia presupuestal 

previstos en la Constitución Local y en el Código Electoral 

necesarios para garantizar el cumplimiento de la función estatal 
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atribuida al Instituto Electoral, consistente en organizar los 

procesos electorales y de participación ciudadana, así como, el 

diseño y la implementación de las estrategias, programas 

materiales y demás acciones orientadas al fomento de la 

educación cívica y la construcción de ciudadanía, al reducir sin la 

debida motivación y fundamentación el presupuesto solicitado. 

Abunda en lo anterior indicando que el Instituto Electoral es un 

órgano autónomo y especializado en materia electoral cuyas 

funciones principales, de acuerdo con su normativa aplicable, se 

pueden clasificar en tres grandes rubros: 

1. La organización, desarrollo y vigilancia de los procesos 

electorales para las elecciones de la Jefatura de Gobierno, 

Diputaciones al Congreso Local y Alcaldías de la Ciudad de 

México; 

2. La organización, desarrollo, acompañamiento y vigilancia 

de los procesos comiciales y de participación ciudadana 

previstos en la Ley de Participación; 

3. Al diseño y la implementación de las estrategias, 

programas, materiales y demás acciones orientadas al 

fomento de la educación cívica y la construcción de 

ciudadanía. 

Por lo que, conforme a los tres ejes funcionales señalados, era 

obligación del Congreso Local garantizar la suficiencia 

presupuestaria del Instituto Electoral mediante la asignación 

suficiente de recursos que tiendan al oportuno y eficaz 

cumplimiento de dichas atribuciones. 
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6. Vulneración a las prerrogativas de los partidos políticos. 

Finalmente, arguye la parte actora que con la asignación 

presupuestal hecha mediante el Presupuesto de Egresos 2022 

se vulneran las prerrogativas de los partidos políticos, ya que, 

derivado del ajuste hecho al presupuesto propuesto, resultaría 

necesario que el Instituto Electoral llevara a cabo ajustes a las 

prerrogativas de los institutos políticos para el cumplimiento de 

sus funciones y atribuciones, tomando en cuenta que las 

prerrogativas de los partidos políticos no pueden estar por encima 

de los derechos humanos de las personas trabajadoras del 

Instituto Electoral. 

Bajo ese escenario, aduce que, como consecuencia de la 

reducción presupuestal de la que fue objeto por el Congreso 

Local, si el Instituto Electoral pondera que los derechos laborales 

de sus personas servidoras públicas son preferentes sobre la 

obligación entregar los recursos relacionados con las 

prerrogativas partidistas, estaría en imposibilidad material de 

entregar a los partidos políticos, aproximadamente, la cantidad de 

$120,341,345 (Ciento veinte millones trescientos cuarenta y 

un mil trescientos cuarenta y cinco pesos 00/100M.N.), 

afectando directamente el funcionamiento de dichos institutos 

políticos, con la consecuente anulación del derecho humano de 

participación de las personas habitantes de esta ciudad. 

B. Litis. La litis del presente asunto se constriñe en determinar, 

con base en los agravios hechos valer por la parte actora y acorde 

a los elementos de prueba que obran en el expediente, si fue 
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apegado a derecho o no la aprobación del Presupuesto de 

Egresos 2022. 

Asimismo, si se acredita o no que la actuación de la Jefatura de 

Gobierno, de la Secretaría de Finanzas y del Congreso Local 

durante el procedimiento de aprobación respectivo violentó en 

perjuicio del Instituto Electoral las garantías de autonomía, 

independencia, irreductibilidad y suficiencia presupuestal 

previstas en los artículos 116 fracción IV inciso c) de la 

Constitución Federal en relación con los diversos 46 apartado 

B párrafo 2 de la Constitución Local y Décimo Transitorio del 

Código Electoral. 

C. Pretensión. La parte actora pretende que este Tribunal 

Electoral, en plenitud de jurisdicción, ordene al Congreso Local 

que proceda a otorgarle al Instituto Electoral la asignación 

presupuestal correspondiente al ejercicio fiscal 2022, en 

cumplimiento a los principios de irreductibilidad y suficiencia 

presupuestal en relación directa con las garantías de autonomía 

e independencia de las que goza constitucionalmente. 

Finalmente, pretende que se dicte una declaratoria en la que se 

determine que la Jefa de Gobierno, la Secretaría de Finanzas y 

cualquier otra autoridad no tienen atribuciones para establecer o 

imponer cualquier techo presupuestario distinto al que fije el 

Consejo General del Instituto Electoral, así como, para enviar al 

Congreso Local un proyecto de presupuesto de egresos distinto 

al aprobado por la parte actora. 
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D. Metodología. En la especie, los planteamientos hechos valer 

por la parte actora se abordarán en forma diversa a como fueron 

propuestos en su demanda, atendiendo al Principio de Mayor 

Beneficio contenido en la Jurisprudencia P./J. 3/2005, sentada 

por la Suprema Corte de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 

EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE 

DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL 

PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL 

DE AQUELLOS QUE, AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO 

MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, 

INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 

CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES”. 

Ello acorde a la siguiente temática: 

A) En contra de la Jefa de Gobierno y de la Secretaría de 

Finanzas. 

1. Falta de facultades de la Jefa de Gobierno y de la 

Secretaría de Finanzas para modificar el Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral. 

2. Violación a la autonomía presupuestaria del Instituto 

Electoral. 

3. Indebida interpretación y aplicación del artículo 7º de 

la Ley de Austeridad. 

B) En contra del Congreso Local. 
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1. Indebida fundamentación y motivación en la 

reducción del Presupuesto de Egresos asignado al 

Instituto Electoral. 

2. Violación a las garantías de legalidad y de autonomía 

presupuestaria del Instituto Electoral. 

3. Violación a las garantías de irreductibilidad y 

suficiencia presupuestal del Instituto Electoral. 

4. Vulneración al derecho de la ciudadanía para 

participar en las Consultas Populares y en la Revocación 

de Mandato. 

5. Vulneración a las prerrogativas de los partidos 

políticos. 

Cabe aclarar que todos los agravios correspondientes al inciso A) 

se analizarán en su conjunto por estar íntimamente vinculados 

con la misma temática de impugnación. 

Asimismo, los agravios correspondientes al inciso B) 

identificados con los numerales 1 y 2 se analizarán en su 

conjunto; así como, los diversos 3, 4 y 5, dado que en ellos se 

abordan temáticas similares. 

Sin que el orden temático y metodología planteada genere 

afectación alguna a la parte actora, en virtud, de que ha sido 

criterio reiterado de la Sala Superior y de los Tribunales 

Colegiados de Circuito, que no causa lesión jurídica la forma en 

cómo se analizan los agravios, siempre que se atienda al mayor 

beneficio de las partes promoventes. 
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Lo anterior, de conformidad con la Jurisprudencia 04/2000, de 

Sala Superior, con el rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN 

CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”54, y a la 

diversa I.4o.A. J/83, de los Tribunales Colegiados de Circuito, 

cuyo rubro es: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO 

INDIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU 

CONCESIÓN DEBE PREFERIR LOS RELACIONADOS CON 

EL FONDO DEL ASUNTO A LOS FORMALES, O BIEN, 

ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO.” 

QUINTA. Estudio de fondo. Como ya se señaló, la pretensión 

fundamental de la parte actora radica en que este Tribunal 

Electoral ordene al Congreso Local otorgue al Instituto Electoral 

la asignación presupuestal correspondiente al ejercicio fiscal 

2022, en cumplimiento a los principios de irreductibilidad, 

suficiencia presupuestal, autonomía e independencia. 

Asimismo, que se declare que la Jefa de Gobierno y la Secretaría 

de Finanzas no tienen atribuciones para imponer cualquier tipo 

de techo presupuestario distinto al fijado por el Instituto Electoral 

y que dichas autoridades responsables no tienen facultades para 

enviar al Congreso Local un proyecto de presupuesto de egresos 

diverso al aprobado por la parte actora. 

En función de lo anterior, este órgano jurisdiccional procede a 

analizar los motivos de disenso de conformidad con la temática y 

metodología señaladas en el apartado anterior. 

 
54 Consultable en http://sitios.te.gob.mx/ius_electoral/ 

http://sitios.te.gob.mx/ius_electoral/
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A) En contra de la Jefa de Gobierno y de la Secretaría de 

Finanzas. 

1. Falta de facultades de la Jefa de Gobierno y de la 

Secretaría de Finanzas para modificar el Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral. 

2. Violación a la autonomía presupuestaria del Instituto 

Electoral. 

3. Indebida interpretación y aplicación del artículo 7º de la 

Ley de Austeridad. 

Señala sustancialmente la parte actora en su demanda que: 

• La Jefatura de Gobierno, por conducto de la Secretaría de 

Finanzas, modificó unilateralmente y sin facultades para 

ello el monto del Presupuesto de Egresos aprobado por el 

Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022, 

violentándose con ello su garantía de autonomía 

presupuestaria. 

• Lo anterior al reducir de forma considerable el monto de lo 

solicitado al Congreso Local, sin fundamentar ni motivar 

dicha circunstancia, lo que se tradujo en un franca violación 

a su autonomía presupuestal y al principio de legalidad, ya 

que no se incluyeron las razones y fundamentos que 

dichas autoridades hubieran tenido en consideración para 

llevar a cabo la reducción en el Presupuesto de Egresos 

del Instituto Electoral. 
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• La indebida modificación y envió al Congreso Local del 

proyecto original del presupuesto de egresos del Instituto 

Electoral por parte de la Jefa de Gobierno y la Secretaría 

de Finanzas materializó una afectación y menoscabo al 

principio de autonomía presupuestal del que goza la parte 

actora, al aprobarse el Presupuesto de Egresos 2022 e 

incluirse en éste las modificaciones propuestas por las 

autoridades responsables. 

• La Jefa de Gobierno y la Secretaría de Finanzas carecen 

de facultades legales para presentar al Congreso Local 

una propuesta de Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral con un monto distinto al aprobado por su 

Consejo General, pues no existe una norma legal que le 

otorgue facultades a ambas autoridades responsables 

para modificar o alterar el monto presupuestado por la 

parte actora, afectando con ello no solo la autonomía del 

órgano electoral local, sino también su capacidad funcional 

y operativa. 

• Que la Jefa de Gobierno y la Secretaría de Finanzas 

llevaron a cabo una interpretación errónea del artículo 7 de 

la Ley de Austeridad, en el sentido de que los órganos 

autónomos deben realizar su proyecto de presupuesto de 

egresos con base en el techo presupuestal que fije la 

Secretaría de Finanzas, ya que tal interpretación es 

contraria al principio de autonomía presupuestaria, por 

lo que solicita a este Tribunal Electoral declare la 

inaplicación de dicha porción normativa, o bien, sea 

interpretada de manera sistemática. 
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Los agravios formulados por la parte actora son fundados, tal y 

como se expone en los siguientes apartados. 

a) El Instituto Electoral es un órgano constitucional 

autónomo. 

-Doctrina y Jurisprudencia. 

Sobre la idea de los órganos autónomos en materia electoral, la 

doctrina ha establecido una serie de rasgos identificadores que 

permiten un acercamiento sobre su tratamiento en las 

Constituciones locales pues, a diferencia de otro tipo de órganos, 

entes o instituciones, los OPLES se han edificado bajo una 

naturaleza jurídica concreta en estricta observancia a lo 

establecido por el artículo 116 de la Constitución Federal, es 

decir, como órganos constitucionales autónomos, lo que 

significa que la autonomía que se les reconoce desde la Norma 

Suprema es plena y carente de condicionamientos, aunque no 

por ello ilimitada55. 

Asimismo, se les ha identificado como órganos cuya estructura 

se encuentra enteramente dictada desde la Constitución, que 

gozan de una posición de igualdad respecto a los otros 

poderes del Estado –Ejecutivo, Legislativo y Judicial—, como 

elementos necesarios del ordenamiento constitucional y una 

pieza indefectible del Estado, principalmente porque 

 
55 Astudillo, César y Córdova Vianello, Lorenzo, Los Árbitros de las Elecciones Estatales. 
Una radiografía de su arquitectura institucional, prol. David Gómez Álvarez, México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Jalisco, 2010, pp. 44 y ss. 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

100 
 

coadyuvaban con los demás poderes públicos en la dirección 

política del Estado56. 

Dentro de las notas distintivas de los OPLES que han sido 

identificadas por la doctrina, se encuentran las siguientes:57 

• La Inmediatez.- Son instituciones que se encuentran 

configuradas en forma directa desde la Constitución 

Federal y reforzadas en las Constituciones estatales y leyes 

generales, garantizando así su existencia, autonomía e 

independencia. Además, las constituciones estatales se 

encargan de instituir la función estatal de organizar las 

elecciones, de crear el órgano depositario de dicha función, 

determinando su integración, sus atribuciones principales, 

su organización básica, los principios que han de guiar su 

actuación, los ámbitos de autonomía reconocidos y 

garantizados por el ordenamiento jurídico y las 

principales piezas del estatuto jurídico de sus personas 

titulares. 

• El Estatus.- Se encuentran ubicados en el vértice del 

sistema constitucional de los estados, a la par de los 

poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial del Estado y de 

los demás órganos constitucionales autónomos, con 

quienes mantienen relaciones de coordinación y de no 

subordinación. 

• El Objeto.- Se les encomienda el ejercicio de la función 

estatal de organizar las elecciones en el ámbito de la 

 
56 Ibidem, p. 44 y 45. 
57 Ibidem, p. 46 y 47. 
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entidad federativa, de lo que deriva que su actividad se 

considere de la más alta relevancia para la renovación 

periódica de los poderes públicos y, de manera más 

general, para la consolidación de la democracia. 

• La Autonomía.- Tienen reconocido y asegurado un amplio 

margen de autonomía que les permite interactuar en un 

espacio institucional propio, ajeno a injerencias, para que 

puedan cumplir con las atribuciones que 

constitucionalmente tienen encomendadas bajo el 

seguimiento de los principios que rigen la función electoral. 

• La Independencia.- Se les asignan suficientes garantías 

para asegurar tanto la independencia objetiva del 

órgano en sus relaciones con los demás, como la 

independencia subjetiva de sus principales funcionarios, 

con el objeto de que mantengan la calidad técnica de su 

labor sin someterse a presiones o interferencias de 

ninguna especie. 

• Los Criterios de actuación institucional.- Están obligados a 

desplegar todas sus actividades bajo criterios 

estrictamente técnicos y especializados. Son órganos 

profesionales que deben actuar en consonancia con los 

principios de certeza, imparcialidad, independencia, 

legalidad y objetividad, y bajo la observancia de cánones de 

funcionamiento y supervisión que impidan que sus 

decisiones se orienten por intereses ajenos, a fin de brindar 

confianza a la ciudadanía y fortalecer su legitimidad. 
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• La Transparencia y rendición de cuentas.- Representan 

instancias que, como cualquier poder público, tienen la 

obligación de informar periódicamente sobre el ejercicio de 

su labor, rendir cuentas de los recursos públicos que 

ejercen y poner al alcance de la ciudadanía la información 

pública que produzcan. 

• La Concentración de su esquema de fuentes.- En su 

actuación están sometidos al respeto irrestricto a la 

Constitución Federal y a la legislación electoral, como 

consecuencia inmediata de su sometimiento a los principios 

de constitucionalidad y legalidad. 

• El Control de sus actos.- Sus actos y resoluciones son 

sometidos a un control posterior para garantizar el 

cumplimiento de los principios de constitucionalidad y 

legalidad, para lo cual las Constituciones locales deben 

establecer un sistema de medios de impugnación en 

materia electoral. 

Finalmente, la doctrina ha establecido que la autonomía de los 

OPLES se manifiesta en términos de la siguiente tipología:58 

• Técnica.- Como la capacidad de los organismos para 

decidir en los asuntos propios de la materia especifica que 

les ha sido asignada, mediante procedimientos 

especializados, con personal calificado para atenderlos. 

Los órganos no están sometidos a las reglas de gestión 

 
58 Ugalde Calderón, Filiberto Valentín, “Órganos constitucionales autónomos”, Revista del 
Instituto de la Judicatura Federal, número 29, año 2010, p. 258. 
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administrativa y financiera que son aplicables a los 

servicios centralizados del Estado. 

• Orgánica administrativa.- Que no dependen 

jerárquicamente de ningún otro poder u entidad. Se trata de 

independencia de acción entre órganos u organismos 

públicos, los que no están sujetos a subordinación. 

Establecen parámetros de organización interna. 

• Financiera-presupuestaria.- Gozan de la facultad de 

definir y proponer sus propios presupuestos y, de 

disponer de los recursos que les sean asignados para 

el cumplimiento de sus fines. Ello garantiza su 

independencia económica. Es la capacidad para 

proyectar, gestionar y ejercer el presupuesto. 

• Normativa.- Consiste en que se encuentran facultados para 

emitir sus reglamentos, políticas, lineamientos y en general, 

todo tipo de normas relacionadas con su organización y 

administración internas. 

• De funcionamiento.- Es una combinación de los otros tipos 

de autonomía, implica que los organismos cuenten con 

la capacidad para realizar, sin restricción o 

impedimento alguno, todas las actividades inherentes 

a sus atribuciones o facultades, lo cual involucra la 

autonomía técnica como a la orgánica, financiera-

presupuestal y normativa. 
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• Plena.- Implica una autonomía total, es decir, una 

autentica posibilidad de gobernarse sin subordinación 

externa. 

Por otro lado, la Suprema Corte ha identificado las siguientes 

notas distintivas y características de los órganos 

constitucionales autónomos:59 

1.- Surgen en Europa y su establecimiento se expandió por Asia 

y América, como resultado de una nueva concepción del Poder, 

bajo una idea de equilibrio constitucional basada en los 

controles de Poder, evolucionando con ello la teoría tradicional 

de la división de poderes, por lo que se dejó de concebir la 

organización del Estado derivada de los tres poderes 

tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), que sin perder su 

esencia, actualmente se habla de que dicho principio debe 

considerarse como una distribución de funciones o 

competencias, para hacer más eficaz, el desarrollo de las 

actividades encomendadas al Estado. 

2.- Su creación se justificó por la necesidad de establecer 

órganos encaminados a la defensa de los derechos 

fundamentales y de lograr controlar la constitucionalidad de los 

actos de los depositarios del poder público. 

3.- Se establecieron en los textos constitucionales, dotándolos 

de garantías de actuación e independencia en su estructura 

orgánica para que alcancen los fines para los que fueron creados, 

 
59 Al resolver la Controversia Constitucional 32/2005, y en la Jurisprudencia 20/2007, 
de rubro: “ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS DISTINTIVAS Y 
CARACTERÍSTICAS.” 
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es decir, para que ejerzan una función propia del Estado, que 

por su especialización e importancia social requería 

autonomía de los clásicos poderes del Estado. 

4.- En el caso de nuestro país, la creación de este tipo de órganos 

no altera o destruye la tradicional doctrina de la división de 

poderes, pues la circunstancia de que los referidos órganos 

guarden autonomía e independencia de los poderes 

primarios, no significa que no formen parte del Estado 

mexicano, pues su misión principal, radica en atender 

necesidades torales tanto del Estado como de la sociedad en 

general, conformándose como nuevos organismos que se 

encuentran a la par de los órganos tradicionales. 

5.- Sus características esenciales son las siguientes: 

a) Deben estar establecidos y configurados directamente en 

la Constitución Federal;  

b) Deben mantener con los otros órganos del Estado 

relaciones de coordinación;  

c) Deben contar con autonomía e independencia 

funcional y financiera;  

d) Deben atender funciones coyunturales del Estado que 

requieran ser eficazmente atendidas en beneficio de la 

sociedad. 
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-Marco Regulatorio Federal. 

De conformidad con los artículos 41, Base V, fracción V, 

Apartados A y C, 116, fracción IV, incisos b) y c), de la 

Constitución Federal la organización de las elecciones en las 

entidades federativas es una función constitucional que realizan 

los OPLES en cuyo ejercicio regirán los principios de certeza, 

imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad, 

objetividad y gozarán de autonomía en su funcionamiento e 

independencia en sus decisiones. 

Por su parte, el artículo 116, fracción IV, inciso c) de la 

Constitución Federal prevé que las Constituciones y leyes de 

los Estados garantizarán que los OPLES –como autoridades en 

materia electoral encargadas de la organización de elecciones –, 

gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia 

en sus decisiones. 

Asimismo, el artículo 122 fracción IX de la Ley Suprema establece 

que la Constitución Local y las leyes de la Ciudad de México 

deberán ajustarse a las reglas que en materia electoral 

establece la fracción IV del artículo 116 de esta Constitución 

Federal y las leyes generales correspondientes. 

Finalmente, en virtud de la reforma constitucional y legal en 

materia electoral de dos mil catorce, en los artículos 5, 98 y 99 de 

la LEGIPE se estableció que los OPLES gozarán de autonomía 

en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en 

los términos previstos en la Constitución Federal, en la propia 

LEGIPE, en las Constituciones y Leyes locales; y se regirán por 
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los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, 

máxima publicidad y objetividad. 

-Marco Regulatorio de la Ciudad de México. 

Por su parte, la Constitución Local prevé, en su artículo 46 

apartado A, que los organismos autónomos son aquellos entes 

de carácter especializado e imparcial; con personalidad jurídica y 

patrimonios propios; cuentan con plena autonomía técnica y 

de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su 

presupuesto y para determinar su organización interna de 

conformidad con lo previsto en las leyes correspondientes.  

Entre los organismos autónomos que se contemplan en la 

normatividad suprema de la Ciudad de México, según se 

desprende del mismo numeral en su inciso e), se encuentra el 

Instituto Electoral. 

Asimismo, el artículo 50 de la Constitución Local señala que la 

organización, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales 

para las elecciones de la Jefatura de Gobierno, diputaciones 

al Congreso Local y alcaldías de la Ciudad de México, así 

como, de los procesos de participación ciudadana, mediante 

los cuales se ejerce la ciudadanía, son funciones que se 

realizan a través del Instituto Electoral, quien tendrá a su cargo 

el diseño e implementación de las estrategias, programas, 

materiales y demás acciones orientadas al fomento de la 

educación cívica y la construcción de ciudadanía. 
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En el ejercicio de dicha función, el Instituto Electoral se guiará por 

los principios rectores de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, objetividad y máxima publicidad. 

A su vez, en el artículo 36 del Código Electoral señala que el 

Instituto Electoral realizará la organización, el desarrollo y la 

vigilancia de los procesos electorales para las elecciones de 

Jefatura de Gobierno, diputaciones al Congreso Local y de las 

alcaldías en la Ciudad de México, así como, de los procesos de 

participación ciudadana. Tendrá a su cargo el diseño y la 

implementación de las estrategias, programas, materiales y 

demás acciones orientadas al fomento de la educación cívica y la 

construcción de ciudadanía. 

Para lo cual, se señala en el mencionado dispositivo, el Instituto 

Electoral gozará de autonomía en su funcionamiento e 

independencia en sus decisiones, debiendo cumplir sus 

funciones bajo los principios de certeza, legalidad, 

independencia, imparcialidad, objetividad y máxima publicidad. 

-Conclusión. 

Conforme a lo establecido en la doctrina, la Jurisprudencia de la 

Suprema Corte y la legislación federal y local, podemos advertir 

que el Instituto Electoral es, en efecto, un órgano constitucional 

autónomo ya que: 

1.- Tiene su origen y está configurado directamente en la 

Constitución Federal (artículo 41 fracción V y apartado C, en 

relación con el diverso 116, fracción IV incisos b) y c)), en la 

Constitución Local (artículos 46 apartado A, inciso e) y 50 párrafo 



 
 

 
TECDMX-JEL-387/2021 

 

109 

1) y en la LEGIPE (artículos 5º, 98 y 99), los que, en su conjunto, 

integran un bloque de constitucionalidad. 

2.- Mantiene con los otros órganos del Estado -Ejecutivo, 

Legislativo, Judicial y otros entes autónomos-, relaciones de 

coordinación, ya que es un órgano necesario para lograr una 

efectiva configuración y funcionamiento del modelo del Estado de 

Derecho. 

3.- Tiene a su cargo funciones coyunturales del Estado que 

requieren ser eficazmente atendidas en beneficio de la sociedad, 

tal como lo es la función electoral de organización, desarrollo y 

vigilancia de los procesos electorales y de participación 

ciudadana en la Ciudad de México. 

4.- Goza de autonomía funcional ya que cuenta con la potestad 

de emitir sus actos y resoluciones sin sujetarse a ninguna 

indicación o directriz de algún órgano o poder, es decir, cuenta 

con autonomía en la determinación de sus decisiones. 

5.- Asimismo, cuenta con plena autonomía y capacidad para 

decidir sobre el ejercicio de su presupuesto, es decir, se 

autodetermina en el manejo de los recursos económicos que le 

son otorgados, sujetándose a la normatividad de la materia. 

De lo expuesto, se advierte que el Instituto Electoral se encuentra 

dotado de las garantías constitucionales de autonomía e 

independencia para el desempeño de sus atribuciones, con 

lo cual se pretende que el ejercicio de la función de organización, 

desarrollo y vigilancia de los procesos electorales y de 

participación ciudadana, se lleven a cabo con la efectividad y 
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eficacia necesarias para dar vigencia a los principios de certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y máxima 

publicidad. 

Por ende, en el ejercicio de su función electoral, la autonomía e 

independencia a que se refieren los artículos 116, fracción IV, 

inciso c) de la Constitución Federal, 46 apartado A de la 

Constitución Local, así como, 5º, 98 y 99 de la LEGIPE (como 

garantía institucional para una división funcional de los poderes 

del Estado) juegan un papel fundamental, pues con ellas se evita 

la injerencia o presión de agentes externos o la intromisión de los 

otros poderes -Ejecutivo, Legislativo y Judicial locales- que 

pudieran poner en riesgo la operación del Instituto Electoral 

y, por ende, el cumplimiento de sus funciones 

constitucionales. 

b) El Instituto Electoral goza de las mismas garantías de 

autonomía e independencia aplicables a los órganos 

jurisdiccionales electorales. 

Tal como fue analizado en el apartado anterior, el ejercicio de la 

función electoral de organización, desarrollo y vigilancia de los 

procesos electorales y comiciales en la Ciudad de México, por 

disposición constitucional, se encuentra encomendado al Instituto 

Electoral, quien debe guiar su actuación conforme a los principios 

de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia.  

Para ello, desde la Norma Suprema se le confieren garantías 

institucionales que le permiten el ejercicio de sus atribuciones sin 

la intervención externa de agentes o poderes que pudieran, tanto 
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jurídicamente como en los hechos, intervenir no sólo en la toma 

de decisiones, sino en el correcto funcionamiento del OPLE; por 

ello, las garantías de autonomía en su funcionamiento e 

independencia en sus decisiones se ensalzan como los dos 

pilares fundamentales sobre los que se sostiene el 

funcionamiento y la subsistencia de las instituciones electorales. 

La garantía institucional de independencia en favor de los 

OPLES ha sido interpretada por la Suprema Corte60 como una 

garantía constitucional a favor de la ciudadanía y de los 

propios partidos políticos, y se traduce en aquella situación 

institucional que permite a las autoridades electorales emitir sus 

decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la 

normatividad aplicable, sin tener que acatar o someterse a 

indicaciones, instrucciones, sugerencias o insinuaciones, 

provenientes ya sea de superiores jerárquicos, de otros 

poderes del Estado o, incluso, de personas con las que guardan 

alguna relación de afinidad política, social o cultural. 

Por su parte, el principio de certeza -conforme a lo señalado por 

la propia Suprema Corte- asegura la continuidad republicana de 

la vida institucional, al hacer posible que mediante elecciones 

celebradas regularmente y con oportunidad se dé la renovación 

de los integrantes de los poderes Legislativo y Ejecutivo. 

El principio de imparcialidad, por otro lado, es inherente al 

Estado de Derecho y a los poderes que ejercen sus atribuciones, 

sin embargo, referido al OPLE en la Ciudad de México cobra una 

significación especial, pues obliga a que las normas 

 
60 Al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 138/2007. 
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reglamentarias garanticen que en el ejercicio de la función se 

eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad 

partidista. 

Sentado lo anterior, resulta importante traer a colación un tema 

indispensable para la resolución del presente asunto, el relativo a 

las garantías institucionales de las que gozan los poderes 

judiciales locales y que, por disposición del Alto Tribunal del 

país, resultan también aplicables no sólo a los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral sino también a los OPLES. 

En efecto, la Suprema Corte61 ha establecido que el artículo 116 

de la Constitución Federal consagra una serie de contenidos 

tendentes a garantizar la autonomía y la independencia de los 

poderes judiciales locales; es decir, ha señalado las 

modalidades concretas respecto de las cuales no es posible 

admitir intromisiones, dependencias o subordinaciones por 

parte de un poder público respecto de otros.  

Así, en lo que toca a la esfera reservada a los órganos judiciales 

de las entidades federativas, la fracción III del artículo 116 

constitucional establece principios que implican la inamovilidad, 

la inmutabilidad salarial y la carrera judicial para las personas 

juzgadoras, tal como se desprende de la jurisprudencia P./J. 

101/2000, de rubro: “PODERES JUDICIALES DE LOS 

ESTADOS. MARCO JURÍDICO DE GARANTÍAS 

ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL.”. 

 
61 Al resolver la Controversia Constitucional 15/2021. 
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Además de dichas garantías, también existe la autonomía de la 

gestión presupuestal que se erige como condición necesaria 

para que los poderes judiciales locales puedan ejercer sus 

funciones jurisdiccionales con plena independencia. Sin aquélla, 

se dificultaría el logro de la inmutabilidad salarial, el adecuado 

funcionamiento de la carrera judicial y la inamovilidad de las 

personas juzgadoras.  

Por ser una circunstancia que condiciona la independencia 

judicial, la autonomía de la gestión presupuestal debe 

sumarse a la remuneración adecuada y no disminuible, 

carrera judicial e inmovilidad de las personas juzgadoras, 

como principios fundamentales.  

Así, si se tiene en cuenta que la autonomía de la gestión 

presupuestal tiene el carácter de principio fundamental de la 

independencia de los Poderes Judiciales locales, es claro que 

no puede quedar sujeta a las limitaciones de otros poderes, 

pues ello conllevaría a la violación del principio de división 

de poderes que garantiza el artículo 116 constitucional. 

Con base en ello, el Máximo Tribunal determinó que el principio 

de división de poderes se violenta cuando se cumplen alguna 

de las siguientes condiciones: 

a) En cumplimiento de una norma jurídica, o bien de manera 

libre, se actualice una conducta imputable a alguno de los 

poderes Legislativo o Ejecutivo.  

b) Que dicha conducta implique la intromisión, en los 

términos antes definidos, de uno de esos poderes en la 
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esfera de competencia del poder judicial, o bien, que uno 

de esos poderes realice actos que coloquen al poder 

judicial en un estado de dependencia o de subordinación 

con respecto a él. 

c) Que la intromisión, dependencia o subordinación de 

otro poder verse sobre cualquiera de los siguientes 

aspectos:  

i) Nombramiento, promoción e indebida remoción de los 

miembros del poder judicial. 

ii) Inmutabilidad salarial (remuneración adecuada y no 

disminuible). 

iii) Carrera judicial. 

iv) Autonomía en la gestión presupuestal. 

Lo anterior, acorde con la Jurisprudencia P./J. 81/2004, sentada 

por la Suprema Corte, de rubro: “PODERES JUDICIALES 

LOCALES. CONDICIONES NECESARIAS PARA QUE SE 

ACTUALICE LA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE 

PODERES EN PERJUICIO DE AQUÉLLOS.”, y con la diversa 

Jurisprudencia P./J. 83/2004, de rubro: “PODERES 

JUDICIALES LOCALES. LA LIMITACIÓN DE SU AUTONOMÍA 

EN LA GESTIÓN PRESUPUESTAL IMPLICA VIOLACIÓN AL 

PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES.” 

Por otro lado, la Suprema Corte ha señalado que los alcances de 

las garantías de autonomía e independencia (incluidos los de 

autonomía presupuestal), configuradas para los poderes 
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judiciales locales, también resultan aplicables a los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral, tal como se desprende 

de los siguientes criterios jurisprudenciales:  

-Tesis 1a. XXXIX/2001, de rubro: “MAGISTRADOS DEL 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA. LOS ARTICULOS 57, ULTIMO 

PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA, Y 256 DE LA 

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL, AMBOS DE DICHA 

ENTIDAD, QUE PERMITEN LA DISMINUCION DE SU 

REMUNERACION DURANTE LOS AÑOS NO ELECTORALES, 

VIOLAN LA GARANTIA DE INDEPENDENCIA JUDICIAL 

TUTELADA POR LOS ARTICULOS 17 Y 116, FRACCIONES III 

Y IV, INCISO C), CONSTITUCIONALES.” 

-Tesis P. XVII/2006, de rubro: “MAGISTRADOS 

ELECTORALES DE SALAS REGIONALES. CONFORME A LA 

INTERPRETACION DE LO DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 

CONSTITUCIONALES QUE RIGEN SU DESIGNACION 

ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA JUDICIAL, 

DEBEN EJERCER EL CARGO DE MANERA PERMANENTE E 

ININTERRUMPIDA DURANTE OCHO AÑOS.” 

-Tesis P. XVIII/2006, de rubro: “MAGISTRADOS 

ELECTORALES DE SALAS REGIONALES. LA 

INTERPRETACION DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL QUE 

RIGE SU DESIGNACION, SU DURACION EN EL CARGO Y LA 

REMUNERACION QUE LES CORRESPONDE, PERMITE 

CONCLUIR QUE NO PUEDEN DESEMPEÑAR UN DIVERSO 
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EMPLEO DURANTE EL PERIODO POR EL CUAL FUERON 

DESIGNADOS.” 

Finalmente, la Suprema Corte ha determinado62 que los OPLES, 

como autoridades que tienen a su cargo la organización, 

desarrollo y vigilancia de los procesos electorales, se rigen bajo 

los mismos principios que las autoridades jurisdiccionales 

en materia electoral, es decir, en el goce de la autonomía en 

su funcionamiento e independencia en sus decisiones, 

conforme lo establece el artículo 116, fracción IV, incisos b) y c) 

de la Constitución Federal. 

Lo anterior, puesto que en ambos casos, la finalidad del órgano 

reformador de la Constitución Federal, fue que las autoridades 

electorales (tanto administrativas como jurisdiccionales) 

dada la alta función que les fue encomendada, emitieran sus 

decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la 

normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o 

someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o 

insinuaciones provenientes de superiores jerárquicos, de 

otros Poderes del Estado o de personas con las que guardan 

alguna relación de afinidad política, social o cultural. 

De ahí que el Alto Tribunal concluyera que los conceptos de 

autonomía e independencia que se han desarrollado en torno 

 
62 En la Acción de Inconstitucionalidad 138/2007, y en la Jurisprudencia P./J. 90/2007, 
de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, 
INCISO D), DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN, QUE PREVÉ 
QUE LOS CONSEJEROS ELECTORALES DEL INSTITUTO ELECTORAL ESTATAL 
GOZARÁN DURANTE LOS PROCESOS ELECTORALES DE LA REMUNERACIÓN QUE 
DE ACUERDO AL PRESUPUESTO DE EGRESOS LES CORRESPONDA Y QUE ENTRE 
PROCESOS, RECIBIRÁN ÚNICAMENTE DIETAS DE ASISTENCIA A LA SESIÓN, 
TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE INDEPENDENCIA, AUTONOMÍA E 
IMPARCIALIDAD.”. 
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a los poderes judiciales locales y a los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral sean aplicables también 

a los OPLES, en virtud de que el objetivo por alcanzar es que 

tanto las personas funcionarias a quienes se les ha encomendado 

la función de la administración de justicia, como aquellas que 

tienen el encargo de organizar, conducir, y vigilar los comicios 

estatales, no se vean expuestos a influencias extrañas que 

afecten su imparcialidad, en perjuicio de la sociedad. 

Por ende, tratándose del Instituto Electoral deben operar los 

mismos lineamientos generales instituidos para el poder 

judicial local y para el órgano jurisdiccional en materia 

electoral local, al formar parte del bloque de reglas y principios 

instituidos por el órgano reformador de la Constitución Federal en 

el artículo 116 fracción IV y, por ende, los mismos principios 

rectores y valores democráticos, los que sirven de guía para 

cimentar razonamientos que integren un orden jurídico armónico, 

el cual debe guardar uniformidad y consistencia en relación con 

los fines que persigue el sistema electoral mexicano. 

Lo que encuentra apoyo en la Tesis P. XXXVII/2006, de la 

Suprema Corte, de rubro: “MATERIA ELECTORAL. PARA EL 

ANALISIS DE LAS LEYES RELATIVAS ES PERTINENTE 

ACUDIR A LOS PRINCIPIOS RECTORES Y VALORES 

DEMOCRATICOS PREVISTOS EN LOS ARTICULOS 41 Y 116, 

FRACCION IV, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.” 
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c) El Instituto Electoral cuenta con autonomía presupuestal. 

-Marco Regulatorio Federal. 

El artículo 122 de la Constitución Federal señala que la Ciudad 

de México es una entidad federativa que goza de autonomía en 

todo lo concerniente a su régimen interior y a su organización 

política y administrativa. 

Asimismo, indica que el gobierno de la Ciudad de México estará 

a cargo de sus poderes locales, en los términos establecidos en 

la Constitución Local, la cual se ajustará a lo dispuesto en la 

Constitución Federal y, entre otras, a las bases siguientes: 

• Los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como, los 

organismos con autonomía constitucional, deberán 

incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los 

tabuladores desglosados de las remuneraciones que se 

propone perciban sus servidores públicos. Estas 

propuestas deberán observar el procedimiento que para 

la aprobación del presupuesto de egresos establezcan 

la Constitución Local y las leyes locales. 

• La Constitución Local y las leyes de la Ciudad de México 

deberán ajustarse a las reglas que en materia electoral 

establece la fracción IV del artículo 116 de la 

Constitución Federal y las leyes generales 

correspondientes. 
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-Marco Regulatorio de la Ciudad de México. 

Por su parte, el artículo 33 del Código Electoral establece que el 

Instituto Electoral se rige para su organización, funcionamiento y 

control, por las disposiciones contenidas en la Constitución 

Federal, las leyes generales de la materia, la Constitución Local, 

la Ley Procesal y el propio Código Electoral. 

Asimismo, sin vulnerar su autonomía, les serán aplicables las 

disposiciones relativas de la Ley de Austeridad.63 

Asimismo, el artículo 50 fracción VIII del Código Electoral indica 

que son atribuciones del Consejo General del Instituto Electoral, 

aprobar, a más tardar el último día de octubre de cada año, sus 

proyectos de Presupuesto de Egresos y Programa Operativo 

Anual que proponga la persona Consejera Presidenta para el 

siguiente ejercicio fiscal; ordenando su remisión a la Jefatura 

de Gobierno para que se incluya en el Proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México. 

Finalmente, los artículos 7º fracción I y 48 de la Ley de 

Austeridad, aplicables a la parte actora, indican que: 

a) La autonomía presupuestaria y de gestión otorgada a 

Instituto Electoral comprende, entre otros, la de aprobar su 

proyecto de presupuesto y enviarlo a la Secretaría de 

Finanzas para su integración al proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, 

 
63 Cabe recordar que, como se mencionó previamente, si bien el Código Electoral habla de 
la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente de la Ciudad de México, lo cierto es que, por 
disposición del artículo Sexto Transitorio de la Ley de Austeridad dicha ley fue abrogada, 
determinándose al efecto que a partir de su entrada en vigor las referencias a la Ley de 
Presupuesto se deberán entender realizadas a la Ley de Austeridad. 
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observando las previsiones de ingresos que le comunique 

la Secretaría de Finanzas y los criterios generales en los 

cuales se fundamente el Decreto respectivo. 

b) El Instituto Electoral presentará a la Secretaría Finanzas 

sus proyectos de presupuesto, a efecto de integrarlo al 

proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México, a más tardar diez días naturales antes de la fecha 

de presentación. Su proyecto de presupuesto deberá 

incorporar perspectiva de derechos humanos. 

De lo trasunto, se advierte que el Instituto Electoral no solo cuenta 

con autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones, 

sino que además la normativa federal y local le confieren 

autonomía de gestión presupuestal, traducida como la facultad 

de elaborar sus proyectos de Presupuesto de Egresos y 

Programa Operativo Anual, a fin de enviar el primero de ellos a la 

Jefatura de Gobierno para que ésta lo incluya en el Proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, que 

eventualmente habrá de aprobar el Congreso Local. 

Así las cosas, partiendo de la idea de que los mismos principios 

que rigen la autonomía e independencia de los poderes judiciales 

locales y de los órganos jurisdiccionales en materia electoral le 

son aplicables a los OPLES, se puede afirmar válidamente que la 

autonomía de gestión presupuestal se erige como condición 

necesaria para que el Instituto Electoral pueda ejercer sus 

funciones con plena independencia, pues dicha autonomía no 

puede quedar sujeta a las limitaciones de otros poderes, ya 

que ello implicaría una violación del principio de división de 
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poderes que garantiza el artículo 116 de la Constitución 

Federal. 

d) Marco normativo para la integración y aprobación del 

Presupuesto de Egresos 2022. 

Tal como se desprende de los artículos 122 apartado A de la 

Constitución Federal, así como, 21, 29 y 32 de la Constitución 

Local, los requisitos y facultades normativas asignadas a la 

Jefatura de Gobierno y al Congreso Local en materia 

presupuestal, son las siguientes: 

1) Corresponde al Congreso Local la aprobación anual del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México; 

2) El Presupuesto de Egresos de los Poderes, las alcaldías 

y de todo organismo autónomo; se sujetará a las 

previsiones de ingresos de la Hacienda Pública de la 

Ciudad en los términos de la Constitución Federal, de la 

Constitución Local, la normatividad general y local aplicable 

y los lineamientos propios que deriven de su autonomía, en 

materia de disciplina financiera, ejercicio y control 

presupuestario; 

3) El Congreso Local es la autoridad competente para 

examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México, aprobando primero 

las contribuciones, así como, otros ingresos necesarios para 

financiar el gasto; 
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4) A la Jefatura de Gobierno le compete presentar al 

Congreso Local la iniciativa de Proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México, en los términos 

previstos por la Constitución Local. 

Asimismo, los artículos 7º fracción I, 19, 20, 21 párrafo tercero, 

44, 47, 48 y 90 de la Ley de Austeridad señalan los requisitos y 

el procedimiento al que se sujetará la aprobación del Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México, así como, el presupuesto de 

egresos del Instituto Electoral, en los siguientes términos: 

1) La autonomía presupuestaria y de gestión otorgada al 

Instituto Electoral comprende, entre otros, la de aprobar su 

propio proyecto de presupuesto y enviarlo a la 

Secretaría de Finanzas para su integración al proyecto 

de Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, 

observando las previsiones de ingresos que le comunique la 

Secretaría de Finanzas y los criterios generales en los cuales 

se fundamente el Decreto respectivo. 

2) El Instituto Electoral presentará a la Secretaría Finanzas 

su proyecto de presupuesto de egresos, a efecto de que 

ésta lo integre al proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México a más tardar diez días naturales antes 

de la fecha de presentación. Dicho proyecto de 

presupuesto deberá incorporar perspectiva de derechos 

humanos. 

3) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

de México será presentado anualmente por la Jefatura de 
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Gobierno al Congreso Local para su análisis y aprobación, a 

más tardar el treinta de noviembre o hasta el veinte de 

diciembre, cuando se trate del año en que inicie su encargo. 

4) El Congreso Local deberá aprobar el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México a más tardar el quince 

de diciembre. 

5) El Congreso Local, a través de la Comisión de 

Presupuesto y Cuenta Pública, elaborará el dictamen relativo 

al presupuesto y al hacerlo podrá realizar una valoración 

del impacto presupuestario de la iniciativa de Ley o 

Decreto, con el apoyo de la Unidad de Estudios y Finanzas 

Públicas y podrá solicitar opinión a la Secretaría de 

Finanzas sobre el proyecto de dictamen 

correspondiente. 

6) El Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

será el que apruebe el Congreso Local con base anual cuya 

vigencia comenzará a partir del primero de enero del año que 

corresponda. 

7) El proyecto de Presupuesto de Egresos para cada 

ejercicio fiscal se elaborará con base en los resultados 

que se pretendan alcanzar conforme al avance y 

cumplimiento del Programa General de Desarrollo de la 

Ciudad de México, al análisis del desempeño económico de 

la Ciudad de México y las perspectivas económicas para 

el año que se presupuesta. 
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8) El gasto propuesto por la Jefatura de Gobierno en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos, aprobado por el 

Congreso Local y que se ejerza en el año fiscal por las 

Unidades Responsables del Gasto64, deberá guardar el 

equilibrio presupuestario. 

9) El proyecto de Presupuesto de Egresos para la Ciudad 

de México que la Jefatura de Gobierno envíe al Congreso 

Local, se integrará con los siguientes elementos:  

• Exposición de Motivos, señalando los efectos 

económicos y sociales que se pretenden lograr;  

• El gasto neto total que se especifique, así como, la 

clasificación administrativa, clasificación funcional, la 

clasificación por tipo de gasto y el desglose de las 

actividades, obras y servicios públicos previstos en los 

programas a cargo de las Unidades Responsables de 

Gasto que el propio presupuesto señale;  

• Descripción clara de las funciones y subfunciones 

que sean base del proyecto en los que se señalen 

objetivos, metas y prioridades, así como las Unidades 

responsables de su ejecución;  

• Descripción del presupuesto con enfoque de 

equidad de género, derechos humanos, atención de 

niñas, niños y adolescentes y sustentabilidad; este 

 
64 Entendiéndose como tales, conforme lo señalado en el artículo 2º fracción LXXVIII de la 
Ley de Austeridad, a los Órganos Autónomos y de Gobierno, Dependencias, Órganos 
Desconcentrados, Alcaldías y Entidades y cualquier otro órgano o unidad que realicen 
erogaciones con cargo al Presupuesto de Egresos. 
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último se contendrá en un Anexo específico de las 

actividades institucionales del Resultado 

correspondiente que realicen las Unidades 

Responsables del Gasto;  

• Descripción y explicación del presupuesto que se 

asignará a las Alcaldías para la preservación, 

protección, conservación, revalorización, restauración, 

investigación y difusión del patrimonio histórico, 

cultural, inmaterial y material, natural, rural, urbano, 

territorial y otros bienes declarados como 

monumentos, zonas, paisajes y rutas culturales y 

conjuntos arqueológicos, artísticos, históricos y 

paleontológicos en sus demarcaciones;  

• Explicación y comentarios de las funciones 

consideradas como prioritarias, así como las obras 

y adquisiciones cuya ejecución abarque dos o más 

ejercicios fiscales;  

• Estimación de los ingresos y de los gastos del 

ejercicio fiscal para el que se propone;  

• Estimación de los ingresos y gastos del ejercicio 

fiscal en curso;  

• Los montos de endeudamiento propuestos al 

Congreso de la Unión;  

• Los proyectos de Presupuesto de Egresos de los 

Órganos Autónomos (entre ellos, el proyecto de 

presupuesto elaborado por el Instituto Electoral) 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

126 
 

especificando los montos de los recursos públicos 

que dichos órganos autónomos sometan a 

consideración del Congreso Local;  

• Los montos de los recursos públicos que 

correspondan a los Órganos de Gobierno;  

• Analítico de Claves Presupuestales;  

• La propuesta de monto para el Fondo Adicional de 

Financiamiento de las Alcaldías mandatado en la 

Constitución Local, así como, su propuesta de 

distribución entre las Alcaldías, conforme a los criterios 

de población, marginación, infraestructura y 

equipamiento urbano;  

• Catálogo de Unidades Responsables, y  

• En general, toda la información presupuestal que se 

considere útil para sustentar el proyecto en forma 

clara y completa. La Secretaría de Finanzas podrá 

solicitar a las Unidades Responsables del Gasto toda 

la información que considere necesaria para la 

elaboración del Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México, respetando la autonomía 

presupuestaria y de gestión de los Órganos 

Autónomos. 

Por otro lado, conforme a lo establecido en los artículos 13 

fracción LVII, 15 fracción IV, 80, 89 la Ley Orgánica del Congreso, 



 
 

 
TECDMX-JEL-387/2021 

 

127 

la aprobación del Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México, deberá cumplir con las siguientes disposiciones: 

1) El Congreso Local tendrá competencia para examinar, 

discutir y aprobar anualmente la Ley de Ingresos y el 

Presupuesto de Egresos, aprobando primero las 

contribuciones, así como, otros ingresos necesarios para 

financiar el gasto. 

2) La Jefatura de Gobierno tendrá competencia para 

presentar al Congreso Local la iniciativa de Ley de 

Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos en los 

términos previstos por la Constitución Local. 

3) Los trabajos del Congreso Local, incluyendo el análisis 

y dictamen legislativo, así como, las discusiones y 

votaciones en Comisión respectiva, se regirán por las 

disposiciones del Reglamento65. 

4) Todo dictamen se elaborará con perspectiva de género y 

estará redactado con un lenguaje claro, preciso, incluyente y 

no sexista, y se compondrán de cuatro partes 

fundamentales: un preámbulo, los antecedentes, los 

considerandos y los puntos resolutivos. 

5) Todo dictamen del Congreso Local deberá estar 

debidamente fundado y motivado, e incluir las 

modificaciones que, en su caso, se hayan realizado y 

 
65 En adelante Reglamento del Congreso. 
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concluir con proposiciones claras y sencillas que puedan 

sujetarse a votación. 

6) La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, o en su 

caso, las Comisiones Unidas de Hacienda y de Presupuesto 

y Cuenta Pública, al recibir de la Mesa Directiva las 

iniciativas que contengan el Paquete del Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México lo enviarán en un 

término no mayor a cuarenta y ocho horas a las 

Comisiones Ordinarias relacionadas para que éstas 

realicen un análisis. 

Asimismo, los Puntos de Acuerdo de Presupuesto podrán 

ser turnados por la Mesa Directiva a las Comisiones 

Ordinarias relacionadas. 

Las opiniones que elaboren las Comisiones Ordinarias 

respecto a los temas señalados en los párrafos anteriores, 

deberán enviarlas a la Comisión o Comisiones 

dictaminadoras, a más tardar el diez de diciembre de cada 

año. 

La Comisión o Comisiones dictaminadoras del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, 

decidirán sobre la inclusión de las opiniones emitidas 

por las Comisiones Ordinarias, de acuerdo la 

disponibilidad de recursos y en cumplimiento a lo establecido 

en la Ley de Austeridad. 

Finalmente, de los artículos 103 fracción I, 106, 283 párrafo 5, 

313 fracción IV, 321, 322, 323 párrafo tercero, y 324 del 
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Reglamento del Congreso se desprenden los siguientes aspectos 

que deberá cumplir el dictamen que aprueba el Decreto de 

Presupuesto de Egresos: 

1) El dictamen es un instrumento legislativo colegiado escrito 

a través del cual, una o dos Comisiones facultadas presentan 

un estudio profundo y analítico que expone de forma 

ordenada clara y concisa las razones por las que se 

aprueba, desecha o modifica una iniciativa de ley o 

decreto. 

2) El dictamen deberá contener los siguientes elementos: 

• Nombre de la Comisión o Comisiones que lo 

presentan; 

• Encabezado o título del dictamen donde se especifique 

el asunto objeto del mismo, el ordenamiento u 

ordenamientos que pretenda crear o modificar, así 

como, el nombre de la o el promovente; 

• Número de expediente, asignado por la Mesa 

Directiva; 

• Antecedentes del asunto; 

• Análisis y estudio de la iniciativa o punto de 

acuerdo; 

• Considerandos tomados en cuenta para la aprobación, 

modificación o rechazo de la iniciativa o punto de 

acuerdo; 
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• Fundamento legal de la competencia de la o las 

Comisiones para emitir el dictamen; 

• Preámbulo, refiriéndose al contenido del asunto o 

asuntos, destacando los elementos más importantes, 

entre ellos el planteamiento del problema, así como, la 

perspectiva de género, en su caso; 

• Antecedentes del procedimiento, que contiene los 

hechos situaciones o acciones que causan u originan 

el asunto en dictamen; 

• Considerandos, refiriéndose al proceso de estudio y 

análisis, señalando las actividades realizadas, como 

entrevistas, comparecencias, audiencias públicas o 

foros, con el fin de tener mayores elementos para 

dictaminar. Así como, la fundamentación y 

motivación de los mismos en los ordenamientos 

aplicables; 

• Resolutivos, que expresan el sentido del dictamen 

mediante proposiciones claras y sencillas que se 

sujetarán a votación; 

• El proyecto de decreto; 

• La denominación del proyecto de ley o decreto; 

• El texto normativo que se somete a la consideración 

del Pleno; 

• Los artículos transitorios, y 
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• La lista de asistencia de la reunión en que se aprobó, 

a efecto de verificar el quórum. 

3) En el proceso de discusión y examen del Proyecto de 

Presupuesto de Egresos, la Comisión de Presupuesto y 

Cuenta Pública emitirá los lineamientos con base en los 

cuales comparecerán las Comisiones ordinarias, así como, 

las personas funcionarias de la Administración Pública local, 

Organismos Autónomos, del Poder Judicial, Alcaldías y 

demás instancias cuya participación sea relevante en dicho 

proceso. 

4) La Jefatura de Gobierno deberá presentar ante el 

Congreso Local la Iniciativa de Presupuesto de Egresos, 

así como, la reforma a leyes relacionadas con las finanzas 

públicas de la Ciudad, a más tardar el treinta de noviembre. 

5) El Congreso Local deberá examinar, discutir y aprobar 

anualmente, la iniciativa de Presupuesto de Egresos a 

más tardar el treinta de noviembre. 

6) La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública del 

Congreso Local elaborará y aprobará el dictamen con 

proyecto de Decreto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México, que deberá remitir a la Mesa Directiva, 

para su discusión y votación en el Pleno. 

7) El dictamen con proyecto de Decreto del Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México se discute por el 

Pleno en lo general y en lo particular de acuerdo con las 
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reglas que éste apruebe a propuesta de la Junta de 

Coordinación Política del Congreso Local. 

8) La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública será la 

responsable de hacer las correcciones al Decreto del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

aprobado por el Congreso Local y realizará sólo las 

adecuaciones de estilo, cálculo, ajustes de cifras y 

cantidades que sean necesarias, las cuales deberán estar 

en plena correspondencia con las modificaciones o adiciones 

aprobadas por el Pleno. 

De todo lo anterior, es posible advertir que la Constitución 

Federal, la Constitución Local, la Ley de Austeridad, la Ley 

Orgánica del Congreso y el Reglamento del Congreso confieren 

expresamente a la Jefatura de Gobierno la facultad de 

presentar al Congreso Local la iniciativa de Decreto del 

Presupuesto de Egresos para la Ciudad de México (en la que 

deberá incluirse la correspondiente al Instituto Electoral), y al 

Congreso Local la facultad de examinar, discutir, analizar y 

aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

de México y, por ende, el presupuesto correspondiente al 

Instituto Electoral.  

Sin embargo, para el ejercicio de ambas facultades la 

normatividad en comento exige el cumplimiento de determinados 

requisitos esenciales, para que la Legislatura local decida lo 

conducente sobre el presupuesto de egresos de la parte actora, 

a saber: 
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a) El proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral deberá sujetarse a las previsiones de 

ingresos de la Hacienda Pública de la Ciudad de 

México. 

b) El proyecto de presupuesto de egresos del Instituto 

Electoral deberá enviarse a la Secretaría de Finanzas 

para su integración al proyecto de Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México a más tardar diez días 

naturales antes de su envío al Congreso Local.  

c) La Secretaría de Finanzas deberá incluir en el proyecto 

de Presupuesto de Egresos de la Ciudad el proyecto 

de Presupuesto de Egresos correspondiente del 

Instituto Electoral. 

d) La Secretaría de Finanzas podrá solicitar al Instituto 

Electoral toda la información que considere 

necesaria para la elaboración del Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México, respetando su 

autonomía presupuestaria. 

e) La Jefatura de Gobierno deberá enviar al Congreso 

Local, a más tardar el treinta de noviembre, el proyecto 

de Presupuesto de Egresos de la Ciudad. 

f) El gasto propuesto por la Jefatura de Gobierno en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

deberá guardar equilibrio presupuestario. 

g) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

se deberá elaborar con base en los resultados que se 
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pretendan alcanzar conforme al avance y cumplimiento 

del Programa General de Desarrollo de la Ciudad de 

México. 

h) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

que envíe la Jefatura de Gobierno deberá contemplar, 

entre otros requisitos, la estimación de los ingresos y 

de los gastos del ejercicio fiscal para el que se 

propone, así como, el proyecto de Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral, especificando los 

montos de los recursos públicos que dicho órgano 

autónomo somete a consideración del Congreso 

Local. 

i) El Congreso Local podrá realizar una valoración del 

impacto presupuestario del Decreto de 

Presupuesto de Egresos y podrá solicitar opinión a 

la Secretaría de Finanzas sobre el proyecto de 

dictamen correspondiente. 

j) El Congreso Local deberá aprobar el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad a más tardar el quince de 

diciembre. 

k) El dictamen del Congreso Local mediante el cual se 

aprueba el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México (y por añadidura el presupuesto de egresos del 

Instituto Electoral) deberá estar debidamente 

fundado y motivado, e incluir las modificaciones que, 

en su caso, se hayan realizado. 
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l) El dictamen mediante el cual se aprueba el 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

deberá contener un estudio profundo y analítico que 

exponga de forma ordenada clara y concisa las 

razones por las que se aprueba, desecha o 

modifica el decreto. 

m) El dictamen que aprueba el Decreto del Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México deberá contener la 

fundamentación y motivación en la que se basa 

conforme a los ordenamientos aplicables. 

n) El Congreso Local deberá asignar al Instituto Electoral 

el presupuesto necesario para garantizar el 

ejercicio de sus atribuciones. 

o) El Congreso Local deberá aprobar en el Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad las asignaciones 

suficientes que garanticen suficiencia 

presupuestal al Instituto Electoral para el oportuno y 

eficaz cumplimiento de sus obligaciones. 

e) ¿Cuenta la Jefa de Gobierno o la Secretaría de Finanzas 

con facultades para alterar o modificar los montos del 

Presupuesto de Egresos propuestos por el Instituto 

Electoral? 

De la normatividad señalada con antelación, este Tribunal 

Electoral no advierte que la Jefa de Gobierno o la Secretaría de 

Finanzas cuenten con facultades constitucionales, legales o 

reglamentarias para modificar el Presupuesto de Egresos del 
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Instituto Electoral ni para alterar los montos presupuestados por 

la parte actora en las integración del Presupuesto de Egresos de 

la Ciudad de México que se envía al Congreso Local. 

Lo anterior, ya que los artículos 7º fracción I y 48 de la Ley de 

Austeridad únicamente facultan a la Secretaría de Finanzas para: 

a) Integrar el proyecto de Presupuesto de Egresos aprobado 

por el Instituto Electoral, al proyecto de Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México que la Jefa de Gobierno 

enviará al Congreso Local para su aprobación; y 

b) Comunicar al Instituto Electoral las previsiones de ingresos 

de la Ciudad de México para que sean observadas por la 

parte actora al momento en que ésta elabore su proyecto 

de Presupuesto de Egresos. 

Mientras que los diversos 29 de la Constitución Local; 50 fracción 

VIII del Código Electoral; 20, 21 y 44 de la Ley de Austeridad; 15 

fracción IV la Ley Orgánica del Congreso; y 321 del Reglamento 

del Congreso sólo facultan a la Jefatura de Gobierno para 

presentar y enviar al Congreso Local la iniciativa del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, misma que 

deberá incluir no sólo el proyecto íntegro que fue presupuestado 

por el Instituto Electoral, sino también, la especificación de los 

montos propuestos por dicho órgano autónomo para que sean 

examinados, discutidos, analizados y, en su caso, aprobados por 

el Congreso Local. 
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-Caso concreto. 

Ahora bien, tal como se advirtió de los antecedentes de la 

presente sentencia, y conforme a las constancias que integran el 

expediente en que se actúa, se tiene lo siguiente. 

A) El veintinueve de octubre de dos mil veintiuno, el Consejo 

General del Instituto Electoral aprobó, mediante Acuerdo 

IECM/ACU-CG-344/2021, su proyecto de Presupuesto de 

Egresos para el ejercicio fiscal 2022. 

Lo anterior, se advierte de las copias certificadas que de dicho 

acuerdo constan en autos66, así como, del contenido del Acta 

Circunstanciada de treinta de marzo67. 

Documentales públicas que, en términos de lo previsto en los 

artículos 53 fracción I, 55 fracciones II y IV y 61 de la Ley 

Procesal, se les otorgará valor probatorio pleno, al ser expedidas 

por personas funcionarias públicas dentro del ámbito de sus 

respectivas competencias y en ejercicio de sus funciones, 

aunado a que no existe prueba en contrario respecto de su 

contenido, autenticidad y veracidad. 

En el referido proyecto, el Instituto Electoral razonó que el 

Ejercicio Fiscal 2022 conlleva el desarrollo de las siguientes 

actividades sustantivas: 

 
66 Consultable de fojas 189 a 765 del Cuaderno Principal III; 1 a 576 del Cuaderno Accesorio 
I; y 359 a 935 del Cuaderno Accesorio II del expediente. 
67 Consultable a foja 100 del Cuaderno Principal IV del expediente. 
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1) La realización y organización de la Consulta Ciudadana 

sobre Presupuesto Participativo 2022;  

2) Las actividades preparatorias para la Consulta Ciudadana 

sobre Presupuesto Participativo 2023 y 2024;  

3) Las actividades preparatorias para la Elección de las 

Comisiones de Participación Comunitaria; 

4) La realización de una Iniciativa Ciudadana Emergente; 

5) La organización y realización de la Consulta de 

Revocación de Mandato. 

6) Gastos de Operación del Programa Ordinario 2022; 

7) Gastos para el Financiamiento Público Ordinario de los 

Partidos Políticos. 

Por lo que requeriría para afrontar dichos compromisos legales 

un monto total de $1,955,020,834.00 (Un mil novecientos 

cincuenta y cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y 

cuatro pesos 00/100 M.N.), cantidad que comprende los 

siguientes capítulos: Servicios Personales; Materiales y 

Suministros; Servicios Generales; Transferencias, Asignaciones, 

Subsidios y otras Ayudas; Bienes Muebles, Inmuebles e 

Intangibles; e Inversión Pública; cuyos montos se distribuyen de 

la siguiente manera: 

DESCRIPCIÓN IMPORTE (M.N.) 

Gastos de Operación del Programa 

Ordinario 2022 
1,048,992,005.00 

Gastos para el Financiamiento Público 

Ordinario de los Partidos Políticos 
472,545,300.00 
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DESCRIPCIÓN IMPORTE (M.N.) 

Consulta Ciudadana sobre Presupuesto 

Participativo 2022 
218,592,200.00 

Consulta Ciudadana sobre Presupuesto 

Participativo 2023 y 2024 
4,927,612.00 

Elección de las Comisiones de 

Participación Comunitaria 
4,315,827.00 

Iniciativa Ciudadana Emergente 50,249,476.00 

Consulta de Revocación de Mandato 155,398,414.00 

TOTAL $1,955,020,834.00 

 

B) El uno y dos de noviembre de dos mil veintiuno, la parte actora 

envío a la Jefa de Gobierno y a la Secretaría de Finanzas, 

respectivamente, el proyecto de Presupuesto de Egresos del 

Instituto Electoral para el Ejercicio Fiscal 2022, a fin de que éste 

fuera incluido en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México 2022, que se enviaría al Congreso Local para 

su análisis y aprobación. 

C) El treinta de noviembre de dos mil veintiuno, la Jefa de 

Gobierno presentó ante el Congreso Local la Iniciativa de Decreto 

con proyecto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

para Ejercicio Fiscal 2022, misma en la que se incluyó como 

Anexo I, denominado: “Órganos Autónomos y de Gobierno” clave 

24A000, el proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral.  
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Ello, como se advierte de las copias certificadas que de dicha 

iniciativa constan en autos68, así como, del contenido del Acta 

Circunstanciada de treinta de marzo69. 

Documentales públicas que, en términos de lo previsto en los 

artículos 53 fracción I, 55 fracciones II y IV y 61 de la Ley 

Procesal, se les otorgará valor probatorio pleno, al ser expedidas 

por personas funcionarias públicas dentro del ámbito de sus 

respectivas competencias y en ejercicio de sus funciones, 

aunado a que no existe prueba en contrario respecto de su 

contenido, autenticidad y veracidad. 

Sin embargo, cabe mencionar que en la iniciativa de decreto que 

se presentó ante el Congreso Local el monto presupuestado por 

el Instituto Electoral sufrió una disminución en los recursos 

solicitados, fijándose70 la cantidad de $1,201,084,647.00 (un mil 

doscientos un millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta 

y siete pesos 00/100 M.N.), como propuesta de asignación 

presupuestal establecida por la Jefatura de Gobierno, tal y como 

se advierte de las siguientes imágenes: 

Proyecto de Decreto 

 
68 Consultable de fojas 188 a 823 del Cuaderno Principal III; 1 a 96, 359 a 935 del Cuaderno 
Accesorio II; 384 y 385 del Cuaderno Accesorio III; 641 y 642 del Cuaderno Accesorio IV, 
del expediente. 
69 Consultable de fojas 100 a 102 del Cuaderno Principal IV del expediente. 
70 Dentro del Proyecto de Decreto y su Exposición de Motivos; en el Tomo II “Banco de 
Información” Apartado “A” denominado “Análisis Programático/Clasificación Funcional”; 
Apartado “B” denominado “Clasificación Administrativa”; el Anexo III “Formatos en 
cumplimiento a la Ley General de Contabilidad Gubernamental”, Apartado “B” denominado 
“Clasificación Administrativa” y Apartado “D” denominado “Clasificación Funcional del 
Gasto”, en los rubros de “Órganos Autónomos”, “Instituto Electoral” y “Organización 
de Procesos Electorales”. 
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Exposición de Motivos 
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Tomo II, “Banco de Información”, Apartado “A” Análisis 

Programático/Clasificación Funcional 
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Tomo II, “Banco de Información”, Apartado “B” 

Clasificación Administrativa 

 

Anexo III “Formatos en cumplimiento a la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental”, Apartado “B” “Clasificación 

Administrativa” 
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Anexo III “Formatos en cumplimiento a la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental”, Apartado “D” “Clasificación 

Funcional del Gasto” 
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D) El veintisiete de diciembre de dos mil veintiuno, se publicó en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el Decreto por el que 

se aprueba el Presupuesto de Egresos 2022, en el cual el 

Congreso Local asignó al Instituto Electoral como presupuesto de 

egresos para el ejercicio fiscal 2022, la suma que fue propuesta 

por la Jefatura de Gobierno, tal y como se advierte de las 

siguientes imágenes: 
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Sin que se advierta algún razonamiento que justifique la 

disminución hecha por la Jefatura de Gobierno y la Secretaría de 

Finanzas a los recursos proyectados por la parte actora para el 

desarrollo de sus funciones constitucionales y legales, tomando 

en consideración que, durante el año fiscal 2022, el Instituto 

Electoral debe llevar a cabo: 

• La organización y realización de dos procesos 

consultivos (Consulta Ciudadana sobre 

Presupuesto Participativo 2022 y Consulta de 

Revocación de Mandato). 

• La realización de un mecanismo de democracia directa 

(Iniciativa Ciudadana Emergente); y  

• Las actividades de preparación de dos procesos 

consultivos para los años subsecuentes (Consulta 

Ciudadana sobre Presupuesto Participativo 2023 y 

2024, y Elección de las Comisiones de 

Participación Comunitaria).  

Precisado lo anterior, se consideran fundados los agravios 

formulados por la parte actora ya que, de las constancias 

referidas y valoradas con antelación, se acredita que la Secretaría 

de Finanzas y la Jefa de Gobierno, sin contar con facultades para 

ello, modificaron unilateralmente el monto del anteproyecto 

presupuestado por el Instituto Electoral, quien con fundamento en 

los artículos 116 fracción IV y 122 de la Constitución Federal, 33, 

50 fracciones I y VIII, y 77 fracciones I y IX del Código Electoral, 

así como, 7º fracción I y 48 de la Ley de Austeridad solicitó como 
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presupuesto para el cumplimiento de sus compromisos 

constitucionales y legales en materia electoral y de participación 

ciudadana, la cantidad de $1,955,020,834.00 (Un mil novecientos 

cincuenta y cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro 

pesos 00/100 M.N.). 

Lo anterior es así, ya que en la iniciativa de decreto elaborada e 

integrada por la Secretaría de Finanzas y enviada por la Jefatura 

de Gobierno al Congreso Local se propuso una cifra distinta71, la 

cual ascendió a $1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un 

millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 

00/100 M.N.), de donde se aprecia en forma evidente que el 

Poder Ejecutivo local llevó a cabo un acto carente de sustento 

legal. 

En efecto, tal y como fue analizado previamente en el Marco 

normativo para la integración y aprobación del Presupuesto 

de Egresos 2022, la Secretaría de Finanzas únicamente se 

encuentra autorizada para integrar al anteproyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, el proyecto de 

presupuesto que le envíe el Instituto Electoral. 

Entendiendo por integrar, según lo establecido por la Real 

Academia de la Lengua Española, la acción y efecto de construir 

 
71 En los siguientes términos: “Para la operación de los Órganos Autónomos en el ejercicio 
fiscal 2022, se propone un monto de $11,687 mdp, las asignaciones presupuestales de 
cada uno de ellos se muestran a continuación: …Instituto Electoral…1,201,08…”; misma 
que se repite a lo largo del proyecto de presupuesto de egresos y sus anexos técnicos 
elaborados por la Jefa de Gobierno, como asignación para el Instituto Electoral y para la 
Organización de Procesos Electorales por la cantidad de $1,201,084,647.00. 
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o completar un todo con las partes que faltan, es decir, hacer 

que algo pase a formar parte de un todo mediante su fusión72. 

Es decir, la Secretaría de Finanzas se encuentra facultada para 

fusionar y construir, con la propuesta de presupuesto enviada por 

el Instituto Electoral, el anteproyecto de Presupuesto de Egresos 

de la Ciudad de México. 

Lo que implicaba, de una interpretación armónica de los artículos 

116 fracción IV incisos b) y c) de la Constitución Federal, en 

relación con los diversos 7º fracción I y 47 fracción X de la Ley de 

Austeridad, no sólo respetar la autonomía presupuestal del 

Instituto Electoral adjuntando formalmente (como Anexo I) el 

proyecto de presupuesto de la parte actora, sino -principalmente- 

integrando a lo largo de todo el anteproyecto de Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México (es decir, en su Exposición de 

Motivos, en el contenido de la iniciativa del proyecto, así como, 

en sus anexos y formatos correspondientes73) el monto propuesto 

por el Instituto Electoral, sin alterarlo o modificarlo como en el 

caso aconteció. 

Asimismo, de la normatividad analizada con antelación,74 se 

aprecia que la Jefa de Gobierno tiene como única facultad la de 

presentar y enviar al Congreso Local la iniciativa del 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México que integre la 

 
72 Vid. https://dle.rae.es/integrar. 
73 I. Clasificación Administrativa; II. Clasificación por Objeto de Gasto; III. Clasificación 
Funcional del Gasto; IV. Clasificación por Tipo de Gasto; V. Clasificación Programática; VI. 
Clasificación por Fuentes de Financiamiento; VII. Prioridades de Gasto; VIII. Programas y 
Proyectos; IX. Analítico de Plazas; X. Resultados y Proyecciones de Egresos. 
74 Artículos 29 de la Constitución Local; 50 fracción VIII del Código Electoral; 7º fracción I, 
20, 21, 44 y 48 de la Ley de Austeridad; 15 fracción IV la Ley Orgánica del Congreso; 321 
del Reglamento del Congreso. 

https://dle.rae.es/integrar
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Secretaría de Finanzas, en la cual debe incluirse no solamente la 

propuesta de presupuesto de la Administración Pública Local, 

sino también la que elaboren los órganos constitucionales 

autónomos, como en el caso lo es la parte actora, quien -como 

ha sido señalado- tiene la facultad de elaborar anualmente su 

propio anteproyecto de Presupuesto de Egresos y de remitirlo a 

la Secretaría de Finanzas para su integración al presupuesto de 

egresos de toda la Ciudad de México. 

En tales condiciones, no se desprende atribución legal alguna de 

la Jefa de Gobierno o de la Secretaría de Finanzas para introducir 

modificaciones a los montos que propongan los órganos 

autónomos de la Ciudad de México, y concretamente del 

propuesto por el Instituto Electoral para el ejercicio fiscal 2022 

conforme a su propio presupuesto de egresos, de ahí que se esté 

ante un acto carente totalmente de fundamentación y motivación 

que provocó no sólo violación al principio de legalidad previsto en 

el artículo 16 de la Constitución Federal, sino también al de 

independencia y autonomía presupuestal del que goza el Instituto 

Electoral conforme a lo establecido en el artículo 116 fracción IV 

incisos b) y c) de la Norma Suprema. 

En efecto, el actuar inconstitucional de la Secretaría de Finanzas 

y de la Jefatura de Gobierno provocó que se violara el principio 

de autonomía presupuestal conferido a la parte actora desde la 

Norma Suprema, ya que de la lectura al proyecto de Decreto, su 

exposición de motivos y demás anexos que fueron descritos con 

antelación75, se acredita que la cifra en que se basó el Congreso 

 
75 Concretamente el Tomo II “Banco de Información” Apartado “A” denominado “Análisis 
Programático/Clasificación Funcional”; Apartado “B” denominado “Clasificación 
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Local para la discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos 

2022, en lo que corresponde al caso concreto, fue la que se 

incluyó en la iniciativa integrada por la Secretaría de Finanzas y 

enviada por la Jefatura de Gobierno. 

Lo que finalmente impactó en la suma aprobada por el Legislativo 

Local, pues la cifra propuesta primigeniamente por el Instituto 

Electoral consistente en $1,955,020,834.00 (Un mil novecientos 

cincuenta y cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro 

pesos 00/100 M.N.) sufrió una reducción de $753,936,187.00 

(Setecientos cincuenta y tres millones, novecientos treinta y seis 

mil ciento ochenta y siete pesos 00/100 M.N.), para quedar en 

$1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un millones, ochenta y 

cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.), 

acorde al acto impugnado. 

Cabe aclarar que no se desconoce la facultad exclusiva del 

Congreso Local para aprobar anualmente el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México, pues es a dicho órgano 

legislativo a quien corresponde, aplicando una fundamentación 

y motivación reforzada, la valoración definitiva de los recursos 

que quedarán plasmados en el presupuesto que apruebe para los 

órganos autónomos de la Ciudad de México. 

Sin embargo, en el caso, la valoración del Poder Legislativo Local 

partió de una base errónea porque atendió a la cantidad 

propuesta por la Secretaría de Finanzas y la Jefa de Gobierno y 

 
Administrativa”; el Anexo III “Formatos en cumplimiento a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental”, Apartado “B” denominado “Clasificación Administrativa” y Apartado “D” 
denominado “Clasificación Funcional del Gasto”, en los rubros de “Órganos Autónomos”, 
“Instituto Electoral” y “Organización de Procesos Electorales”. 
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no a aquella que la parte actora propuso en su anteproyecto de 

presupuesto.  

De ahí la vulneración al principio de autonomía presupuestal, ya 

que sin desconocer que el Congreso Local puede introducir 

reducciones y reasignaciones al anteproyecto de presupuesto de 

la Ciudad de México76, lo que se demuestra aquí es que el órgano 

legislativo partió de una cifra modificada que ya reducía lo 

solicitado por el Instituto Electoral, y que no existe dentro del 

procedimiento legislativo para la aprobación del Presupuesto de 

Egresos 2022 consideración alguna del por qué la autoridad 

parlamentaria se basó en el monto incorporado por el Poder 

Ejecutivo local y no así en el que fue propuesto la parte actora, 

cuando ello resultaba necesario a fin de garantizarle al OPLE las 

condiciones necesarias para que rigiera su actuar con autonomía 

e independencia. 

Cabe hacer notar que, en el Dictamen Positivo, emitido por las 

Comisiones Unidas de Presupuesto y Cuenta Pública y de 

Hacienda, se expusieron diversos razonamientos sobre las cifras 

propuestas y aprobadas, realizándose únicamente 

modificaciones de forma a las diversas porciones contenidas en 

la iniciativa de decreto, concretamente con relación a la 

terminología correcta de los organismos autónomos.77 

Sin embargo, de la lectura a todo el Dictamen Positivo no se 

advierte ninguna explicación del por qué se utilizó la cifra que por 

 
76 Con fundamento en los artículos 122 apartado A de la Constitución Federal; 29 apartado 
D inciso f) de la Constitución Local, 20, 21 párrafo tercero y 90 de la Ley de Austeridad; 13 
fracción LVII, 80, 89 la Ley Orgánica del Congreso, 106, 283 párrafo 5, 313 fracción IV, 322, 
323 párrafo tercero y 324 del Reglamento del Congreso. 
77 Vid. Considerando DECIMO TERCERO del Dictamen Positivo. 
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concepto de presupuesto del Instituto Electoral introdujo la Jefa 

de Gobierno, cuando lo que tenía que tomar en cuenta el 

Congreso Local era el anteproyecto de la parte actora, que 

únicamente se envió como anexo a la iniciativa de decreto. 

Prueba de ello lo es la lectura del Dictamen Positivo que, a su 

vez, corresponde con el contenido del Presupuesto de Egresos 

2022, en el que únicamente se indicó, respecto a la cifra 

propuesta por la Jefa de Gobierno para la parte actora lo 

siguiente: 

“SEXTO. Las Comisiones Unidas concuerdan con la propuesta de 

presupuesto asignado a los órganos de gobierno, por un monto de 

$8,427.0 millones de pesos en atención a lo siguiente: 

… 

Con respecto a los organismos autónomos se propone un monto 

de $11,687.80 millones de pesos, en atención a lo siguiente: 

ORGANISMO MONTO 

Tribunal de Justicia Administrativa 492.80 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje 441.78 

Comisión de Derechos Humanos 452.87 

Instituto Electoral 1,201.08 

Tribunal Electoral 230.87 

Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México 

1,500.00 

Instituto de Transparencia 147.87 

Fiscalía General de Justicia 7,200.00 

Consejo de Evaluación 20.54 

Los organismos autónomos atienden funciones de interés público que 

no son realizadas por los tres poderes de gobierno, debido a que su 

autonomía e independencia permiten un mejor desempeño y 
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evaluación de las funciones públicas, estos organismos son: la 

Fiscalía General de Justicia, la Universidad Autónoma, el Instituto 

Electoral, el Tribunal Electoral, la Comisión de Derechos Humanos, el 

Tribunal de Justicia Administrativa, la Junta Local de Conciliación y 

Arbitraje, el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas, y el 

Consejo de Evaluación, todos de la Ciudad de México.” 

Es decir, únicamente adujo el Congreso Local que se concuerda 

con la propuesta de presupuesto asignado a los órganos 

autónomos y de Gobierno, sin que de su lectura se advierta, como 

ha sido razonado, porqué la Jefa de Gobierno propuso dicha cifra 

como presupuesto de egresos del Instituto Electoral, ni porqué el 

Congreso Local tomó la referida cifra para aprobar los recursos 

del Instituto Electoral y no aquella que fue señalada en el 

anteproyecto de presupuesto de la parte actora. 

Así las cosas, el acto impugnado es resultado de actos violatorios 

de los principios de legalidad, de autonomía presupuestal e 

independencia previstos en los artículos 16 y 116 fracción IV 

inciso c) de la Constitución Federal, ya que ni la Secretaría de 

Finanzas ni la Jefa de Gobierno tienen atribuciones para 

modificar el monto propuesto por la parte actora en su proyecto 

de presupuesto de egresos. 

Asimismo, el Congreso Local tiene la obligación de ejercer su 

facultad de examinar, discutir, analizar y aprobar el 

Presupuesto de Egresos 2022 con base en lo que le propone el 

Instituto Electoral y, en su caso, motivar reforzadamente si 

atiende o no a lo que le solicita el órgano autónomo, pero no 

decidirlo tomando en cuenta una suma introducida por dos 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

154 
 

autoridades de la Administración Pública local que carecen de 

facultades para ello. 

Este problema jurídico no es novedoso, ya que la Suprema Corte 

en diversas ocasiones78 se ha pronunciado sobre si es o no 

correcto que el Poder Ejecutivo de las entidades federativas 

alteren los anteproyectos de presupuesto que le remitan los 

órganos constitucionales autónomos, tomando en cuenta que un 

factor relevante a considerar es que, de conformidad con el 

principio de legalidad reconocido por el artículo 16 primer párrafo 

de la Norma Suprema, las autoridades sólo pueden hacer lo que 

la ley les permite expresamente. 

Es decir, conforme a dicha norma constitucional, las autoridades 

del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la 

forma y en los términos por ella determinados.  

Luego, de acuerdo con el principio de legalidad, las autoridades 

únicamente pueden ejercer las facultades y atribuciones 

previstas en la ley que regula sus actos y consecuencias, es 

decir, la eficacia de la actuación de las autoridades está 

subordinada a que se ubiquen en el ámbito de facultades 

contenidas en el marco constitucional y legal que rige su 

funcionamiento. 

Por ende, en dichos asuntos, se consideró que la actuación no 

autorizada ni facultada de la persona titular del Poder Ejecutivo 

local que altera el proyecto de presupuesto de egresos de un 

 
78 Al resolver las Controversias Constitucionales 35/2000, 10/2005, 19/2005, 42/2006, 
9/2007, 56/2010, 85/2010, 112/2016, 130/2016 y 15/2021; y en las Acciones de 
Inconstitucionalidad 11/2021 y 34/2021. 
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órgano autónomo no sólo afecta su esfera de competencia, sino 

que también trastoca su garantía de autonomía presupuestal 

reconocida constitucionalmente, de ahí que no pueda ser 

tolerada y por ende resulte necesario revocar dichos actos a fin 

de hacer prevalecer la supremacía de la Constitución Federal. 

Apoyan lo anterior la Jurisprudencia P./J. 69/2006, sentada por 

la Suprema Corte, de rubro: “PODER EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. SU TITULAR CARECE DE 

FACULTADES PARA MODIFICAR EL PROYECTO DE 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE ESA ENTIDAD.” 

Así como, la Tesis VIII/2018, sentada por la Sala Superior, de 

rubro: “TRIBUNALES ELECTORALES LOCALES. EL 

GOBERNADOR DEBE INCLUIR EN LA PROPUESTA DE 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL ESTADO, EL 

ANTEPROYECTO DE PRESUPUESTO ANUAL PRESENTADO 

POR EL ÓRGANO DE JUSTICIA ELECTORAL (LEGISLACIÓN 

DE MORELOS Y SIMILARES)”. 

No obsta a lo anterior que la Jefa de Gobierno haya enviado dos 

propuestas diferentes de recursos públicos para asignar a la 

parte actora en el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México, a fin de que el Congreso Local los analizará en su 

conjunto:  

a) Una elaborada por el Ejecutivo Local -que modifica la 

propuesta original de la parte actora- consistente en 

$1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un millones, ochenta y 
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cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.), monto 

que aparece en toda la iniciativa de Presupuesto de Egresos para 

la Ciudad de México 2022 y que fue integrado por la Secretaría 

de Finanzas; y 

b) Otra propuesta por el Instituto Electoral que asciende a 

$1,955,020,834.00 (Un mil novecientos cincuenta y cinco 

millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro pesos 00/100 

M.N.), y que aparece marginalmente como Anexo I en la iniciativa 

de decreto enviada por la Jefa de Gobierno al Congreso Local. 

Pues ha sido criterio de la Sala Superior que, tratándose de la 

aprobación del presupuesto de egresos de las autoridades 

administrativas electorales, la Legislatura Local debe 

pronunciarse únicamente sobre la propuesta remitida por el 

OPLE, y no de forma conjunta con la modificación generada por 

el Poder Ejecutivo Local, a fin de no violentar la autonomía e 

independencia de la autoridad electoral. 

En efecto, al resolver el SUP-JE-21/2019, la Sala Superior 

sostuvo que, de conformidad con los artículos 41, Base V, 

Apartado C, y 116, fracción IV, de la Constitución Federal, la 

organización de las elecciones es una función estatal que se 

realiza a través del INE y los OPLES. 

Que, para el ejercicio de la función electoral, las autoridades 

estatales que tienen a su cargo la organización de las elecciones 

gozan de autonomía en su funcionamiento e independencia en 

sus decisiones. 
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A fin de dar efectividad a dicha función estatal, la Sala Superior 

razonó que los Congresos de las entidades federativas, al 

aprobar el Presupuesto de Egresos en sus ejercicios anuales, 

deben autorizar los recursos públicos necesarios que 

corresponde entregar a los OPLES, pues con ello se da plena 

efectividad al ejercicio de sus funciones. 

Para el cumplimiento de lo anterior, determinó que los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral, deben: 

• Garantizar a los OPLES autonomía en su 

funcionamiento, e independencia en sus decisiones. 

• Reconocerles como organismos autónomos con 

personalidad jurídica, patrimonio propio y profesionalidad 

en su desempeño. 

• Reconocerles autonomía e independencia funcional y 

financiera. 

• Reconocerles que su presupuesto es trascendente para 

el ejercicio pleno de las funciones constitucionales y 

legales que tienen encomendados. 

• Admitir que las restricciones presupuestales 

trascienden al ámbito de su funcionamiento y 

operación. 

De ahí que, cada Legislatura tenga que analizar únicamente la 

propuesta de Presupuesto de Egresos presentada por el 

OPLE en forma individual y no en conjunto con la 

modificación hecha por el Ejecutivo Local, pues corresponde 
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exclusivamente al OPLE, como órgano dotado de autonomía 

constitucional, la elaboración de su presupuesto con base a los 

recursos que requiera para cumplir sus funciones 

constitucionales y legales.  

Adoptar una interpretación diversa -señaló la Sala Superior- daría 

lugar a que el Ejecutivo Local pudiera modificar también el 

presupuesto de egresos de otros órganos autónomos, llegando 

al extremo de que un poder público interfiera de manera 

preponderante o decisiva en las atribuciones de otros 

poderes y órganos autónomos, violentando con ello el principio 

de división de poderes consagrado en el artículo 49 de la 

Constitución Federal.79 

Por ende, la autonomía de la gestión presupuestal de los 

OPLES debe regir como principio fundamental para hacer 

efectiva la independencia de su función, de tal forma que la 

obtención de recursos se realice únicamente de conformidad con 

los mecanismos normativos establecidos, sin sujetarse a 

limitaciones de otros poderes. 

Lo anterior, debido a que la Constitución Federal ordena a los 

poderes estatales garantizar las condiciones necesarias a fin 

de que los OPLES rijan su actuar con independencia, lo que 

 
79 Acorde con la Tesis 2ª. CLXVI/2017 (10ª.), de la Suprema Corte, de rubro: “GARANTÍA 
INSTITUCIONAL DE AUTONOMÍA. SU APLICACIÓN EN RELACIÓN CON LOS 
ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS”, visible en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 48, noviembre de 2017, Tomo I, Materia Constitucional, pág. 
603. 
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se logra dotándoles de los recursos públicos necesarios para 

su adecuada función80, pues: 

• La autonomía de los OPLES es un componente esencial 

para el funcionamiento y consolidación del sistema 

electoral mexicano, ya que permite salvaguardar la 

independencia e imparcialidad en las decisiones de las 

autoridades electorales locales. 

• Los actos relacionados con los recursos que son 

asignados en el presupuesto de egresos a dichos 

órganos son trascendentes para el ejercicio pleno de las 

funciones constitucionales y legales que tienen 

encomendados. 

• Las cuestiones de restricciones presupuestales y las 

reducciones de las remuneraciones de las personas 

integrantes de los OPLES trascienden al ámbito de su 

funcionamiento y operación. 

• La defensa de las disposiciones constitucionales que 

inciden en el ámbito electoral no puede reducirse, 

únicamente, a la protección de los derechos político-

electorales de sus personas integrantes, sino a un control 

amplio de normas, actos y resoluciones que puedan 

ponerlos en riesgo. 

 
80 Lo que encuentra sustento en la Tesis XV/2017, de rubro: “ORGANISMOS PÚBLICOS 
LOCALES ELECTORALES. EL RESPETO A LA AUTONOMÍA DE GESTIÓN 
PRESUPUESTAL GARANTIZA LA INDEPENDENCIA DE LA FUNCIÓN ELECTORAL 
(LEGISLACIÓN DE VERACRUZ)”, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 
materia electoral, Año 10, Número 20, 2017, págs. 32 y 33. 
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• Simultáneo a la protección de los derechos fundamentales 

de sus personas integrantes, el ejercicio de control tiende 

igualmente a preservar la supremacía constitucional que, 

en el caso, se puede ver afectada por una posible 

vulneración a los principios de autonomía e 

independencia de las autoridades electorales de las 

entidades federativas81. 

Así las cosas, al no existir disposición jurídica alguna que permita 

a la Jefa de Gobierno o a la Secretaría de Finanzas apartarse de 

la propuesta original del proyecto de presupuesto de egresos 

presentado por el Instituto Electoral, se estima que su actuar 

impidió que el Congreso Local pudiera analizar, en su integridad, 

el requerimiento de recursos que la parte actora consideró 

necesarios para el desarrollo de su función constitucional y legal 

de atención a los procesos comiciales y consultivos que se 

celebran este año en la Ciudad de México. 

Finalmente, respecto a la solicitud de inaplicación del artículo 7º 

fracción I de la Ley de Austeridad planteada por la parte actora,82 

en el sentido de que dicha norma es contraria al principio de 

autonomía presupuestaria, pues con base en ella los órganos 

autónomos deben realizar su proyecto de presupuesto de 

egresos con base en el techo presupuestal que le fije la 

 
81 Criterio reiterado por la Sala Superior en diversos precedentes, entre otros, en el SUP-
JE-72/2018, SUP-JE-32/2018, SUP-JE-30/2018, SUP-JE-13/2018, SUP-JE-1/2018, SUP-
JE-76/2017, SUP-JE-68/2017, SUP-JE-43/2017 y acumulado y SUP-JE-108/2016, 
respectivamente. 
82 Cuyo acto de aplicación se vincula al proceso de aprobación del Presupuesto de Egresos 
2022, pues el oficio SAF/408/2021 de diecinueve de octubre de dos mil veintiuno -tal como 
fue analizado previamente- forma parte de este proceso y la afectación que generó en la 
parte actora se materializó con la aprobación del acto reclamado. 
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Secretaría de Finanzas, el agravio es igualmente fundado, tal y 

como se explica a continuación. 

El artículo 116, fracción IV, inciso c) de la Constitución Federal 

establece que las Constituciones y leyes de los Estados 

garantizarán que los OPLES –como autoridades en materia 

electoral encargadas de la organización de elecciones –, gocen 

de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus 

decisiones.  

Asimismo, el artículo 122 fracción IX de la Ley Suprema establece 

que la Constitución Local y las leyes de la Ciudad de México 

deberán ajustarse a las reglas que en materia electoral 

establece la fracción IV del artículo 116 de esta Constitución 

Federal y las leyes generales correspondientes. 

Así, desde la norma suprema se establecen las garantías 

mínimas para asegurar que el Instituto Electoral lleve a cabo el 

ejercicio de sus funciones con total autonomía e independencia, 

para lo cual el Constituyente Permanente señaló la necesidad de 

que la Constitución Local y todas las leyes que emita el Congreso 

Local deban ajustarse a las previsiones señaladas en los artículos 

116 fracción IV y 122 de la Constitución Federal. 

Ahora bien, el artículo 21 apartado C numeral 1 de la Constitución 

Local indica, en lo que interesa, que el Presupuesto de Egresos 

de los Poderes, las alcaldías y de todo organismo autónomo; 

se sujetará a las previsiones de ingresos de la Hacienda 

Pública de la Ciudad en los términos de la Constitución Federal, 

de la Constitución Local, la normatividad general y local aplicable 
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y los lineamientos propios que deriven de su autonomía, en 

materia de disciplina financiera, ejercicio y control presupuestario. 

El numeral 5 de la norma en comento, señala que la información 

y análisis sobre los egresos, el impacto presupuestal de 

iniciativas de ley y las estimaciones económicas y 

financieras de la Ciudad elaborados por la oficina 

presupuestal del Congreso Local, serán considerados en la 

aprobación del Presupuesto de Egresos. 

De lo anterior, este Tribunal Electoral advierte que la 

Constitución Local no deposita en la Secretaría de Finanzas 

la facultad de determinar las previsiones de ingresos de la 

Hacienda Pública local y, por el contrario, dicha facultad se 

advierte implícitamente reconocida al Congreso Local, al 

determinar el artículo 21 apartado C numeral 5 de la Norma 

Suprema Local que será la Oficina Presupuestal del órgano 

legislativo la encargada de elaborar las estimaciones 

económicas y financieras de la Ciudad, mismas que serán 

consideradas en el momento de aprobar el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México. 

Ahora bien, la norma sujeta a escrutinio constitucional en el 

presente juicio, es decir, el artículo 7º fracción I de la Ley de 

Austeridad, señala que la autonomía presupuestaria y de gestión 

otorgada a los Órganos Autónomos -en el caso de la parte actora- 

a través de la Constitución Federal, y en su caso, por disposición 

expresa contenida en las respectivas leyes de su creación, 

comprende, entre otros rubros, la facultad de aprobar sus 

proyectos de presupuesto y enviarlos a la Secretaría de Finanzas 
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para su integración al proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México, observando las previsiones de ingresos 

que les comunique la Secretaría de Finanzas y los criterios 

generales en los cuales se fundamente el Decreto. 

Si bien la lectura aislada de dicha disposición normativa refleja 

que la Secretaría de Finanzas únicamente es la encargada de 

comunicar a los órganos autónomos las previsiones de ingresos 

de la Hacienda Pública local para su observancia al momento de 

que éstos elaboren sus proyectos de presupuesto, lo cierto es 

que de su interpretación integral con otras disposiciones de la 

Ley de Austeridad es posible advertir que, es la Secretaría de 

Finanzas la autoridad encargada de definir las previsiones de 

ingresos de los órganos autónomos. 

Lo anterior es así, pues los artículos 21 párrafo primero, 26 y 27 

fracción III de la Ley de Austeridad señalan, en lo conducente, 

que: 

• Toda iniciativa de ley, decreto, o proyecto de reglamento y 

acuerdo que presente la Jefa de Gobierno deberá contar 

con una evaluación del impacto presupuestario 

realizada por la Secretaría de Finanzas, cuando éstas 

impliquen afectaciones a la Hacienda Pública. 

• Que las reglas de carácter general para la integración de 

los Anteproyectos de Presupuesto de Egresos, serán 

emitidas por la Secretaría de Finanzas, de conformidad 

con lo dispuesto en esta Ley de Austeridad, el Reglamento 

y demás ordenamientos aplicables; y  
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• Que la programación y presupuestación del gasto 

público elaborado por dicha autoridad administrativa 

comprenderá, entre otros aspectos, las actividades y sus 

respectivas previsiones de gasto público 

correspondiente a los Órganos Autónomos. 

En tal sentido, como se adelantó, este Tribunal Electoral estima 

fundado el agravio de la parte actora ya que, el artículo 7º 

fracción I de la Ley de Austeridad, que faculta a la Secretaría de 

Finanzas a comunicar al Instituto Electoral (para su debida 

observancia al momento de elaborar su proyecto de presupuesto 

de egresos), las previsiones de ingresos de la hacienda pública, 

es contrario a los artículos 116 fracción IV inciso c) de la 

Constitución Federal, en relación con el diverso 21 apartado C 

numeral 5 de la Constitución Local, al interferir en la autonomía e 

independencia del Instituto Electoral y, en consecuencia, se debe 

inaplicar al caso concreto. 

En efecto, tal como ha sido explicado en diversos apartados de 

la presente sentencia, en atención a la naturaleza jurídica de los 

OPLES como órganos autónomos, éstos se deben concebir a la 

par de los poderes tradicionales estatales pues cumplen con una 

función esencial para el Estado, como lo es la organización, 

desarrollo y vigilancia de los procesos electorales y de 

participación ciudadana. 

En ese tenor, de conformidad con el marco constitucional y legal 

invocado previamente en este fallo, los OPLES se encuentran 

dotados de elementos orgánicos clave para su óptimo 

desempeño, como son la autonomía y la independencia 
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funcional, mismos que propician que se dote de efectividad al 

sistema electoral a través de la organización y vigilancia de los 

procesos comiciales y consultivos de participación ciudadana, 

para dar vigencia a los principios de certeza, imparcialidad, 

objetividad, legalidad y probidad. 

En ese sentido, el que los OPLES cuenten con las condiciones 

adecuadas para realizar con autonomía sus funciones, evita que 

sean objeto de presiones y, por lo tanto, se fortalece su 

independencia frente a otros poderes o factores externos. 

Ahora, como se ha visto, en el caso de la Ciudad de México, 

respecto al procedimiento para la elaboración y aprobación del 

presupuesto que corresponda al Instituto Electoral, la legislación 

federal y local prevén que el proyecto que formule la parte actora 

será remitido a la Secretaría de Finanzas, o a la Jefatura de 

Gobierno para que sea incluido en el Proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México, y será el Congreso Local, el 

órgano encargado de examinar, discutir, ajustar, en su caso 

aprobar el presupuesto de egresos. 

Asimismo, la Constitución Local prevé que será la Oficina 

Presupuestal del Congreso Local83, la encargada de elaborar las 

evaluaciones del impacto presupuestario y las estimaciones 

económicas y financieras de la Ciudad, es decir, las 

previsiones de la Hacienda Pública, mismas que se tomarán 

en consideración al momento de aprobar el Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad. 

 
83 También llamada Unidad de Estudios y Finanzas Públicas del Congreso Local, según se 
advierte del artículo 21 último párrafo de la Ley de Austeridad. 
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En tal sentido, la porción normativa del artículo 7º fracción I de la 

Ley de Austeridad, que dispone: “Aprobar sus proyectos de 

presupuesto y enviarlos a la Secretaría para su integración al 

proyecto de Presupuesto de Egresos, observando las 

previsiones de ingresos que les comunique la Secretaría y 

los criterios generales en los cuales se fundamente el Decreto”, 

resulta inconstitucional, por conllevar una trasgresión a la 

autonomía e independencia del Instituto Electoral. 

Lo anterior, al traducirse en una subordinación y dependencia84 

de la parte actora frente a la intromisión de la Jefa de Gobierno, 

debido a que dicha normatividad permite que sea la Secretaría 

de Finanzas y no así el Congreso Local, quien le imponga y 

comunique un techo presupuestal -conforme a las previsiones de 

la Hacienda Pública que genere la Secretaría- que debe ser 

observado por el Instituto Electoral al momento de elaborar su 

propio proyecto de presupuesto, lo que pone en evidencia una 

visible incidencia del Ejecutivo Local en la toma de decisiones del 

órgano administrativo electoral. 

Ello es así, pues el hecho de que la norma autorice a la Secretaría 

de Finanzas para decidir la cantidad máxima de recursos a la que 

se deberá ajustar el proyecto de presupuesto de egresos del 

Instituto Electoral antes de presentarlo ante el Congreso Local -y 

por ende, el máximo de previsiones de la Hacienda Pública que 

se destinarán al órgano autónomo- constituye una intromisión 

en el ámbito de autonomía de la parte actora y una invasión de la 

 
84 Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por la Suprema Corte, en la 
Jurisprudencia P./J. 23/2007, de rubro: “PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE 
COMPETENCIAS. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR SU TRANSGRESIÓN”. 
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competencia del órgano legislativo local, quien por disposición de 

la Constitución Local es quien debe decidir dicho aspecto. 

Esto es, a través del precepto en comento se autoriza a la 

Secretaría de Finanzas para inmiscuirse -prima facie- en la 

elaboración del proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto 

Electoral, incidiendo directamente en su configuración y eventual 

disminución de los recursos a solicitar, lo cual interfiere de 

manera determinante en la toma de decisiones del órgano 

autónomo, generando algún tipo de sumisión o relación 

jerárquica. 

Asimismo, la previsión normativa en análisis, además de permitir 

que la Secretaría de Finanzas como órgano dependiente de la 

Jefatura de Gobierno se inmiscuya en el proceso de elaboración 

del presupuesto de egresos del Instituto Electoral, impide a la 

parte actora que tome sus propias decisiones y actúe 

autónomamente respecto de su proyecto de presupuesto. 

Pues al fijarle la Secretaría de Finanzas un techo presupuestal 

máximo acorde a las previsiones de la Hacienda Pública que la 

propia Secretaria genere, impide que el Instituto Electoral pueda 

llevar a cabo la integración final de su presupuesto de egresos 

conforme a sus propias necesidades y particularidades, las 

cuales se proyectan en función de las obligaciones 

constitucionales y legales que tiene encomendadas para la 

organización y realización de los procesos electorales y 

consultivos en la Ciudad, obligándole a realizar a priori 

modificaciones derivadas de la imposición de un máximo 
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presupuestal que finalmente tuvo un impacto directo en el análisis 

del presupuesto por parte del Congreso Local. 

Muestra de ello es que el Presupuesto de Egresos 2022, 

concretamente en el monto de recursos que le fueron autorizados 

al Instituto Electoral, coincida totalmente con el monto fijado por 

la Secretaría de Finanzas mediante oficio SAF/408/2021 de 

diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, es decir, que el 

presupuesto autorizado por el Congreso Local concuerde 

totalmente con el techo presupuestal señalado por la Secretaría 

de Finanzas acorde a las previsiones de ingresos de la Hacienda 

Pública calculadas por dicha autoridad. 

Finalmente, se verifica el grado de subordinación de la parte 

actora frente a la Secretaría de Finanzas, pues, conforme a lo 

establecido en el artículo 7º fracción I de la Ley de Austeridad, 

para la creación y aprobación de su proyecto de presupuesto de 

egresos el Instituto Electoral tiene el deber de observar las 

previsiones de ingresos de la Hacienda Pública que dicha 

Secretaría le comunique, entendiendo por observar, según lo 

establecido por la Real Academia de la Lengua Española, la 

acción y efecto de guardar y cumplir exactamente lo que se 

manda y ordena.85 

De tal modo que, previo a elaborar y aprobar su anteproyecto de 

presupuesto de egresos, de conformidad con el artículo 7º 

fracción I de la Ley de Austeridad, el Instituto Electoral se 

encuentra constreñido a guardar y hacer cumplir 

exactamente lo ordenado y mandatado por la Secretaría de 

 
85 Vid. https://dle.rae.es/observar.  

https://dle.rae.es/observar
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Finanzas respecto al tope máximo de recursos públicos que 

se encuentra autorizado a solicitar, lo cual atenta contra la 

autonomía e independencia reconocida al Instituto Electoral en el 

artículo 116 fracción IV inciso c) de la Constitución Federal. 

Máxime si se toma en consideración que el Instituto Electoral, por 

las naturaleza de las funciones que en materia electoral se 

encuentra constreñido a ejecutar, en los hechos puede verse 

presionado económicamente, bajo amenazas de reducción a su 

presupuesto, presionándolo para que lleve a cabo el ejercicio de 

sus atribuciones en materia electoral y de participación ciudadana 

en un determinado sentido, según las conveniencias políticas del 

poder en turno. 

Así las cosas, al resultar contrario a la garantía de autonomía e 

independencia prevista en el artículo 116 fracción IV inciso c) de 

la Constitución Federal la porción normativa “…observando las 

previsiones de ingresos que les comunique la Secretaría…” 

contenida en la fracción I del artículo 7º de la Ley de Austeridad, 

y al mismo tiempo invadir la esfera de competencias del 

Congreso Local previsto en el artículo 21 apartado C numeral 5 

de la Constitución Local en materia de previsiones de ingresos de 

la Hacienda Pública, lo procedente es inaplicarla para el caso 

concreto. 

No obsta a lo anterior, el hecho de que la Sala Superior, al 

resolver el SUP-JE-283/2021, haya determinado que el oficio 

remitido por la Secretaría de Finanzas en el que se fijó un monto 

prestablecido para la elaboración del proyecto de presupuesto de 

egresos de un órgano autónomo, no implica una imposición del 
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monto propuesto, pues no se le apercibió o condicionó para 

ajustarse a dicho presupuesto. 

Lo anterior, pues a diferencia del presente caso, en dicho asunto 

la Sala Superior no analizó la inconstitucionalidad del artículo 7º 

fracción I de la Ley de Austeridad, aunado a que a consideración 

de este Tribunal Electoral la inconstitucionalidad de la norma se 

hace depender no sólo del contenido del oficio en comento, sino 

de la parte dispositiva de la norma invocada que obliga al Instituto 

Electoral a cumplir con las previsiones de la hacienda pública que 

le comunique la Secretaría de Finanzas. 

Las que, de conformidad con los artículos 21 párrafo primero, 26 

y 27 fracción III de la Ley de Austeridad elabora y fija 

unilateralmente la referida dependencia del Ejecutivo Local en 

usurpación de las facultades, que de conformidad con el artículo 

21 apartado C numeral 5 de la Constitución Local, tiene 

conferidas el Congreso Local en materia de estimaciones 

económicas y financieras de la Ciudad, es decir, sobre las 

previsiones de recursos de la Hacienda Pública. 

B) En contra del Congreso Local. 

1. Indebida fundamentación y motivación en la reducción del 

Presupuesto de Egresos asignado al Instituto Electoral. 

2. Violación a las garantías de legalidad y de autonomía 

presupuestaria del Instituto Electoral. 

Señala sustancialmente la parte actora en su demanda que: 
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• El Congreso Local, sin fundamentación y sin motivación 

alguna y vulnerando las normas que rigen el procedimiento 

legislativo, avaló con la emisión del Presupuesto de 

Egresos 2022 la reducción al presupuesto del Instituto 

Electoral planteada por la Jefa de Gobierno a través de la 

Secretaría de Finanzas; con lo que impide el ejercicio real 

de las atribuciones constitucionales encomendadas a dicho 

órgano administrativo electoral, en perjuicio de los derechos 

políticos de la ciudadanía. 

• Que en el Dictamen Positivo no existe fundamentación, ni 

tampoco una motivación que justifique la reducción de 

presupuesto del Instituto Electoral, lo que se tradujo en la 

violación a lo establecido en el artículo 80 de la Ley 

Orgánica del Congreso, misma que indica que los 

dictámenes que emiten las Comisiones deberán estar 

debidamente fundados y motivados. 

• Que el órgano legislativo local se limitó a aprobar el 

proyecto de Decreto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México propuesto por la Jefa de Gobierno, sin 

examinar ni discutir el proyecto de Presupuesto de Egresos 

que el Instituto Electoral envió a la Secretaría de Finanzas 

y que se anexó al enviado por la Jefa de Gobierno. 

• Que si bien las Comisiones Unidas del Congreso Local, 

invitaron a la Consejera Presidenta del Instituto Electoral 

para que participara en una mesa de trabajo donde se 

expuso el anteproyecto de su Presupuesto de Egresos, lo 

cierto es que en el Dictamen Positivo únicamente se tomó 
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como base para la asignación presupuestaria la cantidad 

propuesta por la Jefa de Gobierno, sin examinar, ni discutir 

el proyecto de presupuesto propuesto por el Instituto 

Electoral. 

• Que el Congreso Local, de manera injustificada e 

infundada, aprobó un criterio de reducción presupuestal 

sistemática anual en contra del Instituto Electoral, a pesar 

de que al Gobierno de la Ciudad de México se le incrementó 

su presupuesto público para el ejercicio fiscal 2022, con lo 

cual se atenta contra el efectivo ejercicio de los derechos 

político-electorales y de participación ciudadana, así como, 

el eficaz desempeño de la función estatal de organizar 

elecciones y procesos de participación ciudadana 

conferidos al Instituto Electoral. 

• Que Congreso Local dejó de ponderar de manera 

cuidadosa y atenta todos aquellos elementos que le fueron 

aportados en el presupuesto de egresos enviado a la 

Secretaría de Finanzas, lo que constituyó una franca 

trasgresión a la garantía de legalidad y, en 

consecuencia, a la autonomía presupuestaria del 

Instituto Electoral. 

• Que el Congreso Local, al momento de aprobar el 

presupuesto asignado al Instituto Electoral, dejó de tomar 

en consideración que, conforme a lo establecido en el 

artículo 32 párrafo segundo del Código Electoral los 

presupuestos destinados al financiamiento público de 

los partidos políticos no formarán parte del patrimonio 
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del Instituto Electoral, por lo que, derivado del 

presupuesto reducido, el Instituto Electoral no puede alterar 

su cálculo o determinación, ni los montos que del mismo 

resulten conforme a dicho ordenamiento. 

• Que la insuficiencia presupuestal provocada por el 

Congreso Local propicia que el Instituto Electoral este 

imposibilitado materialmente para cumplir con sus 

atribuciones y funciones constitucionales y legales, lo 

que implica el incumplimiento de los derechos político-

electorales y de participación ciudadana, y la cancelación 

de muchas actividades que derivan de sus atribuciones 

normativas se ven afectadas. 

Los agravios son sustancialmente fundados, tal y como se 

explica a continuación. 

Primeramente es importante recordar que la Suprema Corte ha 

sustentado en diversos precedentes86 que, tratándose de la 

discusión y aprobación de los Presupuestos de Egresos de las 

entidades federativas, si bien los Congresos locales tienen la 

facultad de modificar, alterar e incluso reducir los proyectos de 

presupuesto que le remitan otros poderes y entes públicos 

autónomos; también lo es que dicha facultad de modificación 

viene acompañada de la correlativa obligación de fundamentar 

 
86 Al resolver las Controversias Constitucionales 10/2009, 15/2021, y recientemente la 
diversa 209/2021, ésta última resuelta en sesión pública del uno de junio, en la que el Alto 
Tribunal declaró la invalidez del presupuesto de egresos asignado al INE para el ejercicio 
fiscal dos mil veintidós, al advertirse que la Cámara de Diputados no motivó 
reforzadamente la modificación que hizo al anteproyecto que dicho instituto presentó, lo 
cual compromete las funciones del órgano constitucional autónomo, traduciéndose en una 
violación de los derechos fundamentales de carácter político-electoral. 
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y motivar reforzadamente las razones que justifiquen esa 

decisión. 

En efecto, el Alto Tribunal ha señalado que, tratándose de los 

actos que se verifican sólo entre autoridades (como en el caso lo 

son el Congreso Local y el Instituto Electoral), el cumplimiento de 

la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 de la 

Constitución Federal tiene por objeto que se respete el orden 

jurídico y que no se afecte la esfera de competencia que 

corresponda a una autoridad, por parte de otra u otras, por lo 

que dicha garantía queda satisfecha: 

a) Con la mera existencia de una norma legal que atribuya a 

favor de la autoridad, de manera nítida, la facultad para 

actuar en determinado sentido. 

b) Que el despliegue de la actuación de esa autoridad se dé, 

ajustándose escrupulosa y cuidadosamente a la norma 

legal en la cual encuentra su fundamento la conducta 

desarrollada; y 

c) Con la existencia constatada de los antecedentes fácticos 

o circunstancias de hecho que permitan colegir con claridad 

que sí procedía aplicar la norma correspondiente, pero con 

la que se justifique con plenitud el que la autoridad haya 

actuado en determinado sentido y no en otro. 

Lo anterior, encuentra sustento en la Jurisprudencia P./J. 

50/2000, sentada por la Suprema Corte, de rubro: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU CUMPLIMIENTO 

CUANDO SE TRATE DE ACTOS QUE NO TRASCIENDAN, DE 
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MANERA INMEDIATA, LA ESFERA JURÍDICA DE LOS 

PARTICULARES.” 

Ahora bien, la aprobación del Presupuesto de Egresos de los 

órganos autónomos no es un acto legislativo cuyos efectos se 

surtan exclusivamente entre los órganos del poder público, pues 

por su propia naturaleza dicha norma impacta en la satisfacción 

de las necesidades públicas que deben colmar los órganos del 

Estado. 

Así, en lo que atañe al Instituto Electoral, la realización de la 

función pública de organización, realización y vigilancia de los 

procesos electorales de renovación de los poderes públicos de la 

Ciudad, así como, de los procesos consultivos de participación 

ciudadana impactan de manera directa en el sano desarrollo de 

las relaciones sociales y en última instancia en la protección de 

los derechos político-electorales de la ciudadanía. 

Por tanto, en la toma de decisiones sobre los aspectos que 

trascienden al ejercicio de su autonomía e independencia, no 

basta que el Congreso Local realice una fundamentación y 

motivación simple para dar por sentado que la asignación 

presupuestaria hecha al OPLE sea adecuada, sino que resulta 

necesario que el órgano legislativo ofrezca una argumentación 

mucho más sólida y elaborada para ello, a fin de mantener el 

correcto equilibrio de los poderes públicos del Estado. 

Lo que encuentra sustento en la ratio decidendi que utilizó la 

Suprema Corte para revolver la Controversia Constitucional 
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209/202187, en la que determinó –tratándose del INE— que si 

bien el órgano legislativo –la Cámara de Diputados— tiene la 

facultad exclusiva de modificar la cantidad originalmente 

solicitada por el Instituto, lo cierto es que ésta debe ejercerse 

mediante la aplicación de un estándar de motivación 

reforzada que dé cuenta de las razones objetivas y justificadas 

para realizar dicha reducción, demostrando que los recursos 

asignados son, en principio, suficientes para pagar los gastos 

generados en el cumplimiento de las obligaciones 

constitucionales del INE. 

Lo que –conforme al criterio sostenido por el Alto Tribunal del 

país— resulta necesario al estar en juego la autonomía 

presupuestal del órgano constitucional autónomo y, en última 

instancia, la protección de los derechos político-electorales de la 

ciudadanía. 

En ese orden de ideas, este Tribunal Electoral aprecia —tal como 

fue analizado al abordar los agravios enderezados en contra de 

la Jefatura de Gobierno y de la Secretaría de Finanzas— que en 

el anteproyecto de Presupuesto de Egresos formulado por el 

Instituto Electoral, el OPLE solicitó como recursos para afrontar 

el cumplimiento de sus compromisos constitucionales y legales la 

cantidad de $1,955,020,834.00 (Un mil novecientos cincuenta y 

cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro pesos 

00/100 M.N.), cantidad mayor a la que finalmente le fue asignada 

por el legislativo local por $1,201,084,647.00 (Un mil doscientos 

 
87 Aprobada en sesión pública de uno de junio. 
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un millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete 

pesos 00/100 M.N.). 

Asimismo, se advierte que la Secretaría de Finanzas integró 

marginalmente como Anexo I el anteproyecto de Presupuesto de 

Egresos de la parte actora y que, como fue analizado con 

antelación, el monto propuesto por el Instituto Electoral fue 

modificado unilateralmente por dicha autoridad al momento en 

que la Jefa de Gobierno envió la iniciativa de Decreto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México. 

De igual manera, de autos se observa que Congreso Local, al 

recibir la iniciativa de Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México, la turnó a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, 

la que el uno de diciembre de dos mil veintiuno, llevó a cabo una 

mesa de trabajo a la que compareció la Consejera Presidenta del 

Instituto Electoral a fin de exponer las razones que justifican su 

anteproyecto de presupuesto, en los siguientes términos: 
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De la copia certificada de la versión estenográfica de uno de 

diciembre de dos mil veintiuno, remitida por el Congreso Local en 
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su informe circunstanciado, 88 y de las Actas Circunstanciadas de 

diecinueve, veinte, veintiuno, veinticuatro y veintisiete de enero, 

así como, de uno, dos, cuatro, siete y nueve de febrero,89 se 

aprecia la discusión que existió en la Comisión de Presupuesto y 

Cuenta Pública del órgano legislativo, sobre las razones que 

expuso la Consejera Presidenta del Instituto Electoral en su 

comparecencia. 

Documentales públicas a las que, en términos de lo previsto en 

los artículos 53 fracción I, 55 fracciones II y IV y 61 de la Ley 

Procesal, se les otorga valor probatorio pleno, al ser expedidas 

por personas funcionarias públicas dentro del ámbito de su 

competencia y en ejercicio de sus funciones, aunado a que no 

existe prueba en contrario respecto de su contenido, autenticidad 

y veracidad; de la cuales se desprende lo siguiente: 

 

 
88 Misma que obra de fojas 691 a 712 del Cuaderno Principal II del expediente. 
89 Mismas que obran de fojas 55 a 96 del Cuaderno Principal IV del expediente. 
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Desahogada la comparecencia de la Consejera Presidenta del 

Instituto Electoral, las Comisiones Unidas de Presupuesto y 

Cuenta Pública y de la Hacienda, formularon un Dictamen 

Positivo del que no se advierte razonamiento alguno que 

sustente el por qué la cantidad solicitada por el Instituto 

Electoral no fue aprobada ni por qué en su lugar se aprobó la 

propuesta de recursos formulada por el Ejecutivo Local para ser 

destinada al funcionamiento de la parte actora. 

Lo anterior es así, ya que, de su lectura únicamente se aprecia, 

respecto a la propuesta del proyecto de presupuesto de la parte 

actora, lo siguiente: 

“SEXTO. Las Comisiones Unidas concuerdan con la propuesta de 

presupuesto asignado a los órganos de gobierno, por un monto de 

$8,427.0 millones de pesos en atención a lo siguiente: 

… 

Con respecto a los organismos autónomos se propone un monto de 

$11,687.80 millones de pesos, en atención a lo siguiente: 

ORGANISMO MONTO 

Tribunal de Justicia Administrativa 492.80 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje 441.78 

Comisión de Derechos Humanos 452.87 

Instituto Electoral 1,201.08 

Tribunal Electoral 230.87 

Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México 

1,500.00 

Instituto de Transparencia 147.87 

Fiscalía General de Justicia 7,200.00 

Consejo de Evaluación 20.54 
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Los organismos autónomos atienden funciones de interés público que 

no son realizadas por los tres poderes de gobierno, debido a que su 

autonomía e independencia permiten un mejor desempeño y 

evaluación de las funciones públicas, estos organismos son: la 

Fiscalía General de Justicia, la Universidad Autónoma, el Instituto 

Electoral, el Tribunal Electoral, la Comisión de Derechos Humanos, el 

Tribunal de Justicia Administrativa, la Junta Local de Conciliación y 

Arbitraje, el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas, y el 

Consejo de Evaluación, todos de la Ciudad de México.” 

ANEXO I 

PRESUPUESTO SOLICITADO POR LOS ÓRGANOS DE 

GOBIERNO Y ORGANISMOS AUTÓNOMOS PARA EL EJERCICIO 

2022 

ORGANISMOS AUTÓNOMOS MONTO 

Tribunal de Justicia Administrativa 492,796,913.00 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje 441,775,766.00 

Comisión de Derechos Humanos 452,865,456.00 

Instituto Electoral 1,955,020,834.00 

Tribunal Electoral 386,734,621.00 

Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México 

1,629,659,142.00 

Instituto de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas 

166,424,125.51 

Fiscalía General de Justicia 7,200,000,000.00 

Consejo de Evaluación 38,735,881.00 

Finalmente, el Congreso Local, en la sesión de catorce de 

diciembre de dos mil veintiuno, aprobó por mayoría el Dictamen 

Positivo, sin que el monto asignado al Instituto Electoral haya 

sido analizado y discutido. 
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Ello es así, ya que el Congreso Local se limitó a aprobar el 

presupuesto del Instituto Electoral en los términos exactos en que 

le fue remitido por la Jefa de Gobierno, sin que de la discusión 

generada durante la sesión plenaria de catorce de diciembre de 

dos mil veintiuno, en la que se aprobó el Dictamen Positivo –o en 

la comparecencia de la Consejera Presidenta del OPLE ante la 

Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de uno de diciembre 

de dos mil veintiuno— se advierta alguna referencia que permita 

inferir la existencia de algún tipo de debate o razonamiento que 

justificara la cantidad asignada al referido órgano autónomo. 

Mucho menos que dicha cantidad finalmente aprobada fuera 

distinta a la que originalmente fue presupuestada y solicitada por 

la parte actora al elaborar su anteproyecto de presupuesto de 

egresos, o algún tipo de fundamentación y motivación que 

justificara la reducción de recursos de la que fue objeto el 

proyecto original del presupuesto de la parte actora. 

Lo anterior evidencia que la intromisión a la autonomía 

presupuestal del Instituto Electoral llevada a cabo por la 

Secretaría de Finanzas y la Jefa de Gobierno al alterar el monto 

proyectado en el presupuesto de egresos que el OPLE le remitió, 

impactó directamente en la partida presupuestal que finalmente 

fue aprobada y asignada por el órgano legislativo, tan es así que 

el Congreso Local ni siquiera discutió, motivó ni justificó por qué 

fue o no viable la modificación hecha por el Ejecutivo Local a la 

propuesta original enviada por el órgano autónomo. 

Máxime si se toma en consideración que la facultad de reducir los 

montos presupuestados por la parte actora corresponde 
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exclusivamente al Congreso Local, al ser el órgano del Estado 

autorizado para examinar, discutir, analizar y aprobar 

anualmente el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México. 

Así, la falta de pronunciamiento expreso por parte del Congreso 

Local sobre las razones para asignar al Instituto Electoral un 

monto diferente al solicitado y previamente reducido por el 

Ejecutivo Local, violenta la garantía de fundamentación y 

motivación prevista en los artículos 16 de la Constitución Federal 

y 80 de la Ley Orgánica del Congreso, así como, el artículo 116 

fracción IV inciso c) de la Norma Suprema, pues con dicho acto 

el Congreso Local atenta contra la autonomía e independencia 

presupuestaria del Instituto Electoral. 

Ello es así, ya que, si bien es atribución exclusiva del órgano 

legislativo local examinar, discutir, analizar y aprobar el 

Presupuesto de Egresos de otros órganos de gobierno y órganos 

autónomos de la Ciudad de México. 

No menos cierto es que el acto de asignación presupuestal 

dirigido a un órgano constitucional autónomo con el que el 

Congreso Local guarda paridad e igualdad, por encontrarse 

ambos ubicados en el vértice del sistema constitucional local y 

mantener relaciones de coordinación y de no subordinación, debe 

tener una motivación reforzada en la que se demuestre que la 

cantidad de recursos públicos asignada a otro poder del Estado 

es en principio suficiente para colmar los gastos que entrañará en 

la realidad su funcionamiento, y en consecuencia no se causará 

afectación alguna a la sociedad ni al sistema democrático-

electoral de la Ciudad de México. 



 
 

 
TECDMX-JEL-387/2021 

 

225 

La necesidad de una motivación reforzada en materia 

presupuestal deriva, como lo ha sostenido la Suprema Corte,90 de 

las premisas siguientes: 

1) Constituye una motivación reforzada la justificación 

objetiva y razonable tendiente a demostrar que las 

modificaciones al presupuesto de un órgano constitucional 

autónomo no se hacen sobre una base arbitraria, por la 

voluntad de sustraer recursos públicos impulsada por 

parámetros que se sitúen de una u otra manera fuera de los 

cánones constitucionales, y que debe apreciarse en las 

discusiones y constancias parlamentarias. 

2) El estándar de motivación reforzada por parte de las 

legislaturas locales responde al imperativo de dotar de 

coherencia y de contenido jurídico real a la división de 

poderes prevista en los artículos 41, 116 y 122 de la 

Constitución Federal. 

3) Es facultad exclusiva de los órganos de gobierno y de los 

órganos autónomos en las entidades federativas aprobar su 

anteproyecto de presupuesto de egresos y enviarlo al 

Ejecutivo Local, quien únicamente funge como conducto 

para hacer llegar dicho documento al Poder Legislativo 

Local. 

4) Los tribunales superiores de justicia, los tribunales 

electorales locales y los OPLES91 tienen garantizada la 

 
90 Al resolver las Controversias Constitucionales 14/2004, 10/2005, 14/2005, 15/2005, 
10/2009 y 209/2021, respectivamente. 
91 Conforme a lo razonado en este fallo en el apartado denominado: “El Instituto Electoral 
goza de las mismas garantías de autonomía e independencia aplicables a los órganos 
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irreductibilidad presupuestaria, en el sentido de que 

jurídicamente no puede fijárseles un presupuesto con 

monto inferior al aprobado para el ejercicio fiscal 

anterior. 

5) La irreductibilidad tiene el propósito de proteger su 

autonomía, poniéndolos a salvo de todo tipo de presiones, 

para que cumplan con plena independencia las 

atribuciones encomendadas en la Constitución 

Federal. 

6) La intromisión, dependencia o subordinación de un Poder 

público sobre otro puede versar, entre otros aspectos, sobre 

la autonomía en la gestión presupuestal. 

7) La autonomía de la gestión presupuestal está 

directamente relacionada con la satisfacción plena de las 

funciones que constitucionalmente tiene encomendadas el 

órgano autónomo. 

Así las cosas, la existencia de un principio de irreductibilidad a 

favor de los OPLES se justifica en función de que la reducción 

arbitraria de su presupuesto es el caso más claro de 

afectación a su autonomía e independencia, las que no 

pueden ser vistas como fines en sí mismos, sino como 

 
jurisdiccionales electorales”, y acorde a lo resuelto por la Suprema Corte en la la Acción 
de Inconstitucionalidad 138/2007, y en la Jurisprudencia P./J. 90/2007, de rubro: 
“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, INCISO D), 
DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN, QUE PREVÉ QUE LOS 
CONSEJEROS ELECTORALES DEL INSTITUTO ELECTORAL ESTATAL GOZARÁN 
DURANTE LOS PROCESOS ELECTORALES DE LA REMUNERACIÓN QUE DE 
ACUERDO AL PRESUPUESTO DE EGRESOS LES CORRESPONDA Y QUE ENTRE 
PROCESOS, RECIBIRÁN ÚNICAMENTE DIETAS DE ASISTENCIA A LA SESIÓN, 
TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE INDEPENDENCIA, AUTONOMÍA E 
IMPARCIALIDAD.”. 
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condiciones instrumentales que tienden a velar porque su tarea 

constitucional de organizar, conducir, y vigilar los procesos 

electorales, comiciales y consultivos no se vea expuesta a 

influencias extrañas que afecten su imparcialidad, en 

perjuicio de la sociedad y del sistema democrático en las 

entidades federativas. 

Aunado a ello, como lo ha sostenido el Alto Tribunal del país,92 la 

autonomía presupuestal de los órganos autónomos conlleva 

implícitamente que las asignaciones de recursos públicos hechas 

por los poderes legislativos deben llevarse a cabo con miras a 

que dichos órganos autónomos satisfagan su misión 

constitucional. 

En tal sentido, el hecho de que el Instituto Electoral elabore su 

propio presupuesto en un documento que no es revisable por la 

Secretaría de Finanzas, ni por la Jefa de Gobierno, quien debe 

remitirlo sin modificaciones al Congreso Local, no puede 

explicarse sino como la condición para que en el seno de ese 

cuerpo legislativo se lleve a cabo la ponderación, discusión y 

aprobación de un monto concreto que permita garantizar el 

cumplimiento de la función electoral que en la Constitución 

Federal, Constitución Local y demás leyes generales y locales 

tiene encomendada el OPLE. 

Lo anterior significa que el proyecto de presupuesto de egresos 

preparado por el Instituto Electoral debe ser objeto de escrutinio 

expreso por el Congreso Local quienes, después de la 

deliberación correspondiente sobre el monto propuesto, podrán 

 
92 Al resolver la Controversia Constitucional 10/2009. 
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aprobarlo en sus términos o incorporarle las modificaciones que 

estimen pertinentes, todo ello con base en la directriz consistente 

en que la organización, conducción y vigilancia de los procesos 

electorales, comiciales y consultivos sean colmados. 

De esta manera, el acto final de aprobación del Presupuesto de 

Egresos de la Ciudad de México, en lo que respecta al Instituto 

Electoral, no puede tener una fundamentación y motivación 

simple, sino reforzada, con miras a dejar en claro que el órgano 

legislativo local asignará en principio una partida presupuestal 

suficiente para satisfacer las necesidades públicas que debe 

colmar el OPLE. 

Sin que obste a lo anterior el contenido de la comparecencia de 

la Consejera Presidenta del Instituto Electoral ante la Comisión 

de Presupuesto y Cuenta Pública en la que se abordaron los 

siguientes aspectos: 

• Que el monto enviado por la Secretaría de Finanzas sería 

inamovible para la mayoría de las diputaciones de 

MORENA. 

• El Déficit presupuestario que viene cargando el Instituto 

Electoral desde el año dos mil veintiuno, y las posibles 

soluciones que deberá implementar en este año fiscal la 

parte actora como consecuencia de que no se le entregará 

o se contará con la cantidad que solicita. 

• Las medidas que tomó el Instituto Electoral en el año dos 

mil veintiuno, y cuales se tomarán en el dos mil veintidós 

para combatir la corrupción. 
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• La ambivalencia existente entre el monto propuesto por el 

Instituto Electoral y el recorte a dicho monto enviado por la 

Secretaría de Finanzas que implica una reducción del 

24.3% en relación con el monto autorizado en el año dos 

mil veintiuno. 

• Qué actividades realizará el Instituto Electoral como 

consecuencia de la reducción presupuestal propuesta por 

la Secretaría de Finanzas y de qué manera adecuarán su 

plan de trabajo para afrontar el déficit económico al que se 

les sujetará en este año. 

• La grave situación que enfrenta el Instituto Electoral sobre 

la falta de pago de las prerrogativas de los partidos políticos 

y de los salarios de las personas trabajadoras del OPLE. 

• Los impactos operativos y administrativos que tuvo el 

Instituto Electoral como consecuencia de la reducción 

presupuestal de la que fue objeto en dos mil veintiuno. 

• Que la reducción al presupuesto que sufrió el Instituto 

Electoral en el año dos mil veintiuno, y la que sufrirá en este 

año constituye una venganza política del partido en el 

poder. 

• Las líneas de acción que se implementarán por el Instituto 

Electoral tratándose de la organización de la revocación de 

mandato, el voto electrónico, la realización de la consulta 

ciudadana, la difusión de acciones institucionales, la 

diputación migrante y el voto en el extranjero. 

Dado que si bien en alguno de ellos el aspecto central de la 

comparecencia fue evidenciar que existe una notoria 

ambivalencia entre lo solicitado por el Instituto Electoral y lo 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

230 
 

propuesto por la Jefa de Gobierno respecto a los montos a cubrir 

al OPLE durante el ejercicio fiscal dos mil veintidós, lo cierto es 

que en ninguno se motivó razonadamente y bajo una discusión 

seria porqué los recursos propuestos por la Secretaría de 

Finanzas justifican ser analizados y aprobados y no así los 

solicitados por el Instituto Electoral en su anteproyecto de 

presupuesto, a fin de enfrentar la realización de las siguientes 

actividades en el presente año fiscal: 

• La organización y realización de dos procesos 

consultivos (Consulta Ciudadana sobre 

Presupuesto Participativo 2022 y Consulta de 

Revocación de Mandato). 

• La realización de un mecanismo de democracia directa 

(Iniciativa Ciudadana Emergente); y  

• Las actividades de preparación de dos procesos 

consultivos para los años subsecuentes (Consulta 

Ciudadana sobre Presupuesto Participativo 2023 y 

2024, y Elección de las Comisiones de 

Participación Comunitaria).  

Aunado a ello, debe recordarse que las deliberaciones llevadas a 

cabo en el seno de los Comités del órgano legislativo, como 

consecuencia de las comparecencias de las personas titulares de 

los órganos autónomos, no pueden sustituir la deliberación y 

discusión que se tienen que llevar a cabo en el pleno del 

Congreso Local, pues dichas sesiones no requieren para su 
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celebración integrar algún tipo de quorum,93 lo que si se requiere 

tratándose de la aprobación en el pleno del órgano legislativo.94 

Consecuentemente, dado que de autos no se advierte que el 

Congreso Local, en la sesión del catorce de diciembre de dos mil 

veintiuno, o al momento de emitir el acto impugnado haya 

aprobado, con base en una deliberación suficiente, la asignación 

presupuestal del Instituto Electoral. 

Primeramente porque se discutió un dictamen carente de razones 

en cuanto al por qué debía otorgarse al Instituto Electoral la 

cantidad de $1,201,084,647.00 (Un mil doscientos un millones, 

ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 

M.N.), la cual fue propuesta unilateralmente por la Secretaría de 

Finanzas y la Jefa de Gobierno (según ha sido analizado 

previamente), y en segundo lugar, en el pleno del órgano 

legislativo no se expusieron razones ni en pro ni en contra del 

monto propuesto por el Instituto Electoral, lo procedente es 

declarar fundados los agravios de la parte actora. 

Máxime si se toma en cuenta que durante la sesión del catorce 

de diciembre de dos mil veintiuno, el diputado Diego Orlando 

Garrido López solicitó al Presidente de la Mesa Directiva una 

reserva al dictamen aprobado por el pleno del Congreso Local 

sobre el Presupuesto de Egresos 2022, en el sentido de analizar 

la posibilidad de fortalecer a los órganos electorales de esta 

Ciudad y, respecto al Instituto Electoral, a que se le otorguen los 

 
93 Según se advierte del contenido del artículo 244 párrafo tercero del Reglamento del 
Congreso. 
94 Conforme a lo establecido en los artículos 2º fracción XL, 47 párrafo segundo, 48, 64, 78 
y 106 fracción XVI del Reglamento del Congreso. 
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$753,936,187.00 (Setecientos cincuenta y tres millones 

novecientos treinta y seis mil ciento ochenta y siete pesos 00/100 

M.N.) que le hacen falta para que en este año supere la crisis que 

está viviendo desde el año pasado. 

Crisis que -según lo expuso el mencionado diputado- pone en 

riesgo el pago de sueldos a personas funcionarias 

electorales, e incluso, el pago de las prerrogativas a los 

partidos políticos, mismas que no han sido transmitidas 

precisamente por la insuficiencia presupuestal que presenta la 

institución. 

Sin embargo, la propuesta no fue aprobada al ser rechazada con 

32 votos en contra, 17 a favor y 0 abstenciones; lo que pone en 

evidencia que, a pesar de que en el pleno del órgano 

parlamentario existió la posibilidad de abordar el tema del 

presupuesto de la parte actora, el Congreso Local decidió 

abstenerse de hacerlo. 

Lo que violentó lo establecido en los artículos 16, 116 fracción IV 

inciso c) y 122 de la Constitución Federal, así como, el diverso 80 

de la Ley Orgánica del Congreso, pues la deficiente motivación 

en la asignación presupuestal llevada a cabo por el Congreso 

Local conculcó las garantías de fundamentación, motivación 

reforzada, autonomía presupuestal e independencia 

consagradas a favor del órgano electoral. 

3. Violación a las garantías de irreductibilidad y suficiencia 

presupuestal del Instituto Electoral. 

4. Vulneración a las prerrogativas de los partidos políticos. 
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5. Vulneración al derecho de la ciudadanía para participar en 

las Consultas Populares y en la Revocación de Mandato. 

Sostiene la parte actora que el Congreso Local, al emitir el 

Presupuesto de Egresos 2022 pasó por alto lo dispuesto en el 

artículo Décimo Transitorio del Código Electoral, el cual 

establece que el Congreso Local tiene la obligación de aprobar 

los recursos suficientes y necesarios para que a la parte actora 

se le garantice el ejercicio de sus atribuciones, y que el 

presupuesto que se le asigne cada año debe incrementarse 

según el índice inflacionario, pero no podrá ser menor al del año 

inmediato anterior, esto último siempre y cuando no se trate 

de un año electoral. 

Indica que, con fundamento en dicho artículo transitorio, para el 

otorgamiento y aprobación de su presupuesto, el Congreso Local 

debió tomar como base el monto autorizado para el ejercicio fiscal 

dos mil diecinueve, que ascendió a $1,425,469,792.29 (Mil 

cuatrocientos veinticinco millones, cuatrocientos sesenta y 

nueve mil setecientos noventa y dos pesos 29/100M.N.), toda 

vez que para dicho ejercicio el Instituto Electoral presupuestó, 

además de los gastos de operación del programa ordinario y del 

gasto de financiamiento público ordinario de los partidos políticos, 

el gasto de operación para la organización del procedimiento de 

Consulta Ciudadana de Presupuesto Participativo 2020 y el gasto 

para la organización de la elección de Comités Ciudadanos y los 

Consejos de los Pueblos. 

Abunda en lo anterior al sostener que el Congreso Local aprobó 

un presupuesto que no es suficiente para cubrir los gastos de 
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operación del programa ordinario 2022 y los gastos para el 

financiamiento público ordinario de los partidos políticos, que en 

su conjunto ascienden a $1,501,537,305 (Un mil quinientos un 

millones, quinientos treinta y siete mil trescientos cinco 

pesos 00/100M.N.). 

En este sentido sostiene que, del proyecto de presupuesto de 

egresos propuesto por el Instituto Electoral se desprende tan solo 

el presupuesto necesario para el pago de los servicios personales 

(Capitulo 1000) asciende a la cantidad de $848,876,045 

(Ochocientos cuarenta y ocho millones ochocientos setenta 

y seis mil cuarenta y cinco pesos 00/100 M.N.) y el pago de la 

prerrogativas a los partidos políticos asciende a $472,545,300.00 

(Cuatrocientos setenta y dos millones quinientos cuarenta y 

cinco mil trescientos pesos 00/100 M.N.), por lo que la cantidad 

finalmente aprobada en el Presupuesto de Egresos 2022 se 

traduce en un déficit de nómina de $120,341,345 (Ciento veinte 

millones, trescientos cuarenta y un mil trescientos cuarenta 

y cinco pesos 00/100M.N.). 

Asimismo, indica que el Congreso Local tenía el deber de 

examinar y discutir las necesidades presupuestales del Instituto 

Electoral a efecto de garantizar los recursos financieros 

suficientes y necesarios para la realización de las funciones que 

constitucional y legalmente tiene encomendadas, así como, para 

la ejecución de los procedimientos de participación política y 

ciudadana donde que incrementan considerablemente las cargas 

de trabajo de la autoridad administrativa electoral local. 
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Lo anterior, a fin de atender el oportuno y eficaz cumplimiento de 

los siguientes tres grandes ejes: 

1. La organización, desarrollo y vigilancia de los procesos 

electorales para las elecciones de la Jefatura de Gobierno, 

Diputaciones al Congreso Local y Alcaldías de la Ciudad de 

México; 

2. La organización, desarrollo, acompañamiento y vigilancia 

de los procesos comiciales y de participación ciudadana 

previstos en la Ley de Participación; 

3. Al diseño y la implementación de las estrategias, 

programas, materiales y demás acciones orientadas al 

fomento de la educación cívica y la construcción de 

ciudadanía. 

Por lo que la reducción que hizo el Congreso Local al presupuesto 

solicitado por el Instituto Electoral no puede considerarse un 

ajuste razonable, objetivo y legal, pues no existe un contexto de 

limitaciones presupuestaria generalizado en los demás 

órganos autónomos, violando con ello el principio de 

suficiencia presupuestaria. 

Por otra parte, aduce que la asignación presupuestal hecha 

mediante el Presupuesto de Egresos 2022 vulnera las 

prerrogativas de los partidos políticos, ya que, derivado del 

ajuste hecho al presupuesto propuesto, resultaría necesario que 

el Instituto Electoral llevara a cabo ajustes a las prerrogativas de 

los institutos políticos para el cumplimiento de sus funciones y 

atribuciones, tomando en cuenta que las prerrogativas de los 



 
 
 

TECDMX-JEL-387/2021 
 

236 
 

partidos políticos no pueden estar por encima de los derechos 

humanos de las personas trabajadoras del Instituto Electoral. 

Finamente sostiene el Instituto Electoral que con el recorte 

presupuestal hecho en el Presupuesto de Egresos 2022, el 

Congreso Local vulnera el derecho constitucional de la 

ciudadanía a participar en las consultas populares y en la 

revocación de mandato, pues la falta de recursos impacta de 

manera directa en el desarrollo de ambos procesos comiciales, 

pues debido a la insuficiencia presupuestaria éstos no se podrían 

llevar a cabo. 

Los motivos de agravio son sustancialmente fundados, tal y 

como se explica a continuación. 

Como ha sido previamente analizado en el presente fallo, la 

Suprema Corte ha reconocido95 que los OPLES, como 

autoridades que tienen a su cargo la organización, desarrollo y 

vigilancia de los procesos electorales, se rigen bajo los mismos 

principios de los Poderes Judiciales Locales y de las 

autoridades jurisdiccionales en materia electoral en cuanto al 

goce de la autonomía en su funcionamiento e independencia 

en sus decisiones, conforme lo establece el artículo 116, 

fracción IV, incisos b) y c) de la Constitución Federal. 

Ello, puesto que en ambos casos, la finalidad del órgano 

reformador de la Constitución Federal, fue que las autoridades 

electorales (tanto administrativas como jurisdiccionales) 

dada la alta función que les fue encomendada, emitieran sus 

 
95 En la Acción de Inconstitucionalidad 138/2007. 
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decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la 

normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o 

someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o 

insinuaciones provenientes de superiores jerárquicos, de 

otros Poderes del Estado o de personas con las que guardan 

alguna relación de afinidad política, social o cultural. 

De ahí que –para el Alto Tribunal— los conceptos de 

autonomía e independencia que se han desarrollado en torno 

a los poderes judiciales locales y a los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral sean aplicables también 

a los OPLES, en virtud de que el objetivo por alcanzar es que 

tanto las personas funcionarias a quienes se les ha encomendado 

la función de la administración de justicia, como aquellas que 

tienen el encargo de organizar, conducir, y vigilar los comicios 

estatales, no se vean expuestos a influencias extrañas que 

afecten su imparcialidad, en perjuicio de la sociedad. 

Así, en aplicación del principio general de derecho que dice 

“Donde existe la misma razón, debe existir la misma 

disposición”, resulta totalmente viable aplicar al Instituto 

Electoral los mismos principios generales instituidos para los 

poderes judiciales locales y, por ende, para los órganos 

jurisdiccionales en materia electoral local, al formar parte del 

bloque de reglas y principios instituidos por el órgano reformador 

de la Constitución Federal en el artículo 116 fracción IV; aunado 

a que los mismos principios rectores y valores democráticos son 
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los que guían, cimentan, dan uniformidad y consistencia al 

sistema electoral mexicano.96 

Hechas las precisiones anteriores, resulta necesario ahora 

determinar si las garantías consistentes en la irreductibilidad y 

suficiencia presupuestal aplicables a los órganos jurisdiccionales 

electorales locales, son o no aplicables al Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral. 

A consideración de este Tribunal Electoral, y en suplencia de la 

queja, se arriba a la conclusión de que dichas garantías sí son 

aplicables a la parte actora, tal y como se explica a continuación: 

Conforme a lo establecido en los artículos 122 apartado A y 

fracción IX de la Constitución Federal, 46 apartado A primer 

párrafo inciso e) de la Constitución Local; 33 y 50 fracción VIII del 

Código Electoral y 7 fracción I y 48 de la Ley de Austeridad, el 

Instituto Electoral tiene la facultad para elaborar y aprobar su 

anteproyecto de Presupuesto de Egresos sin injerencia de 

ninguna otra autoridad, posteriormente enviarlo al Poder 

Ejecutivo local para su integración al Presupuesto de Egresos de 

la Ciudad de México para que, finalmente, el Congreso Local 

proceda a examinarlo, discutirlo y aprobarlo. 

Ahora bien, los 122 apartado A de la Constitución Federal, 21, 29 

apartado D inciso g) y 46 apartado B numeral 2 de la Constitución 

Local; Décimo Transitorio del Código Electoral y 21 de la Ley de 

 
96 Lo que encuentra apoyo en la Tesis P. XXXVII/2006, de la Suprema Corte, de rubro: 
“MATERIA ELECTORAL. PARA EL ANALISIS DE LAS LEYES RELATIVAS ES 
PERTINENTE ACUDIR A LOS PRINCIPIOS RECTORES Y VALORES DEMOCRATICOS 
PREVISTOS EN LOS ARTICULOS 41 Y 116, FRACCION IV, DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.” 
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Austeridad establecen que el Congreso Local, al momento de 

examinar, discutir y aprobar el Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México y, por ende, del Instituto Electoral, deberá: 

a) Realizar una valoración del impacto presupuestario 

del Decreto de Presupuesto de Egresos y podrá 

solicitar opinión a la Secretaría de Finanzas sobre 

el proyecto de dictamen correspondiente; 

b) Aprobar el Presupuesto de Egresos de la Ciudad a más 

tardar el quince de diciembre; 

c) El dictamen mediante el cual se aprueba el 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México (y por 

añadidura el presupuesto de egresos del Instituto 

Electoral) deberá estar debidamente fundado y 

motivado, e incluir las modificaciones que, en su caso, 

se hayan realizado; 

• El dictamen mediante el cual se aprueba el 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México 

deberá contener un estudio profundo y analítico 

que exponga de forma ordenada clara y concisa las 

razones por las que se aprueba, desecha o 

modifica el decreto; 

• El dictamen que aprueba el Decreto del Presupuesto 

de Egresos de la Ciudad de México deberá contener la 

fundamentación y motivación en la que se basa 

conforme a los ordenamientos aplicables; 
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d) Asignar al Instituto Electoral el presupuesto 

necesario para garantizar el ejercicio de sus 

atribuciones; 

e) Aprobar, en el Presupuesto de Egresos de la Ciudad, 

las asignaciones que garanticen suficiencia 

presupuestal al Instituto Electoral para el oportuno 

y eficaz cumplimiento de sus obligaciones; 

f) Cada año fiscal el Presupuesto de Egresos aprobado 

por el Congreso Local y destinado para el Instituto 

Electoral se deberá incrementar según el índice 

inflacionario; y 

g) El Presupuesto de Egresos asignado del Instituto 

Electoral no podrá ser menor al del año inmediato 

anterior, siempre y cuando no se trate de un año 

electoral. 

Cabe destacar que, de la interpretación integral de los artículos 

46 apartado B numeral 2 de la Constitución Local y Décimo 

Transitorio del Código Electoral, este Tribunal Electoral advierte 

que tanto el Constituyente como la Legislatura local previeron tres 

garantías institucionales tendientes a proteger la autonomía e 

independencia de las autoridades electorales locales durante la 

realización de sus funciones constitucionales y legales:  

1) La garantía de suficiencia presupuestal, 

2) La garantía de incremento presupuestal, y 

3) La garantía de irreductibilidad presupuestal. 
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Pues de esta forma se respeta la autonomía e independencia de 

las autoridades electorales en la Ciudad de México previstas en 

el artículo 116, fracción IV, inciso c) de la Constitución Federal; 

dado que sólo así se le protege de las presiones políticas o de 

otro tipo, que puedan recibir de los poderes Ejecutivo y 

Legislativo, o de cualquier otra autoridad. 

En ese sentido, este órgano jurisdiccional considera que el 

presupuesto de egresos del Instituto Electoral, al ser autónomo e 

independiente, sí debe ser protegido por las disposiciones 

contenidas en los artículos 46 apartado B numeral 2 de la 

Constitución Local y Décimo Transitorio del Código Electoral, 

consistentes en que su presupuesto de egresos deberá 

incrementarse según el índice inflacionario; no podrá ser 

inferior al aprobado por el Congreso Local para el ejercicio 

fiscal anterior y; en su aprobación deberá garantizarse que 

los recursos asignados sean suficientes para el oportuno y 

eficaz cumplimiento de las obligaciones del OPLE.  

Lo anterior es así, ya que la autonomía de la gestión presupuestal 

constituye una condición necesaria para que los OPLES puedan 

ejercer sus funciones con plena independencia y autonomía, 

razón por la cual la asignación de recursos presupuestarios no 

puede quedar sujeta a la discrecionalidad y arbitrariedad de otros 

Poderes públicos, ya que con ello se vulneraría el principio de 

división de poderes garantizado en el artículo 116 de la 

Constitución Federal. 

Sin que pase desapercibido a la anterior conclusión lo resuelto 

por la Sala Superior en el SUP-JE-283/2021, en donde indicó 
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que, en el caso de la Ciudad de México, no existe disposición 

legal que obligue al Congreso Local, a asignar, cuando menos, el 

mismo presupuesto que el año anterior, pues las funciones de los 

órganos electorales varían año con año, atendiendo a una 

previsión de las funciones que se proyecte realice ese órgano y a 

la disponibilidad de recursos con los que cuente la Ciudad de 

México, aunado a la ponderación que en uso de sus facultades 

realice la legislatura local. 

Pues, a diferencia de la conclusión a la que arribó dicha 

Superioridad, en el caso concreto este Tribunal Electoral advierte 

que, por lo menos desde el año dos mil diecisiete, —año en 

que entraron en vigor las disposiciones contenidas en la 

Constitución Local y en el Código Electoral— dentro del sistema 

jurídico de la Ciudad de México existen tres garantías 

institucionales que protegen el ejercicio de las funciones de los 

órganos electorales locales —suficiencia, incremento e 

irreductibilidad presupuestales— y su fundamento se encuentra 

en los artículos 46 apartado B numeral 2 de la Constitución Local 

y Décimo Transitorio del Código Electoral, mismos que no fueron 

objeto de análisis al resolverse el expediente SUP-JE-283/2021. 

De ahí que los argumentos esgrimidos por la Sala Superior sobre 

la inexistencia de dichas garantías y la forma de resolver de dicha 

superioridad no puedan ser retomados para resolver el presente 

asunto, como lo solicitó la Secretaría de Finanzas. 

Sentado lo anterior, este órgano jurisdiccional estima que con la 

aprobación por parte del Congreso Local del Presupuesto de 

Egresos 2022 se violentaron en perjuicio de la parte actora las 
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garantías de incremento, irreductibilidad y suficiencia 

presupuestales previstas en los artículos 46 apartado B numeral 

2 de la Constitución Local y Décimo Transitorio del Código 

Electoral. 

Lo anterior, ya que del minucioso examen al contenido del 

expediente en que se actúa, no se advierte prueba alguna de la 

que se desprenda que la cantidad asignada al Instituto Electoral 

como presupuesto para el ejercicio fiscal dos mil veintidós, fue 

incrementada conforme al índice inflacionario. 

Tampoco se advierte que, cuando menos, la cantidad asignada 

haya sido similar a la aprobada en el presupuesto de egresos del 

ejercicio fiscal dos mil diecinueve, lo que inclusive forma parte de 

los agravios hechos valer por la parte actora en contra del 

Presupuesto de Egresos 2022. 

Finalmente, no se aprecia que el Congreso Local haya llevado a 

cabo un análisis objetivo y razonable del que se desprenda que 

los recursos asignados son suficientes para que el OPLE cumpla 

con las encomiendas y compromisos constitucionales y legales 

que tiene asignadas para el ejercicio fiscal dos mil veintidós, 

principalmente tomando en consideración que dentro de dicho 

presupuesto se encuentran inmiscuidos los recursos 

presupuestales correspondientes a las ministraciones 

ordinarias de los partidos políticos, y que durante el presente 
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año se llevará a cabo la preparación y organización de diversos 

procesos consultivos.97 

En efecto, del contenido del acto impugnado no se advierte que 

el Congreso Local haya analizado la propuesta de proyecto de 

presupuesto de egresos del Instituto Electoral previendo, como lo 

indica el artículo Décimo Transitorio del Código Electoral, la 

posibilidad de incrementar los recursos asignados en el año fiscal 

anterior, considerando que el índice inflacionario anual para el 

año dos mil veintiuno, fue del 7.36% y que, en enero de dos mil 

veintidós, el índice quedó en 7.07%98, lo que violentó en perjuicio 

de la parte actora la garantía de incremento presupuestal. 

Lo anterior, pues resultaba necesario que el Congreso Local se 

pronunciara expresamente sobre la posibilidad de incrementar el 

monto de los recursos asignados al Instituto Electoral a fin de 

poder afrontar el cumplimiento de sus obligaciones legales en el 

presente año fiscal, analizando de manera fundada y motivada 

las fluctuaciones del índice inflacionario del ejercicio fiscal previo 

para la proyección de los recursos públicos a asignar en el año 

dos mil veintidós. 

Tampoco se aprecia que el Congreso Local haya tomado en 

cuenta que, al aprobar los recursos de la parte actora 

correspondientes al presente año fiscal, por disposición del 

artículo Décimo Transitorio del Código Electoral y acorde al 

 
97 Consulta Ciudadana sobre Presupuesto Participativo 2022, 2023, 2024; Elección de las 
Comisiones de Participación Comunitaria, Consulta de Revocación de Mandato e Iniciativa 
Ciudadana Emergente. 
98 Consultables en https://www.banxico.org.mx/tipcamb/main.do?page=inf&idioma=sp, lo 
que constituye un hecho notorio para este órgano jurisdiccional conforme a lo establecido 
en el artículo 52 de la Ley Procesal 

https://www.banxico.org.mx/tipcamb/main.do?page=inf&idioma=sp
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criterio sostenido por la Suprema Corte99, se encuentra 

impedida para asignarle menos recursos que los aprobados 

para los años fiscales anteriores, considerando que durante 

dos mil diecinueve, dos mil veinte y dos mil veintiuno, fueron 

solicitados y aprobados los siguientes montos del Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral: 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México aprobado por el Congreso Local para el 
Instituto Electoral en los Ejercicios Fiscales 2019, 2020, 2021 y 2022 

 

Año 
Fiscal 

Presupuesto aprobado y solicitado por el 
Instituto Electoral 

 

Presupuesto asignado al Instituto 
Electoral. 

 
 

2019 

$1,425,469,792.29.00100 
(Mil cuatrocientos veinticinco millones 
cuatrocientos sesenta y nueve mil 
setecientos noventa y dos pesos 29/100 
M.N.) 
 

1,425,479,792.00101 
(Mil cuatrocientos veinticinco millones 
cuatrocientos setenta y nueve mil 
setecientos noventa y dos pesos 
00/100 M.N.) 

 
 

2020 

$1,589,352,504.78102 
(Mil quinientos ochenta y nueve millones 
trescientos cincuenta y dos mil quinientos 
cuatro pesos 78/100 M.N.) 
 

1,275,479,792.00103 
(Mil doscientos setenta y cinco 
millones cuatrocientos setenta y 
nueve mil setecientos noventa y dos 
pesos 00/100 M.N.) 
 

 
 

2021 

2,174,390,305.00104 1,586,601,874.00105 

 
99 En la Acción de Inconstitucionalidad 138/2007 y en la Jurisprudencia P./J. 90/2007, 
de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, 
INCISO D), DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN, QUE PREVÉ 
QUE LOS CONSEJEROS ELECTORALES DEL INSTITUTO ELECTORAL ESTATAL 
GOZARÁN DURANTE LOS PROCESOS ELECTORALES DE LA REMUNERACIÓN QUE 
DE ACUERDO AL PRESUPUESTO DE EGRESOS LES CORRESPONDA Y QUE ENTRE 
PROCESOS, RECIBIRÁN ÚNICAMENTE DIETAS DE ASISTENCIA A LA SESIÓN, 
TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE INDEPENDENCIA, AUTONOMÍA E 
IMPARCIALIDAD.” 
100 Consultable en IECM-ACU-CG-329-2018.pdf. 
101 Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el veintitrés de diciembre de dos 
mil diecinueve, disponible en 
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/3c975ca43dd414a6b3cc2
b85309db452.pdf. 

102 Disponible en IECM-ACU-CG-070-2019.pdf. 
103 Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el veintitrés de diciembre de dos 
mil diecinueve, consultable en 
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/0e20418aff531f4ba0ad32
c87ebcd58f.pdf. 

104 Disponible en https://www.iecm.mx/www/taip/cg/acu/2020/IECM-ACU-CG-094-2020.pdf  
105 Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el veintiuno de diciembre de dos 
mil veinte, disponible en: 
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/abdd04b634774092ae7ae
e7e6bf7747e.pdf. 

https://www.iecm.mx/www/taip/cg/acu/2018/IECM-ACU-CG-329-2018.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/3c975ca43dd414a6b3cc2b85309db452.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/3c975ca43dd414a6b3cc2b85309db452.pdf
https://www.iecm.mx/www/taip/cg/acu/2019/IECM-ACU-CG-070-2019.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/0e20418aff531f4ba0ad32c87ebcd58f.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/0e20418aff531f4ba0ad32c87ebcd58f.pdf
https://www.iecm.mx/www/taip/cg/acu/2020/IECM-ACU-CG-094-2020.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/abdd04b634774092ae7aee7e6bf7747e.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gacetas/abdd04b634774092ae7aee7e6bf7747e.pdf
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(Dos mil ciento setenta y cuatro millones 
trescientos noventa mil trescientos cinco 
pesos 00/100 M.N.). 
 

(Mil quinientos ochenta y seis millones 
seiscientos un mil, ochocientos 
setenta y cuatro pesos 00/100 M.N.) 

 
 

2022 

$1,955,020,834.00 
(Mil novecientos cincuenta y cinco millones, 
veinte mil ochocientos treinta y cuatro pesos 
00/100 M.N.). 

 

$1,201,084,647.00 
(Mil doscientos un millones, ochenta y 
cuatro mil seiscientos cuarenta y siete 
pesos 00/100 M.N.) 

Cabe mencionar que, para efectos de calcular el monto del 

presupuesto de egresos que debió otorgársele al Instituto 

Electoral en el ejercicio fiscal dos mil veintidós, se toma como 

punto de referencia el Presupuesto de Egresos que le fue 

aprobado para el ejercicio fiscal dos mil diecinueve, cuyo monto 

ascendió a $1,425,479,792.00 (Mil cuatrocientos veinticinco 

millones cuatrocientos setenta y nueve mil setecientos noventa y 

dos pesos 00/100 M.N.). 

Lo anterior, en virtud de que durante los años dos mil veinte y dos 

mil veintiuno, se llevó a cabo en la Ciudad de México la 

organización y realización del Proceso Electoral Local Ordinario 

y, por ende, conforme a la previsión contenida en el artículo 

Décimo Transitorio del Código Electoral, los montos asignados 

para ello deben considerarse como extraordinarios, pues tienen 

como finalidad sufragar los gastos o erogaciones que deben 

hacerse por el aumento de las actividades vinculadas con dicho 

proceso comicial. 

Acotado lo anterior, se considera que también se violenta en 

perjuicio de la parte actora la garantía de irreductibilidad 

presupuestal, pues el presupuesto del Instituto Electoral 

aprobado en el acto impugnado para el ejercicio fiscal dos mil 

veintidós, cuyo monto asciende a $1,201,084,647.00 (Mil 

doscientos un millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta 
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y siete pesos 00/100 M.N.) es sustancialmente menor al que se 

aprobó y asignó para el ejercicio fiscal de dos mil diecinueve, el 

cual fue de $1,425,479,792.00 (Mil cuatrocientos veinticinco 

millones cuatrocientos setenta y nueve mil setecientos noventa y 

dos pesos 00/100 M.N.). 

Dando como resultado un déficit presupuestal para el Instituto 

Electoral de $224,395,145.00 (Doscientos veinticuatro millones 

trescientos noventa y cinco mil ciento cuarenta y cinco pesos 

00/100 M.N.) en comparación con el ejercicio fiscal ordinario 

inmediato anterior –dos mil diecinueve—, lo que es contrario a lo 

señalado en los artículos 46 apartado B numeral 2 de la 

Constitución Local y Décimo Transitorio del Código Electoral. 

Luego, dado que mediante el acto impugnado el presupuesto de 

egresos asignado a la parte actora es inferior al autorizado para 

el ejercicio ordinario anual anterior, es que se violenta la garantía 

de irreductibilidad presupuestal en perjuicio del Instituto 

Electoral, protección que encuentra cobijo en los principios de 

autonomía e independencia consagrados en el artículo 116 

fracción IV inciso c) de la Norma Suprema, y en el principio 

democrático de división de poderes a nivel local. 

Apoyan lo anterior las consideraciones esgrimidas por la 

Suprema Corte al resolver las Controversias Constitucionales 

10/2005 y 15/2021. 

De las que se desprende, en lo que interesa, que no resulta 

jurídicamente válido que la Legislatura local le asigne a las 

autoridades electorales locales un presupuesto menor al 
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establecido para ejercicios fiscales ordinarios anteriores, cuando 

dichas autoridades electorales tienen consagrada en su beneficio 

dentro de una norma de carácter constitucional o legal una 

garantía de irreductibilidad que les protege de intromisiones 

indebidas respecto de los otros poderes públicos con los que 

debe guardar relaciones de coordinación y no así de 

subordinación. 

Finalmente, del Presupuesto de Egresos 2022 no se aprecia que 

el Congreso Local haya llevado a cabo un análisis objetivo, bajo 

un estándar de fundamentación y motivación reforzada, del 

que se aprecie que el monto finalmente otorgado a la parte actora 

consistente en $1,201,084,647.00 (Mil doscientos un millones, 

ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y siete pesos 00/100 

M.N.) resulta suficiente para afrontar el cumplimiento de sus 

obligaciones y la realización de sus funciones 

constitucionales. 

Lo anterior, tomando en consideración que, para afrontar sus 

compromisos legales, y el cumplimiento de las funciones que por 

disposición constitucional tiene encomendadas, el Instituto 

Electoral presupuestó para el ejercicio fiscal dos mil veintidós, un 

monto total de $1,955,020,834.00 (Un mil novecientos cincuenta 

y cinco millones, veinte mil ochocientos treinta y cuatro pesos 

00/100 M.N.), cantidad que comprende el cumplimiento de los 

siguientes rubros: 

DESCRIPCIÓN IMPORTE (M.N.) 

Gastos de Operación del Programa 

Ordinario 2022 
1,048,992,005.00 
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Gastos para el Financiamiento Público 

Ordinario de los Partidos Políticos 
472,545,300.00 

Consulta Ciudadana sobre Presupuesto 

Participativo 2022 
218,592,200.00 

Consulta Ciudadana sobre Presupuesto 

Participativo 2023 y 2024 
4,927,612.00 

Elección de las Comisiones de 

Participación Comunitaria 
4,315,827.00 

Iniciativa Ciudadana Emergente 50,249,476.00 

Consulta de Revocación de Mandato 155,398,414.00 

TOTAL $1,955,020,834.00 

Es decir, de la lectura al acto impugnado, así como, del Dictamen 

Positivo, no se aprecia que el Congreso Local haya allanado 

algún tipo de análisis tendiente a determinar que, con el 

presupuesto asignado, se cumplirían los objetivos previstos por 

el Instituto Electoral para el ejercicio fiscal dos mil veintidós. 

Lo anterior, tomando en consideración que si se le otorgó al 

Instituto Electoral un monto de $1,201,084,647.00, éste serviría 

únicamente para cubrir los Gastos de Operación del Programa 

Ordinario 2022, que asciende a $1,048,992,005.00, así como, la 

organización de la Consulta de Revocación de Mandato (que 

asciende a $155,398,414.00) 

Dejando sin recursos al Instituto Electoral respecto de los gastos 

de preparación y organización de la Consulta Ciudadana sobre 

Presupuesto Participativo 2022, 2023 y 2024 (que en su 

conjunto ascienden a $223,519,812), la Elección de las 

Comisiones de Participación Comunitaria (que asciende a 

$4,315,827.00), la Iniciativa Ciudadana Emergente (que tiene 

un monto de gasto de $50,249,476.00), y los Gastos para el 
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Financiamiento Público Ordinario de los Partidos Políticos 

(cuyo monto asciende a $472,545,300.00). 

Especial atención merece el tema de las ministraciones de los 

Partidos Políticos ya que, con la asignación del presupuesto 

hecha a la parte actora en el acto impugnado, el órgano legislativo 

local perdió de vista que, de conformidad con los artículos 99 

numeral 2 de la LEGIPE, así como, 32 del Código Electoral, el 

monto correspondiente al financiamiento público ordinario de los 

partidos políticos no forma parte del patrimonio del Instituto 

Electoral y, por ende, éste no puede alterar el cálculo para su 

determinación ni llevar a cabo ajustes presupuestales sobre 

dichos montos, de ahí que correspondía al Congreso Local 

asignar el monto total integró solicitado por el OPLE para dichos 

institutos políticos.  

En efecto, acorde con el artículo 99 numeral 2 de la LEGIPE el 

patrimonio del Instituto Electoral se integra con los bienes 

muebles e inmuebles que se destinen al cumplimiento de su 

objeto y las partidas que anualmente se les señalen en el 

presupuesto de egresos de cada entidad federativa para la 

organización de los procesos electorales locales. 

Por su parte, el diverso 32 del Código Electoral señala que el 

patrimonio del Instituto Electoral es inembargable y se integra 

con los bienes muebles e inmuebles que se destinen al 

cumplimiento de su objeto, las partidas del presupuesto que 

anualmente apruebe el Congreso Local y demás ingresos que 

reciban de acuerdo a las disposiciones de la Ley.  
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Asimismo, la norma en comento indica que los recursos 

presupuestarios destinados al financiamiento público de los 

partidos políticos no formarán parte del patrimonio del 

Instituto Electoral, por lo que éste no podrá alterar el cálculo 

para su determinación ni los montos que del mismo resulten 

conforme al Código Electoral. 

Así las cosas, toda vez que acorde con la normatividad invocada 

los recursos asignados al Instituto Electoral para el desarrollo de 

sus funciones constitucionales son independientes de los 

recursos públicos que le son asignados a los partidos políticos 

para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, 

es que el Congreso Local debió aprobar íntegramente en el 

Presupuesto de Egresos 2022 los recursos que se destinan al 

financiamiento público de los partidos políticos. 

Lo anterior al encontrarse vedada a la parte actora la posibilidad 

de alterar o modificar los montos correspondientes a los partidos 

políticos una vez autorizado el presupuesto de egresos 

presentado por el Instituto Electoral al órgano legislativo. 

Máxime si se toma en consideración que, en el caso de que el 

Congreso Local reduzca los montos presupuestados por el 

Instituto Electoral, dicha modificación traería como consecuencia 

que el Instituto Electoral –en uso de su autonomía de gestión 

presupuestal— únicamente lleve a cabo adecuaciones al 

presupuesto autorizado y asignado para la realización de sus 

funciones sustantivas, no así a los montos destinados para el 

pago de las ministraciones ordinarias de los partidos políticos, 

pues como ha sido indicado, tratándose del financiamiento 
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público de los partidos políticos la función del OPLE únicamente 

es la de ser el mediador y administrador de los recursos, 

careciendo totalmente de facultades para modificar o reducir los 

montos aprobados. 

En consecuencia, dado que en el acto impugnado no se 

establece si la reducción de $753,936,187.00 (Setecientos 

cincuenta y tres millones novecientos treinta y seis mil ciento 

ochenta y siete pesos 00/100 M.N.) de la que fue objeto el 

presupuesto de egresos del Instituto Electoral respeta o no el 

financiamiento público de los partidos políticos, y toda vez que a 

la parte actora le está vedada la posibilidad de modificar, alterar 

o reducir los montos destinados a las ministraciones de dichos 

institutos políticos, este Tribunal Electoral estima que no se 

encuentra tutelada la garantía de suficiencia presupuestal de la 

que goza el Instituto Electoral de conformidad con el artículo 46 

apartado B numeral 2 de la Constitución Local y Décimo 

Transitorio del Código Electoral. 

Ello es así, ya que –en los hechos— al Instituto Electoral no se le 

autorizó un monto presupuestal de $1,201,084,647.00 (Mil 

doscientos un millones, ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta 

y siete pesos 00/100 M.N.), sino uno de $728,539,347 

(Setecientos veintiocho millones quinientos treinta y nueve mil 

trescientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.), tomando en 

consideración que del monto aprobado en el acto impugnado, 

$472,545,300 (Cuatrocientos setenta y dos millones quinientos 

cuarenta y cinco mil trescientos pesos 00/100 M.N.) 

corresponderían en su caso al financiamiento público de los 

partidos políticos y, por ende, dicho monto no forma parte del 
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patrimonio del OPLE pues no se encuentra destinado al 

cumplimiento de sus funciones sustantivas. 

En tales condiciones, este órgano jurisdiccional concluye que con 

el Presupuesto de Egresos 2022 el Congreso Local violentó en 

perjuicio del Instituto Electoral las garantías de incremento, 

irreductibilidad y suficiencia presupuestales, y, por ende, los 

principios de autonomía e independencia previstos en el 

artículo 116 fracción IV inciso c) de la Constitución Federal, pues 

no se aseguró que los recursos asignados al OPLE fueran 

suficientes para el cumplimiento de sus funciones 

constitucionales o, al menos, que dichos recursos fueran iguales 

o mayores a los aprobados en el ejercicio fiscal ordinario dos mil 

diecinueve. 

Sin que sea óbice a lo anterior, el hecho de que el Congreso 

Local106, pueda modificar los montos presupuestados por los 

órganos constitucionales autónomos, a fin de que éstos se 

ajusten a las previsiones de la hacienda pública y guarden 

equilibrio presupuestal. 

Primeramente, por que dicha facultad de modificación del 

presupuesto de los órganos electorales no es omnímoda, pues 

debe ejercerse en forma razonada y con una motivación 

reforzada por parte de la legislatura local. 

Y, en segundo lugar, porque del análisis al presupuesto asignado 

a los órganos autónomos de la Ciudad de México, este Tribunal 

 
106 Con fundamento en los artículos 122 apartado A de la Constitución Federal; 29 apartado 
D inciso f) de la Constitución Local, 20, 21 párrafo tercero y 90 de la Ley de Austeridad; 13 
fracción LVII, 80, 89 la Ley Orgánica del Congreso, 106, 283 párrafo 5, 313 fracción IV, 322, 
323 párrafo tercero y 324 del Reglamento del Congreso. 
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Electoral advierte un desequilibrio en la manera en que fueron 

asignados los recursos públicos correspondientes a los órganos 

electorales, y principalmente al Instituto Electoral, respecto de los 

montos correspondientes al ejercicio fiscal dos mil veintidós, para 

el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales. 

En efecto, la facultad de disminuir o modificar los montos del 

Presupuesto de Egresos propuestos por el Instituto Electoral 

implica un importante margen de apreciación para la legislatura 

local, al corresponderle el control de gasto público; sin embargo, 

dicha facultad también implica una importante responsabilidad de 

colaboración con el OPLE, en la medida de que el Congreso 

Local debe respetar las garantías de autonomía e independencia 

que tiene consagradas en su favor el Instituto Electoral conforme 

a lo estipulado en el artículo 116 fracción IV inciso c) de la 

Constitución Federal. 

Así las cosas, en cumplimiento a dichas garantías institucionales, 

el Congreso Local no debe instruir al OPLE a realizar actos 

precisos y concretos que restrinjan el margen de libertad 

decisoria derivado del principio de autonomía y gestión 

presupuestal, principalmente cuando la Legislatura Local cuente 

con distintas alternativas para vigilar y fiscalizar la administración 

responsable de los recursos públicos otorgados al órgano 

electoral. 

Por tanto, si bien el Congreso Local puede reducir válidamente el 

monto presupuestado por el Instituto Electoral; no menos cierto 

es que esa modificación no puede llegar al extremo de aprobar 

un presupuesto inferior al asignado en el ejercicio fiscal ordinario 
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anterior –dos mil diecinueve—, pues tal como ha sido analizado 

previamente, el presupuesto de la parte actora está protegido por 

la garantía de irreductibilidad en comento. 

En esta tesitura, resulta totalmente justificable exigir al Congreso 

Local no sólo que, en el momento de analizar y aprobar el 

Presupuesto de Egresos de la parte actora, éste cumpla con las 

garantías de fundamentación y motivación reforzadas que ya han 

sido analizadas en el presente fallo. 

Sino también que, tratándose de la alteración –modificación o 

reducción— del monto propuesto por el OPLE, la Legislatura local 

tenga el deber de demostrar que el procedimiento utilizado para 

modificarlo es resultado de una ponderación cuidadosa de 

aquellos principios y garantías que tanto la Constitución Federal 

como la Constitución Local y las leyes generales y locales en 

materia electoral establecen para que no se vulneren o restrinjan 

las garantías de autonomía e independencia del Instituto 

Electoral y, por ende, que con la reducción respectiva no se 

violente el principio de división de poderes previsto en el artículo 

116 fracción IV de la Norma Suprema. 

De esta manera, la existencia de una consideración sustantiva y 

objetiva, y no meramente formal, vacía o discrecional de la 

normatividad en materia presupuestal aplicable al OPLE por el 

Congreso Local, tiene como finalidad el respeto a la garantía 

constitucional de motivación en sentido reforzado que es 

exigible en la emisión de determinados actos y normas, entre los 

cuales se encuentra la reducción del presupuesto de egresos de 
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los órganos constitucionales autónomos electorales, y en el caso 

concreto, del Instituto Electoral. 

Sirven de apoyo a lo anterior el contenido de la Tesis P./J. 

153/2005, sentada por la Suprema Corte, de rubro: 

“MUNICIPIOS. SU CREACION NO PUEDE EQUIPARARSE A 

UN ACTO QUE SE VERIFIQUE EXCLUSIVAMENTE EN LOS 

AMBITOS INTERNOS DE GOBIERNO, POR LO QUE ES 

EXIGIBLE QUE SE APOYE EN UNA MOTIVACION 

REFORZADA.”, así como, las consideraciones sostenidas por el 

Alto Tribunal al resolver la Controversia Constitucional 

209/2021. 

Finalmente, en suplencia de la queja, este Tribunal Electoral 

advierte del Presupuesto de Egresos 2022 un desequilibrio en la 

manera en que le fue asignado el presupuesto al Instituto 

Electoral respecto de los montos correspondientes a otros 

órganos autónomos de la Ciudad de México para el ejercicio fiscal 

dos mil veintidós, lo que genera una violación al principio de 

división de poderes previsto en el artículo 116 párrafo primero y 

fracción IV de la Constitución Federal, concretamente el relativo 

a la no subordinación de un órgano de poder público frente a otro. 

En efecto, tal como se desprende del acto impugnado el 

Presupuesto de Egresos destinado al mantenimiento de los 

órganos autónomos de la Ciudad de México ascendió a 

$11,687,808,772 (Once mil seiscientos ochenta y siete millones 

ochocientos ocho mil setecientos setenta y dos pesos 00/100 

M.N). 
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De dicha bolsa presupuestal, la distribución de recursos que 

propusieron la Secretaría de Finanzas y la Jefa de Gobierno, y 

que finalmente fue aprobada por el Congreso Local al emitir el 

acto impugnado, fue la siguiente: 

ORGANISMO MONTO 

Tribunal de Justicia Administrativa 492.80 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje 441.78 

Comisión de Derechos Humanos 452.87 

Instituto Electoral 1,201.08 

Tribunal Electoral 230.87 

Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México 

1,500.00 

Instituto de Transparencia 147.87 

Fiscalía General de Justicia 7,200.00 

Consejo de Evaluación 20.54 

Asimismo, los montos presupuestales que fueron solicitados por 

los órganos autónomos de la Ciudad para el ejercicio fiscal dos 

mil veintidós, fueron los siguientes: 

ORGANISMO MONTO 

Tribunal de Justicia Administrativa 492,796,913.00 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje 441,775,766.00 

Comisión de Derechos Humanos 452,865,456.00 

Instituto Electoral 1,955,020,834.00 

Tribunal Electoral 386,734,621.00 

Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México 

1,629,659,142.00 

Instituto de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas 

166,424,125.51 

Fiscalía General de Justicia 7,200,000,000.00 

Consejo de Evaluación 38,735,881.00 
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Ahora bien, de las cifras señaladas con antelación este órgano 

jurisdiccional advierte, como afectaciones presupuestales de los 

diversos órganos constitucionales autónomos de la Ciudad, las 

siguientes: 

 

De lo anterior, es posible desprender que no existió equilibrio 

presupuestal en la distribución de la bolsa de recursos destinada 

a los órganos autónomos de la Ciudad de México, pues mientras 

cuatro de ellos no sufrieron ningún tipo de afectación 

(Tribunal de Justicia Administrativa, Junta Local de Conciliación y 

Arbitraje, Comisión de Derechos Humanos y Fiscalía General de 

Justicia), cinco si tuvieron afectaciones en los montos que 

fueron solicitados a la legislatura local (Instituto Electoral, 

Órganos Autónomos Asignación 
autorizada 

por el 
Congreso 
Local en el 

acto 
impugnado 

Afectación 
Presupuestal 

de los 
Órganos 

Autónomos 

% de 
Afectación 

presupuestal 
de los Órganos 

Autónomos 

Tribunal de Justicia 
Administrativa 

492,796,913 Sin afectación 0% 

Junta Local de 
Conciliación y Arbitraje 

441,775,766 Sin afectación 0% 

Comisión de Derechos 
Humanos 

452,865,456 Sin afectación 0% 

Instituto Electoral 1,201,084,647 753,936,187 49% 

Tribunal Electoral 230,873,277 155,861,344 41% 

Universidad Autónoma 
de la Ciudad de México 

1,500,000,000 129,659,142 8% 

Instituto de 
Transparencia, Acceso a 
la Información Pública, 

Protección de Datos 
Personales y Rendición 

de Cuentas 

147,868,308 18,555,817 12% 

Fiscalía General de 
Justicia 

7,200,000,000 Sin afectación 0% 

Consejo de Evaluación 20,544,405 18,191,476 47% 
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Tribunal Electoral, Universidad Autónoma de la Ciudad de 

México, Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas 

y Consejo de Evaluación). 

Cabe destacar que entre los órganos autónomos que mayores 

disminuciones y afectaciones presupuestales tuvieron se 

encuentran los órganos electorales, y en el caso concreto el 

Instituto Electoral quien sufrió una de las mayores 

afectaciones a su proyecto de presupuesto de alrededor del 

49%. 

Así las cosas, a consideración de este Tribunal Electoral la 

distribución de los recursos públicos hecha por el Congreso Local 

violenta el principio de división de poderes previsto en el artículo 

116 de la Constitución Federal, pues como consecuencia de ello, 

el Instituto Electoral fue uno de los órganos autónomos que mayor 

afectación sufrió en la disminución de los recursos públicos 

solicitados, sin que del acto impugnado se adviertan 

razonamientos –bajo un estándar de motivación reforzada— de 

los que se aprecien porqué la parte actora fue la más afectada en 

la disminución de los recursos públicos destinados al 

mantenimiento de los órganos autónomos de la Ciudad. 

Máxime si se toma en consideración que el Instituto Electoral es 

la autoridad encargada de llevar a cabo la organización, 

desarrollo y vigilancia de los procesos electorales mediante los 

cuales se eligen a las diputaciones del Congreso Local y a la 

persona titular de la Jefatura de Gobierno, es decir, es la 

autoridad electoral encargada de llevar los procesos mediante los 
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cuales se eligen a las autoridades encargadas de la 

presentación y aprobación del Presupuesto de Egresos del 

OPLE. 

Lo que genera, desde el punto de vista de la división de poderes, 

que con la disminución de los recursos solicitados por el Instituto 

Electoral (como el ente autónomo que mayor afectación tuvo en 

los recursos asignados) se suponga un acto de intimidación y 

presión política por parte del Ejecutivo y Legislativo locales 

tendientes a mermar la capacidad de funcionamiento y ejercicio 

autónomo e independiente de las funciones del OPLE. 

Provocando con ello una clara afectación a su autonomía e 

independencia, pues la afectación y disminución 

desproporcionada de los recursos públicos solicitados (tomando 

en consideración que entre los órganos autónomos de la Ciudad 

de México fue el electoral el más afectado en la asignación de 

recursos para su funcionamiento) le expone a influencias 

políticas externas provenientes del Ejecutivo y Legislativo 

locales que afectan su imparcialidad, en perjuicio de la 

sociedad, del sistema democrático y, en última instancia, de 

la protección de los derechos político-electorales de la 

ciudadanía. 

Por otro lado, no pasa desapercibido para este Tribunal Electoral 

que el uno de mayo, se llevó a cabo en la Ciudad de México la 

Jornada Consultiva sobre el Presupuesto Participativo dos mil 

veintidós, pues ello no implica que los vicios materia del presente 

juicio hayan quedado subsanados o convalidados, ni que el 
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Congreso Local se encuentre exento de cumplir con lo que se 

ordena en el presente fallo. 

Debe recordarse que lo analizado en esta sentencia es el 

presupuesto de egresos asignado al Instituto Electoral para el 

ejercicio fiscal dos mil veintidós; respecto del cual se declararon 

fundados los agravios de la parte actora, dado que la reducción 

de recursos realizada por la Secretaría de Finanzas, la Jefa de 

Gobierno y finalmente aprobada por el Congreso Local no derivó 

de una motivación reforzada necesaria para garantizar la 

autonomía presupuestal del Instituto Electoral y los derechos 

político-electorales de la ciudadanía que a ese órgano autónomo 

corresponde tutelar. 

Por ende, la conclusión de la Jornada Consultiva sobre 

Presupuesto Participativo dos mil veintidós, no puede ser motivo, 

por sí misma, para que, en cumplimiento de lo aquí ordenado, el 

Congreso Local decida negar los recursos originalmente 

solicitados por la parte actora, ni siquiera aquellos previstos en la 

parte correspondiente a dicho ejercicio participativo.  

Pues si bien el Instituto Electoral puede realizar los ajustes 

presupuestales necesarios para garantizar la realización de sus 

funciones, lo cierto es que dicha posibilidad parte de la lógica, en 

primer lugar, de que el Congreso Local debía aprobar los 

recursos suficientes para que la parte actora pudiera llevar a 

cabo, de manera completa y satisfactoria, el proceso de 

participación ciudadana a que está obligado conforme a los 

artículos 25 apartado A numeral 5 y 50 de la Constitución Local, 

siendo precisamente el Instituto Electoral el órgano técnico con la 
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mayor y mejor información para determinar de manera precisa y 

con rigor técnico los recursos económicos que requiere para 

realizar tales funciones.  

En segundo lugar, subyace a esta obligación el entendido de 

que toda disminución presupuestaria sobre un órgano 

constitucional autónomo debe obedecer a una motivación 

reforzada; por lo que la realización de dicho proceso de 

participación ciudadana, con los eventuales reajustes 

presupuestales realizados por la parte actora, no pueden 

convalidar el actuar indebido de las autoridades responsables.  

De ahí que, si bien el monto efectivamente utilizado para la 

Consulta del Presupuesto Participativo dos mil veintidós, puede 

ser un elemento para ponderar por el Congreso Local en la 

discusión sobre el incremento de los recursos del Instituto 

Electoral, se debe tener en cuenta que los reajustes al 

presupuesto que realizó la parte actora pudieron afectar otras de 

sus facultades y obligaciones, y consecuentemente, la garantía 

de otros derechos constitucionales, mismas que se buscan 

reivindicar con el dictado del presente fallo. 

En similares términos se pronunció la Suprema Corte al resolver 

la Controversia Constitucional 209/2021. 

Finalmente, resulta innecesario examinar los argumentos que 

propone la parte actora tendientes a demostrar que, con el acto 

impugnado, se vulneró el derecho de la ciudadanía para participar 

en las Consultas Populares y en la Revocación de Mandato, pues 
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su examen en nada modificaría la conclusión a la que aquí se ha 

arribado. 

SEXTA. Efectos de la sentencia. En las relatadas 

consideraciones, y tomando en cuenta que el proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el ejercicio 

fiscal dos mil veintidós, remitido por la Jefa de Gobierno, fue 

aprobado en sus términos por el Congreso Local, con fundamento 

en el artículo 91 fracción VII107 de la Ley Procesal, lo procedente 

es: 

1. Ordenar a la Jefatura de Gobierno, por conducto de la 

Secretaría de Finanzas, entregar puntualmente al Instituto 

Electoral, las partidas presupuestales que fueron 

aprobadas a su favor en el Presupuesto de Egresos 2022, 

conforme a lo dispuesto en la normativa aplicable, hasta en 

tanto el Congreso Local no emita –conforme a lo ordenado 

en este fallo— una determinación de aumento de recursos, 

y se realicen los ajustes correspondientes. 

2. Declarar la inaplicación al caso concreto del artículo 7º 

fracción I de la Ley de Austeridad, en la que se faculta a la 

Secretaría de Finanzas para establecer y comunicarle al 

Instituto Electoral las previsiones de ingresos de la 

hacienda pública que deberá observar al momento de 

elaborar su proyecto de Presupuesto de Egresos y, por 

tanto, dar aviso a la Suprema Corte sobre dicha inaplicación 

para los efectos constitucionales y legales conducentes. 

 
107 El que señala que las resoluciones de este Tribunal Electoral podrán tener como efectos, 
entre otros, declarar la existencia de una determinada situación jurídica. 
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3. Ordenar a la Jefa de Gobierno y a la Secretaría de 

Finanzas que, en los subsecuentes ejercicios fiscales, se 

abstengan de intervenir en la configuración del 

Presupuesto de Egresos de la parte actora, por lo que de 

conformidad con el artículo 47 fracción X de la Ley de 

Austeridad deberán no sólo remitir el anexo 

correspondiente al anteproyecto de Presupuesto de 

Egresos del Instituto Electoral en forma íntegra, sino 

también respetar los montos propuestos por el órgano 

electoral autónomo; de tal forma que al enviar al Congreso 

Local el decreto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad 

de México deberán abstenerse de modificar el monto 

propuesto por el Instituto Electoral en todas las partes del 

decreto respectivo, incluyendo todos sus anexos técnicos. 

4. Ordenar al Congreso Local que, en ejercicio de sus 

atribuciones y dentro del plazo de quince días hábiles, 

posteriores a la notificación de la presente resolución 

analice, discuta y emita una determinación, con una 

fundamentación y motivación reforzada, en la que se 

incrementen los recursos asignados al Instituto Electoral en 

el Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal dos mil 

veintidós, debiendo considerar, prioritariamente, lo 

siguiente: 

• Que el desarrollo la Consulta Ciudadana de 

Presupuesto Participativo dos mil veintidós, implica 

un incremento exponencial en las cargas de trabajo 

y requerimientos de recursos del Instituto Electoral. 
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• Que están próximas a prepararse durante este 

ejercicio fiscal las Consultas Ciudadanas sobre 

Presupuesto Participativo 2023 y 2024, así como, la 

Iniciativa Emergente y la Consulta sobre Revocación 

de Mandato. 

• Que los recursos públicos presupuestados por el 

Instituto Electoral en su anteproyecto de presupuesto 

de egresos y que corresponden al financiamiento 

público de los partidos políticos no forma parte del 

patrimonio de la parte actora, por lo que deberán ser 

excluidos del análisis que se haga sobre la 

suficiencia presupuestal del OPLE para el 

desarrollo de sus funciones constitucionales y 

legales. 

• Tomar como parámetro mínimo objetivo para 

determinar el incremento en los recursos de la parte 

actora, el monto total que le fue asignado al Instituto 

Electoral en el Presupuesto de Egresos del año dos 

mil diecinueve, el cual fue de $1,425,479,792.00 (Mil 

cuatrocientos veinticinco millones cuatrocientos 

setenta y nueve mil setecientos noventa y dos pesos 

00/100 M.N.), sumándole el índice inflacionario 

aplicable al presente año fiscal. 

• Para el incremento de los recursos del Instituto 

Electoral, el Congreso Local deberá basarse en la 

propuesta original hecha por la parte actora sobre su 

presupuesto de egresos, acorde a lo establecido en 
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el Acuerdo IECM/ACU-CG-344/2021 y en el 

Programa Operativo Anual; pues si bien el dos de 

junio, fue publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México una reforma al Código Electoral mediante 

la cual se modifica la estructura organizacional de la 

parte actora108, lo cierto es que la materia de la 

presente controversia no fue abordada por el 

Congreso Local en la aprobación del Presupuesto de 

Egresos 2022; de ahí que el Congreso Local para el 

cumplimiento del presente fallo debe aplicar la 

normativa electoral vigente en el año dos mil 

veintiuno, así como, el monto de recursos públicos 

originalmente solicitado por el Instituto Electoral. 

5. Ordenar a la Jefatura de Gobierno, por conducto de la 

Secretaría de Finanzas, ejecutar la determinación sobre el 

incremento de los recursos públicos del Instituto Electoral 

que el Congreso Local deberá adoptar en cumplimiento a 

esta sentencia; en su caso, impactar los ajustes que 

correspondan al Presupuesto de Egresos de la Ciudad de 

México para el ejercicio fiscal dos mil veintidós, y llevar a 

cabo las medidas indispensables para que se haga la 

transferencia efectiva de los recursos al Instituto Electoral. 

6. Ordenar a la Jefatura de Gobierno que, una vez que el 

Congreso Local emita la determinación respectiva sobre el 

 
108 Fueron fusionadas algunas de sus Comisiones Permanentes, distribuidas algunas de las 
funciones que tenían diversas áreas para transferirlas a otras áreas ya existentes del 
Instituto Electoral y, finalmente, fueron suprimidas las unidades técnicas de Fiscalización; 
Género y Derechos Humanos; Archivo, Logística y Apoyo a Órganos Desconcentrados; 
Formación y Desarrollo; y Vinculación con Organismos Externos. 
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incremento de los recursos del Instituto Electoral, en el 

ámbito de sus atribuciones, deberá publicarla en la Gaceta 

Oficial de la Ciudad de México.  

7. La Jefa de Gobierno, la Secretaría de Finanzas, y el 

Congreso Local deberán informar a este Tribunal Electoral 

dentro de las veinticuatro horas siguientes a que ello 

ocurra, los actos del cumplimiento a la presente ejecutoria. 

8. Se ordena a la Jefa de Gobierno, a la Secretaría de 

Finanzas, y al Congreso Local atender en tiempo y forma lo 

ordenado por este Tribunal Electoral en la presente 

sentencia, apercibidas que de no hacerlo así este órgano 

jurisdiccional les impondrá discrecionalmente y en lo 

individual cualquiera de las medidas de apremio previstas 

en el artículo 96 de la Ley Procesal, sin perjuicio de lo 

consignado en el artículo 97 último párrafo de la misma ley 

adjetiva. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se  

R E S U E L V E 

PRIMERO. Son fundados los agravios planteados por el Instituto 

Electoral de la Ciudad de México. 

SEGUNDO. Se ordena a la persona titular de la Jefatura de 

Gobierno, a la persona titular de la Secretaría de Administración 

y Finanzas, y al Congreso, todos de la Ciudad de México, 

procedan conforme a los efectos precisados en la presente 

sentencia. 
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TERCERO. Hágase del conocimiento de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación el contenido de la presente sentencia para 

los efectos constitucionales y legales conducentes. 

NOTIFÍQUESE conforme a Derecho corresponda. 

Publíquese en el sitio de Internet de este Tribunal Electoral, 

(www.tecdmx.org.mx), una vez que esta Sentencia haya causado 

estado. 

Archívese el expediente como asunto total y definitivamente 

concluido.  

Así, lo resolvieron y firman las Magistradas y los Magistrados del 

Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, los puntos 

resolutivos PRIMERO y SEGUNDO y sus partes considerativas 

por unanimidad de votos, con el voto concurrente que emite el 

Magistrado Juan Carlos Sánchez León, mismo que corre 

agregado a la presente Sentencia como parte integrante de esta. 

En tanto el punto resolutivo TERCERO y su parte considerativa 

por mayoría de tres votos a favor de las Magistradas Martha 

Alejandra Chávez Camarena y Martha Leticia Mercado Ramírez, 

así como del Colegiado Armando Ambriz Hernández, con el voto 

en contra del Magistrado Juan Carlos Sánchez León. Todo lo 

actuado ante el Secretario General, quien autoriza y da fe. 

INICIA VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL 

MAGISTRADO JUAN CARLOS SÁNCHEZ LEÓN, EN 

RELACIÓN CON LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO 

ELECTORAL TECDMX-JEL-387/2021. 

 

http://www.tecdmx.org.mx/
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Con fundamento en el artículo 185, fracción VII, del Código de 

Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de 

México; así como, 9 párrafo primero y el diverso 100, párrafo 

segundo, fracción II, del Reglamento Interior del Tribunal 

Electoral de la Ciudad de México, emito respetuosamente el 

presente voto concurrente, ya que, si bien comparto los puntos 

resolutivos primero y segundo de la sentencia dictada en el 

presente juicio, no coincido con el resolutivo tercero y los puntos 

dos, tres y cuatro de los efectos, así como  las respectivas  

consideraciones que los sustentan, en razón de lo siguiente. 

 

En la sentencia, se comparte tener por fundados los agravios 

relativos en que la Jefatura de Gobierno y la Secretaría de 

Finanzas no cuentan con facultades para alterar o modificar los 

montos del Presupuesto de Egresos propuestos por el Instituto 

Electoral. En cuanto a los agravios esgrimidos en contra del 

Congreso de la Ciudad, se comparte, que, al momento de 

aprobar el presupuesto de la parte actora, se incurrió en indebida 

fundamentación y motivación, transgresión a las garantías de 

legalidad y autonomía presupuestaria, así como de 

irreductibilidad y suficiencia presupuestaria. 

 

Sin embargo, no se comparte el estudio y la conclusión de 

inaplicar el artículo 7° de la Ley de Austeridad, toda vez que del 

estudio previo que se realiza al agravio relativo a la falta de 

facultades de la Jefatura de Gobierno y de la Secretaria de 

Finanzas, se deja claro, que resulta improcedente modificar en 

alguna de sus partes el proyecto de presupuesto que haya 

enviado el Instituto Electoral, en ese sentido, resulta innecesario 
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para efectos de la propia sentencia la inaplicación de dicho 

precepto normativo, además que, no se sustenta la inaplicación 

del precepto normativo, en un acto de aplicación concreto. 

 

Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en su Tesis: P. LXIX/2011(9ª.),109 de rubro “PASOS A SEGUIR EN 

EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y 

CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS 

HUMANOS”. Ha sostenido que, antes de la inaplicación de la ley, 

en principio se debe realizar el análisis de la norma y buscar la 

armonización bajo una interpretación conforme en sentido amplio 

y estricto, de manera que, si esto no es posible, la inaplicación 

de la norma constituye el último recurso para asegurar la 

primacía y aplicación efectiva de los derechos fundamentales 

establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales 

de los cuales el Estado Mexicano es parte. 

 

Por lo que, al haberse realizado el análisis de las normas que 

guardan relación con el proceso de elaboración y tramite del 

proyecto de presupuesto y concluir que, la Jefatura de Gobierno 

y la Secretaria de Finanzas no cuentan con facultades para 

modificarlo, resulta innecesario llegar a la inaplicación, máxime 

que no se realizó con los pasos que ha dispuesto el máximo 

Tribunal del país. 

 

 
109 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro III, Diciembre de 

2011, Tomo 1, página 552. 
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De acuerdo con lo anterior, no se comparte el punto dos del 

apartado de efectos y el conocimiento que se decreta, se haga a 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como se refleja en el 

resolutivo Tercero de la sentencia. 

 

Por otra parte, en la sentencia aprobada por el Pleno de este 

Tribunal Electoral, se realizan diversos argumentos sustentados 

en la suplencia de agravios a favor del Instituto Electoral de la 

Ciudad de México, sin embargo, desde mi óptica, no se actualiza 

esta figura procesal, ya que, la parte actora no se ubica en este 

caso particular, ante reclamos que se funden respecto la 

inconstitucionalidad de normas, sino que se trata de un asunto 

de estricta aplicación del derecho, considerando los propios 

hechos y actos aducidos por la parte actora. 

 

Maxime que la parte actora al ser un órgano autónomo 

especializado en la materia electoral, y bajo esta figura acude 

ante este Tribunal Electoral a inconformarse contra actos 

realizados por órganos de la administración pública y sus 

poderes ejecutivo y legislativo, por lo que, los argumentos que 

formula son lo suficientemente claros, sin dejar cabida a una 

suplencia por deficiencia de la queja. 

 

De ahí que, no se comparte el estudio respecto al desequilibrio 

de asignación del Instituto Electoral de la Ciudad de México, 

frente a otros órganos autónomos por la distribución de recursos 

públicos que realizó el Congreso de la Ciudad y, con ello concluir 

que el Congreso Local violentó el principio de división de 

poderes, considerando que este estudio, no surge de un agravio 
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especifico que haya hecho valer la parte actora, que al no estar 

vinculados o dependientes los presupuestos de cada organismo, 

no resulta útil para arribar a la conclusión planteada en la 

sentencia. 

 

Es por ello, que en el caso particular al no desprenderse que la 

parte actora se encuentre en un estado de desventaja jurídica, 

se considera que no se debió suplir la falta o deficiencia de 

agravios, como se sostiene en la sentencia y garantizar el 

principio de equidad entre las partes. 

 

En cuanto al punto tres de los efectos, en el que se ordena 

abstenerse de intervenir en subsecuentes ejercicios fiscales 

(actos futuros) a la Jefa de Gobierno y la Secretaria de Finanzas; 

en mi opinión resulta innecesario dado los alcances particulares 

y no generales que tiene la presente sentencia, donde se decreta 

claramente el criterio adoptado por este Tribunal Electoral en los 

temas que fueron analizados y declarados fundados, mismos 

que se hacen del conocimiento de las partes y personas 

interesadas. 

 

Finalmente, en el punto cuatro de los efectos, en mi concepto se 

debió precisar, que, si bien el presupuesto de egresos del año 

dos mil diecinueve constituye un parámetro objetivo, el Congreso 

de la Ciudad de México ante cualquier variación en mayor o 

menor cantidad sin excepción debe ser fundado y motivado de 

forma reforzada en el ejercicio de las atribuciones, que tiene para 

analizar, discutir y emitir una determinación. 
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Por las razones señaladas, es que me permito formular 

respetuosamente, el presente voto concurrente. 

 

CONCLUYE VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL 

MAGISTRADO JUAN CARLOS SÁNCHEZ LEÓN, EN 

RELACIÓN CON LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO 

ELECTORAL TECDMX-JEL-387/2021. 

 
 

 

 

ARMANDO AMBRIZ HERNÁNDEZ 

MAGISTRADO PRESIDENTE INTERINO 

 

 

 

 

 

 

MARTHA ALEJANDRA CHÁVEZ 

CAMARENA 

MAGISTRADA 

 

 

 

 

 

 

MARTHA LETICIA MERCADO 

RAMÍREZ 

MAGISTRADA 

 

 

 

 

 

JUAN CARLOS SÁNCHEZ LEÓN 

MAGISTRADO 

 

 

 

PABLO FRANCISCO HERNÁNDEZ HERNÁNDEZ  

SECRETARIO GENERAL 
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“Este documento es una versión pública de su original, motivo por el cual los datos 

personales se han eliminado de conformidad con los artículos 100, 106, 107 y 116 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 6, 

fracciones XII, XXII, XXIII y XLIII, 169, 176, 177 y 186 de la Ley de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México; 

así como 3, fracción IX, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión 

de Sujetos Obligados  de la Ciudad de México, y los numerales segundo, fracciones 

XVII y XVIII, séptimo, trigésimo octavo, quincuagésimo sexto, sexagésimo y 

primero de los Lineamientos de Clasificación y Desclasificación de la información, 

así como para la elaboración de versiones públicas, numeral 62 de los 

Lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados de la Ciudad de México y artículo 6, numeral 6 de los 

Lineamientos para la Elaboración de Versiones Públicas de Sentencias y 

Resoluciones del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, el cual refiere que en 

versiones públicas no deberán eliminarse el nombre de las partes, cuando se trate 

de personas servidoras públicas en ejercicio de sus funciones, colocándose en la 

palabra testada un cintillo negro.” 

 
 


